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Presentación 
 
 
En diciembre de 1993 fue promulgada en el Perú, la Ley Nº 26260, Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar. Hasta entonces el tratamiento legal se 
limitaba formalmente a lo regulado en el Código Penal, en lo concerniente al delito 
de lesiones y a las faltas, aunque en la práctica se consideraba que era un 
problema privado en el que el Estado no debía intervenir. La promulgación de la 
mencionada ley, contribuyó sin duda, a cambiar tal percepción. Debe resaltarse 
que tal promulgación se produjo antes de que la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos adoptara la Convención Interamericana para 
prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer, “Convención de Belém 
do Pará1.  
  
La Ley Nº 26260 ha sido objeto de diversas modificaciones, con el fin de 
garantizar una protección eficaz a las víctimas de violencia familiar. Sin embargo, 
la bondad de una ley no sólo se evalúa a la luz del contenido de sus disposiciones 
sino atendiendo a su aplicación en la práctica.  
 
Los informes anuales al Congreso de la República del Defensor del Pueblo han 
dado cuenta de las quejas presentadas contra las comisarías en materia de 
violencia familiar. Los principales problemas detectados a partir de las citadas 
quejas durante el periodo abril 1998-abril 2000, fueron los siguientes2: 
 

a) La negativa a recibir denuncias por violencia familiar cuando la víctima no 
tenía signos exteriores de violencia; 

b) El desconocimiento por parte de la Policía de la forma como debían 
tramitarse las denuncias; 

c) El retardo en la tramitación de estas denuncias u su archivamiento por parte 
de la Policía; 

d) La conciliación realizada en las comisarías. 
 
Por su parte, el último informe anual de la Defensoría del Pueblo, correspondiente 
al período abril 2000-abril 2001, da cuenta de los siguientes problemas en torno a 
la aplicación de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar: 
 

                                                           
1 Resolución aprobada en la séptima sesión plenaria celebrada el 9 de junio de 1994. 
2 Memoria de la Defensoría Especializada en los Derechos de la Mujer, abril 1998-abril 2000, 
Defensoría del Pueblo, Lima, 2000, p. 21. 
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a) Las quejas en materia de violencia contra la mujer continúan dirigiéndose 
fundamentalmente contra la actuación de la Policía Nacional, debido a la 
forma como tramita las denuncias.  

b) Nuestra oficina en Ayacucho detectó problemas de discriminación y 
negligencia en la atención a las víctimas. En efecto, la procedencia rural o 
campesina, el grado de instrucción o analfabetismo y la condición de 
quechua hablante han sido señalados como factores que han incidido en un 
trato desigual y discriminatorio al momento de denunciar o solicitar 
protección. 

c) En nuestra oficina de Trujillo se registraron quejas contra la Policía Nacional 
debido a la renuencia a recibir denuncias de violencia familiar de víctimas 
que no acreditaban una relación de convivencia o matrimonio pero que 
habían procreado hijos con el agresor. 

 
En estos casos, la Defensoría del Pueblo, en cumplimiento del mandato contenido 
en el artículo 162º de la Constitución, formula recomendaciones para que los 
efectivos policiales cumplan con lo establecido en la Ley de Protección frente a la 
Violencia Familiar.  
 
Sin embargo, la esencia de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar son 
las medidas de protección que jueces y fiscales están facultados a dictar para 
proteger a las víctimas de este tipo de violencia. Éstas son, en definitiva, las 
medidas que posibilitarán el cese de la violencia. 
 
Por ello, la Defensoría del Pueblo ha puesto especial énfasis en promover y llevar 
a cabo investigaciones que permitan conocer cómo aplican los jueces y fiscales la 
Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. 
 
Nuestra institución encargó al Movimiento Manuela Ramos llevar a cabo un 
estudio sobre la aplicación de la referida ley. Este estudio fue publicado en el 2000 
y se revisaron un total de 157 expedientes en Puno, Pucallpa y Trujillo3.  Los 
resultados fueron sorprendentes. De todos los expedientes revisados, sólo en dos 
casos seguidos en Puno, la Fiscalía de Familia dictó medidas de protección, 
aunque éstas  estaban destinadas a salvaguardar el patrimonio de la víctima y no 
a proteger su integridad4. 
 
Por otro lado, de los 157 expedientes judiciales, sólo en 12 se ubicaron 
sentencias. Ésta es una constatación muy importante que indica que muy pocos 
procesos judiciales por violencia familiar culminan en una sentencia. La mayor 
parte de casos acaba con un acta de conciliación ante el Ministerio Público, 
aunque no se conocen estudios de seguimiento del cumplimiento de lo acordado 
en tales actas de conciliación.  
 
                                                           
3 Discriminación sexual y aplicación de la ley, volumen I, Defensoría del Pueblo, Lima, 2000. 
4 Ibidem, p. 46. 
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En la citada investigación, Manuela Ramos advirtió que había un número 
considerable de actas de conciliación de la Fiscalía de Pucallpa que no hacían 
mención alguna a la violencia familiar y que tampoco contenían cláusulas 
destinadas a garantizar el cese de los actos de violencia.  Por otro lado, la revisión 
de las actas de conciliación permitió constatar el uso poco frecuente que se hace 
de las cláusulas de aseguramiento, es decir, aquéllas que incluyen diversas 
modalidades para consolidar o garantizar, en alguna medida, el acatamiento de lo 
acordado en la conciliación5. 

 
Continuando con este esfuerzo, el Informe Defensorial que ahora publicamos, 
preparado por nuestra Oficina Regional de Lima y Callao, evalúa la aplicación de 
la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar en la Provincial Constitucional. 
 
La investigación brinda un panorama general de la aplicación de la ley en las 
comisarías del Callao. Llama la atención que en el período comprendido entre 
enero y junio del 2000, la policía no haya cumplido con informar al Ministerio 
Público, las denuncias sobre violencia familiar (artículo 6º del Reglamento del 
TUO). Ello, a su vez, impide que los Fiscales de Familia dispongan medidas de 
protección para las víctimas. Asimismo, refleja la ausencia de supervisión de la 
Policía por parte del Ministerio Público. En efecto, del Cuaderno de Visitas del 
Ministerio Público, que obra en la Comisaría de la Mujer del Callao, se desprende 
que en 1999 se realizaron sólo siete visitas a las dependencias policiales, aunque 
todas ellas en el primer semestre. En el período comprendido entre enero y junio 
del 2000, no se realizó ninguna. 
 
La cuestión se agrava pues una vez que la denuncia llega al Ministerio Público, los 
Fiscales de Familia tampoco dictan medidas de protección. Esta conclusión se 
desprende de las denuncias cuyo trámite ha sido investigado por la Defensoría del 
Pueblo.  
 
La Defensoría del Pueblo realizó el seguimiento de 270 expedientes en el 
Ministerio Público, correspondientes a 1999. Dicha institución interpuso 205 
demandas por violencia familiar de aquel total. Sólo en un caso el Juez 
Especializado en Familia expidió sentencia, 179 procesos judiciales fueron 
archivados por abandono y 25 expedientes no fueron ubicadas en los archivos del 
Ministerio Público. 
 
Durante el período comprendido entre enero y junio de 2000, la Defensoría del 
Pueblo realizó el seguimiento a  156 denuncias de violencia familiar en el 
Ministerio Público. Dicha institución presentó demanda ante el Poder Judicial en 
120 casos. Al momento en que se culminó la investigación de la Defensoría del 
Pueblo, los jueces no habían dictado sentencia en ningún caso. Sin embargo, 

                                                           
5 Ibidem, p. 55. 
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habían declarado en abandono 54 procesos judiciales, 45 procesos estaban en 
trámite y 21 expedientes no pudieron ser ubicados. 
 
La Defensoría del Pueblo llevó a cabo el seguimiento de 108 procesos por faltas 
en los Juzgados de Paz Letrados del Callao, cuyo origen era un acto de violencia 
familiar; 50 de estos procesos fueron archivados por prescripción. Sólo 16 
concluyeron en una sentencia y 27 expedientes no fueron ubicados. En el primer 
semestre del 2000 se revisaron 53 procesos de este tipo ante los referidos 
juzgados; 23 concluyeron por prescripción y en 5 se dictó sentencia. 
 
 
Estos datos demuestran la poca eficacia de la ley en el ámbito de la 
administración de justicia.  Esperamos que el Informe Defensorial contribuya, a 
través de la identificación de problemas, no sólo a una eventual reforma de la ley 
sino a que las autoridades del Callao asuman un rol más activo en la protección de 
las víctimas de violencia familiar. 
 
 
 
 
Rocío Villanueva Flores 
Defensora Adjunta para los 
Derechos de la Mujer 
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INTRODUCCION 

 
 
En el año 1999, durante la elaboración del informe anual de nuestra oficina en el 
Callao, surgió la inquietud por verificar el grado de acceso de las mujeres que 
viven en la provincia constitucional a los servicios brindados por la Defensoría del 
Pueblo. El resultado demostró que sólo una tercera parte del total de casos 
registrados accedían a nuestros servicios. 
 
 A partir de tal constatación, nos impusimos como tarea para los siguientes años 
una actuación más decidida en la defensa de los derechos de las mujeres, 
especialmente dirigida a la promoción del empoderamiento de sus capacidades de 
reclamo, sobretodo en lo relacionado con el ejercicio de sus derechos frente a la 
administración del Estado. Para ello, llevamos a cabo una profusa labor de 
difusión con diversas organizaciones femeninas dirigida a la mejora de sus 
conocimientos en temas tan cotidianos como tributación municipal, acceso y 
calidad de los servicios públicos, participación ciudadana, etc. 
 
De otro lado, considerando que la vigencia de los derechos de las personas no 
sólo supone el conocimiento y ejercicio de derechos sino la efectiva respuesta de 
las instituciones del Estado encargadas de respetarlos y garantizarlos, optamos 
por supervisar la actuación de las instituciones del Estado en un tema tan delicado 
como la violencia familiar. 
 
El presente informe es el resultado de la labor de supervisión desplegada y que 
derivó, por su trascendencia, en una investigación cuyas conclusiones, creemos 
sin duda, contribuirán en la identificación de debilidades y en la propuesta de 
cambios en los procedimientos que se vienen aplicando para la protección de las 
mujeres víctimas de violencia familiar. 
 
El capítulo primero de nuestro informe, reseña el tratamiento jurídico de la 
violencia familiar contra la mujer en el derecho internacional de los derechos 
humanos, en el derecho comparado y, particularmente, en el ordenamiento 
jurídico peruano; mostrando que los avances logrados por la tutela de la mujer en 
el derecho internacional han contribuido en la expedición de normas de protección 
en los ordenamientos jurídicos internos de diversas naciones del mundo. En el 
caso peruano, el análisis de las disposiciones constitucionales y legislativas, así 
como de las decisiones jurisprudenciales, hace manifiesto el valor constitucional 
superior de los derechos fundamentales que son vulnerados por las diversas 
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manifestaciones de la violencia familiar y los alcances de la protección encargada 
al Estado. 
 
En el capítulo segundo, a partir de una reflexión jurídica del deber del Estado de 
garantizar la vigencia de los derechos humanos, se analiza la responsabilidad que 
tiene respecto a su actuación frente a la violencia familiar, en especial, la 
responsabilidad de los operadores del sistema de justicia. Parte del análisis 
muestra cómo el incumplimiento de la función estatal de protección de las mujeres 
víctimas de violencia familiar las mantiene en una situación de indefensión. 
 
El capítulo tercero incluye la compilación de los datos estadísticos tanto de la 
situación de la violencia familiar contra la mujer, como de la actuación por parte 
del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Policía Nacional en la Provincia 
Constitucional del Callao, durante el período comprendido entre enero de 1999 y 
junio de 2000. En este capítulo, se analiza detalladamente el cumplimiento de 
cada una de las funciones que la ley encarga a los miembros de las instituciones  
antes mencionadas, mostrando como su actuación incide en la situación de 
violencia familiar existente contra la mujer. 
 
Debemos destacar el importante apoyo brindado por la Policía Nacional, el 
Ministerio Público y el Poder Judicial; expresando nuestro singular agradecimiento 
a la Dra. Yrma Estrella Cama, Presidenta de la Corte Superior del Distrito Judicial 
del Callao y al Mayor PNP Carlos Manucci, Oficial a cargo de la Comisaría de la 
Mujer del Callao durante el año 1999, quienes mostraron su permanente 
disposición para facilitar la información requerida por nuestra oficina. 
 
Queremos resaltar la labor desplegada por los comisionados y comisionadas a 
cargo de la recopilación de la casuística, puesto que tal tarea significó un trabajo 
minucioso y prolijo que enriquece la calidad del presente informe. Resaltamos 
también el apoyo brindado por los señores Daniel Arrieta Vera y Jorge Sifuentes 
Vega, estudiantes universitarios de derecho. 
 
Finalmente, no queremos dejar de agradecer a la Dra. Rocío Villanueva, Adjunta 
al Defensor del Pueblo para los derechos de la mujer, por sus valiosas opiniones y 
sugerencias en la revisión del presente informe. 
 
 
 
 

 
                                                                Cecilia Barbieri Quino 

Jefa de la Oficina Regional de Lima y Callao    
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CAPITULO I 
 

VIOLENCIA FAMILIAR CONTRA LA MUJER Y  DERECHOS HUMANOS 
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Si bien es cierto, el Derecho ha contribuido históricamente a consolidar las 

condiciones estructurales de la sociedad y, con ello, el papel tradicional 

reservado para la mujer, ratificando incluso la violencia en su contra6; 

contemporáneamente se asiste a un cambio radical en el tratamiento 

jurídico de este fenómeno. 

 

Este cambio ha ocurrido a partir del desarrollo progresivo de los derechos 

humanos, que ha significado otorgar un nuevo contenido a algunos de esos 

derechos e incluso incrementar el número de derechos humanos; lo que 

explica la incorporación de más y nuevos titulares de los derechos 

humanos, entre los que debemos resaltar la incorporación de manera más 

específica en los alcances de su protección a las niñas y niños, personas 

con discapacidad, poblaciones indígenas, y a las mujeres.  

 

1.1. La violencia familiar contra la mujer en los instrumentos del 
Derecho Internacional 
 

Si bien el fenómeno social de la violencia familiar, también denominada 

violencia doméstica o violencia intrafamiliar, tiene como potenciales 

víctimas a cualesquiera integrante del entorno familiar, independientemente 

de su sexo o edad;  en el marco jurídico internacional se ha abordado el 

problema considerando las personas más vulnerables por dicho tipo de 

violencia: las mujeres, los niños y las niñas.     

 

                                                           
6 Como lo señala Nieves Rico, hasta hace muy pocos años, de acuerdo a los valores sociales 
dominantes, las legislaciones de América Latina y el Caribe, de inspiración romana y napoleónica, 
consagraban la noción de propiedad y autoridad masculina en desmedro de las mujeres, 
consideradas legalmente como “eternas menores de edad o discapacitadas” e incluso ratificaban la 
violencia en su contra como mecanismo de castigo y control. Rico, Nieves “La violencia de género: 
un problema de derechos humanos”, Naciones Unidas, julio 1996, Santiago de Chile. 
Muestras de la visión de inferioridad femenina reforzada por el Derecho, las podemos encontrar 
históricamente y también en la actualidad. Un ejemplo lo constituye el Código Napoleónico, fuente 
de inspiración de muchos códigos americanos, que consagró la “capiti diminutio” de las mujeres 
situándolas a veces al nivel de los niños y las personas con discapacidad  mental. Ejemplos 
actuales son el artículo 110º del Código Civil de Guatemala, el mismo que se encuentra vigente en 
la actualidad y que establece que, el esposo debe proteger y asistir a su mujer; y el artículo 1749º 
del Código Civil de Chile que señala que el marido es jefe de la sociedad conyugal y como tal 
administra los bienes sociales y los de su mujer (...).  
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En el caso de la mujer víctima de violencia familiar, la protección del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos opera tanto en 

instrumentos que conforman el sistema universal como en instrumentos 

que conforman el sistema interamericano.  

 

La relevancia de la consideración y estudio de las normas internacionales, 

especialmente las referidas a los derechos humanos, radica en la 

trascendencia de éstas que, de un lado suponen compromisos asumidos 

entre diversos Estados y de otro lado forman parte del Derecho interno. 

  

1.1.1. La protección de la mujer frente a la violencia familiar en el 
Sistema Universal de los derechos humanos.- 
 

Antecedentes importantes de la protección de la mujer frente a la violencia 

en el sistema universal de los derechos humanos los encontramos en las 

Resoluciones 1990/15 y 1991/18 del 24 de mayo de 1990 y el 30 de mayo 

de 1991, mediante las cuales el Consejo Económico y Social de las 

Naciones Unidas reconoció que la violencia  contra la mujer en la familia y 

en la sociedad se ha generalizado debiendo contrarrestarse con medidas 

urgentes y eficaces para eliminar su incidencia, y recomendó la preparación 

de un marco general para un instrumento internacional que abordara 

explícitamente la cuestión de la violencia contra la mujer, respectivamente. 

 

Con la misma orientación, la Recomendación N° 19 de Enero de 1992 

emitida por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer, encargado del seguimiento de la Convención suscrita en 1979, 

precisó dos conceptos fundamentales. El primero, que la violencia contra la 

mujer es discriminación violatoria del artículo 1° de la Convención Sobre 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. El 

segundo, que la violencia contra la mujer implica una  violación de 

derechos humanos, particularmente, los derechos a la vida, a no ser 

torturado o recibir trato cruel, inhumano o degradante; a la libertad y 
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seguridad de la persona, a la igualdad de protección ante la ley, a la 

igualdad en la familia, a la salud física y mental, entre otros. 

 

Tales precisiones fueron recogidas en la Declaración y Programa de 
Acción de Viena, aprobada en la Conferencia Mundial de  Derechos 

Humanos celebrada en junio de 1993, que en el punto 3 del literal c) sobre 

La Igualdad de Condición y los Derechos Humanos de la Mujer, subraya la 

importancia  de la labor destinada a eliminar la violencia contra la mujer en 

la  vida pública y privada, pide a la Asamblea General aprobar el Proyecto 

de Declaración sobre Violencia contra la Mujer, e insta a los Estados a que 

combatan la violencia contra la mujer de conformidad con las disposiciones 

de la Declaración.  

 

Sin embargo, el principal instrumento del sistema universal de los derechos 

humanos es la Declaración sobre Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 1 de 

diciembre de 19937.  

 

Uno de los aspectos más destacados de dicha Declaración es la definición 

amplia de “violencia contra la mujer” no sólo en sus formas y efectos  sino 

también en los ámbitos en que se produce. El artículo 1° señala que para 

efectos de la Declaración:  

 

 “por “violencia contra la mujer” se entiende todo acto de violencia 

basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener 

como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico 

para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos,  la coacción o 

                                                           
7 Esta Declaración parte de la afirmación de la Asamblea General de que la violencia contra la 
mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales que impide 
parcial o totalmente a la mujer gozar de dichos derechos y libertades; de la preocupación porque 
constituye un obstáculo para el logro de la igualdad, el desarrollo y la paz, y también para la plena 
aplicación de la Convención sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer; del reconocimiento de que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de las 
relaciones de poder históricamente desiguales entre el hombre y la mujer que la utilizan como 
mecanismo social por el que se fuerza a la mujer a una  situación de subordinación respecto del 
hombre. 
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privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida 

pública como en la privada”.  

 

Como se aprecia, la importancia de esta definición radica en el 

reconocimiento de que la violencia contra la mujer debe ser condenada en 

cualquier ámbito, aun cuando ésta se produzca en el ámbito privado. Al 

regular los alcances de la definición,  el literal a) del artículo 2° de la 

Declaración incluye expresamente a la  violencia producida en la familia, 

resaltando, por ende, que en tal caso sus efectos trascienden lo meramente 

íntimo y/o familiar alcanzando la protección jurídica internacional8. 

 

Otro aspecto relevante de la Declaración está relacionado al deber asumido 

por los Estados para condenar este tipo de violencia y adoptar políticas 

para su erradicación. En efecto, algunas de las principales obligaciones 

asumidas por los Estados y señaladas el artículo 4° de la Declaración, 

conminan a éstos a: 

 

“b) abstenerse de practicar la violencia contra la mujer; 

 

c) proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, 

investigar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo 

acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos 

perpetrados por el Estado o por particulares;  

 

d) (...) debe darse a éstas [las mujeres víctimas de violencia) 

acceso a los mecanismos de justicia y, con arreglo a la 

                                                           
8 Cabe señalar que específicamente en lo referido a la  violencia familiar, como trabajos previos a 
la conferencia en Viena, se realizó la Segunda Conferencia Internacional de la Mujer, realizada en 
Copenhague en 1980 para la implementación de estrategias para lograr la plena e igualitaria 
participación  de la mujer en el desarrollo, la política, la toma de decisiones, la cooperación 
internacional y la paz. Entre las 48 resoluciones que se aprobaron se encuentra la titulada  “La 
mujer maltratada y la violencia en la familia” en la que se señala que “(...) Las actitudes ancestrales 
que disminuyen el valor de la mujer, han determinado la virtual impunidad judicial de las personas 
que cometen actos de violencia contra sus familiares (...)”. Cfr. Yánez de la Borda,  Gina y Jennie 
Dador. “La Discriminación de Género en la Aplicación de la Legislación Civil sobre Violencia 
Familiar”. En: Discriminación Sexual y Aplicación de la Ley. Volumen I, Lima, 2000, pag. 31.  
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legislación nacional, a remedios justos y eficaces del daño 

que hayan padecido (...); 

 

f) Elaborar, con carácter general, (...) todas las medidas de 

índole jurídica, política, administrativa y cultural que puedan 

fomentar la protección de la mujer contra toda forma de 

violencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la 

victimización de la mujer como  consecuencia de la leyes, 

prácticas de aplicación de la ley (...); 

 

g) (...) adoptar todas las demás medidas para fomentar su 

seguridad y rehabilitación física y sicológica;” 

 

Como se puede apreciar, las principales obligaciones asumidas por los 

Estados frente a las mujeres víctimas de violencia están referidas a su 

eficacia en la adopción de medidas de protección, en la administración de 

justicia y en la adopción de acciones de rehabilitación de la víctima. 

 

1.1.2. La protección de la mujer frente a la violencia familiar en el 
Sistema Interamericano de los derechos humanos.- 
 

En el ámbito americano se reconoce la significación de la aprobación por la 

Organización de Estados Americanos de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 

Convención de Belem do Pará9.  

                                                           
9 Aprobada el 9 de junio de 1994 y ratificada por el Perú el 10 de abril de 1996, dicha Convención 
parte de la consideración de la Asamblea General que el reconocimiento y el respeto irrestricto de 
todos los derechos de la mujer son condiciones indispensables para su desarrollo individual y para 
la creación de una sociedad más justa, solidaria y pacífica; de su preocupación porque la violencia 
en que viven muchas mujeres de América es una situación generalizada, sin distinción de raza, 
clase, religión, edad o cualquier otra condición; de su  convencimiento de la necesidad de dotar al 
sistema interamericano de un instrumento internacional que contribuya a solucionar el problema de 
la violencia contra la mujer. Asimismo, al igual que la Declaración  sobre la Eliminación de la 
Violencia contra la Mujer, la Convención parte de la afirmación de los Estados Partes de que la 
violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales 
derechos y libertades; su preocupación porque aquélla es una ofensa a la dignidad humana y una 
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Si bien la citada Convención reproduce la definición de “violencia contra la 

mujer” dada por la Declaración sobre Eliminación de la Violencia contra la 

Mujer, en cuanto a sus efectos y ámbitos en que ésta se produce – 

refiriéndose expresamente a la violencia dentro de la familia -; no incluye 

las formas de violencia relacionadas con las amenazas, la coacción o la 

privación arbitraria de la libertad. En efecto el artículo 1° de la Convención 

señala que para los efectos de ella: 

 

“debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier 

acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico a la mujer, tanto 

en el ámbito público como en el privado” 

 

Uno de los aspectos más importantes de la Convención es el 

reconocimiento que efectúa el artículo 3° de que “ toda mujer tiene derecho 

a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como privado”; la 

consideración del artículo 5° de que la violencia contra la mujer impide y 

anula el ejercicio de los derechos  civiles, políticos, económicos, sociales y 

culturales reconocidos en el artículo 4°, y la inclusión en su artículo 6° como 

manifestaciones del derecho de toda mujer a una vida libre de violencia, la 

no discriminación y la educación  libre de estereotipos y prácticas basadas 

en la inferioridad y subordinación. 

 

Al igual que la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 

Mujer, la Convención establece en su artículo 7° obligaciones a los Estados 

Partes que los conminan a: 

 

“a) abstenerse de cualquier acción  o práctica de violencia 

contra la mujer y velar porque las autoridades, sus  

                                                                                                                                                                                 
manifestación de la relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres; y su 
convencimiento de que la eliminación de este tipo de violencia es condición indispensable para su 
desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida. 
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funcionarios, personal y agentes e instituciones se 

comporten de conformidad con esta obligación; 

 

b) actuar  con la debida diligencia para prevenir, investigar y 

sancionar la violencia contra la mujer; 

 

d) adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a 

abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner 

en peligro la vida  de la mujer de cualquier forma que atente 

contra su integridad o perjudique su propiedad; 

 

f) establecer procedimientos legales justos y eficaces para la 

mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, 

entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el 

acceso efectivo a tales procedimientos; 

 

g) establecer los mecanismos judiciales y administrativos 

necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia 

tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 

otros medios de compensación justos y eficaces; (..)” 

 

La Convención prevé, además, mecanismos regionales de protección, 

exigiendo a los Estados partes información periódica sobre las medidas 

adoptadas para prevenir y erradicar la violencia; y  faculta a cualquier 

persona o grupo de personas u ONGs, para presentar sus quejas o 

denuncias sobre el incumplimiento de los Estados parte, sobre sus deberes 

establecidos en esta Convención. 

 

En resumen, los instrumentos internacionales mencionados establecen el 

marco normativo para enfrentar la violencia familiar tanto a nivel universal 

como interamericano. En opinión de Guilia Tamayo y Silvia Loli, dichos 

instrumentos contienen el deber de los Estados de respetar y proteger los 
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derechos humanos reconocidos, estableciendo lineamientos generales que 

disponen que: 

 

- Es inaceptable cualquier argumentación que afirme o de pie a que se 

prive a las personas de protección legal e institucional frente a aquellos 

actos o conductas de violencia que ocurren en la llamada esfera privada. 

 

- La violencia familiar constituye una violación a los derechos  humanos, 

restringe la realización de otros derechos de las mujeres, es un obstáculo 

para su desarrollo y tiene graves impactos para la sociedad. En 

consecuencia, los Estados deben prevenir y combatir activamente la 

violencia familiar  formulando una política y un plan general al respecto.  

 

- Bajo ninguna circunstancia es alegable la subordinación de los derechos 

fundamentales de las mujeres a pautas o criterios de tradiciones, 

costumbres o credos religiosos, a riesgo de incurrir en discriminación 

prohibida. 

 

- Los Estados, sus instancias, autoridades, funcionarios y agentes, se 

encuentran obligados a observar el principio de no discriminación por 

género. La administración de justicia debe erradicar el uso de prejuicios, 

estereotipos, interrogatorios imprudentes o expresiones sexistas a lo largo 

de los procesos y/o en su conclusión; y bajo ninguna circunstancia dejar de 

administrar justicia frente a una denuncia de violencia familiar. 

 

- Las mujeres como sector poblacional particular y desproporcionadamente 

afectado por la violencia familiar, deben contar con acceso efectivo a 

recursos ante la justicia para obtener medidas de protección, y lograr el 

resarcimiento o reparación del daño.10 

    

                                                           
10 Tamayo León, Guilia y Silvia Loli Espinoza. “Violencia familiar y Administración de Justicia. 
Diagnóstico y Propuestas”. Lima, 1998, pp. 17-18 
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1.2. Violencia Familiar contra la mujer en el Derecho Comparado.  
 

En la actualidad, los avances logrados, tanto en las reflexiones y estudios 

sobre violencia familiar contra la mujer como en la tutela del ordenamiento 

jurídico internacional,  se han visto reflejados en la expedición de normas 

que expresan la creciente preocupación de diversas naciones del mundo 

para enfrentarla. 

  

En muchos países iberoamericanos, existen leyes específicas contra la 

violencia familiar. Es el caso de Argentina, con la Ley N° 24217 del 7 de 

diciembre de 1994, Ley sobre protección contra la violencia familiar; Costa 

Rica con la Ley N° 7586 del 25 de marzo de 1996, Ley contra la violencia 

doméstica; Guatemala, con el Decreto N° 97 del 24 de octubre de 1996, ley 

para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intra familiar; Panamá, con 

la Ley N° 27 del 16 de junio de 1995, delitos de violencia intra familiar y 

maltrato a menores; y Puerto Rico, con la Ley N° 54 del 15 de agosto de 

1989, Ley para la prevención e intervención contra la violencia doméstica11. 

 

En los países de la región andina, también es manifiesta la  evolución en el 

tratamiento jurídico de la violencia familiar. Así, podemos citar el caso de  

Bolivia, con la Ley Nº 1674 - Ley contra la Violencia en la Familia o 

Doméstica, que  establece la política del Estado contra la violencia en la 

familia, la sanción al autor, las medidas de prevención y de protección 

inmediata a la víctima, entre otras. En Colombia, la Ley Nº 294 - Normas 

para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar, postula el 

propósito de desarrollar y dar un tratamiento integral a las diferentes 

modalidades de violencia contra la familia. En el  mismo sentido se han 

expedido la  Ley Nº 103, Ley Contra la violencia a la Mujer y a la familia y la 

Ley Nº 19325, Ley contra la Violencia Intrafamiliar, en Ecuador y Chile 

respectivamente; normas que establecen las políticas, planes y programas 

para la prevención y erradicación de la violencia contra la mujer y la familia.   

                                                           
11 En Puerto Rico se publicó la primera ley para la prevención e intervención contra la violencia 
doméstica, con la finalidad de ofrecer alternativas viables para evitar que estas conductas no se 
limiten necesariamente a establecer determinados para el agresor. 
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1.3. La protección de la mujer frente a la violencia familiar en el 
ordenamiento jurídico peruano. 
 

1.3.1.  Aspectos generales.- 
 

El Estado peruano ha establecido mecanismos específicos de promoción y 

protección de los derechos de la mujer. A ello corresponde, por ejemplo, la 

creación de la Comisión de la Mujer del Congreso de la Repblica; la 

Defensoría Adjunta para los Derechos de la Mujer de la Defensoría del 

Pueblo; el Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano – 

PROMUDEH y las Comisarías de la Mujer, entre otras instituciones. 

 

1.3.2. El marco constitucional.- 
 

La Constitución Política del Perú reconoce que la persona tiene el derecho 

a la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre 

desarrollo y bienestar12;  a su libertad y seguridad personales13 . Asimismo, 

establece que nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, 

ni sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes14.  

 

La Constitución reconoce, además, que los tratados celebrados por el 

Estado forman parte del derecho nacional15, señalándolos como también 

principios para la interpretación de los derechos constitucionales al 

establecer que “las normas relativas a los derechos y a las libertades se 

interpretan de conformidad con la Declaración Universal del los Derechos 

Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas 

materias ratificadas por el Perú”16.  

 

                                                           
12  Artículo 2º, inciso 1) de la Constitución Política del Perú. 
13  Artículo 2º, inciso 24) de la Constitución Política del Perú. 
14  Artículo 2º, inciso 24) literal (h) de la Constitución Política del Perú. 
15 Artículo 55º de la Constitución Política del Perú. 
16 Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del Perú. 
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Cabe, por ende, hacer algunas precisiones sobre la suscripción por parte 

del Estado peruano de instrumentos internacionales como la Declaración 

sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer  y la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, Convención de Belem do Pará.  La primera, que éstos han pasado a 

formar parte de nuestro ordenamiento jurídico y sustentan 

constitucionalmente la protección específica de la mujer frente a la violencia 

familiar.  

 

La segunda, que en tanto derecho interno, dichos instrumentos no  sólo 

pueden ser invocados por la agraviada, sino además deben de ser 

apreciados e invocados por los operadores de justicia. Con respecto al 

principio de interpretación conforme al derecho internacional de nuestra 

Constitución, debemos aludir a las reflexiones de Rodríguez Zapata y 

Pérez a propósito de la Constitución Española, quien precisa que: 

 

 “El Juez interno suplirá  con la labor interpretativa la 

formulación del texto, adecuada al Derecho internacional, 

aplicándolo como derecho interno, cuando del contenido de 

sus disposiciones se puedan extraer mandatos lo 

suficientemente precisos”17 

 
1.3.3. La Legislación.- 
 

Nuestro país no ha estado al margen de la evolución legislativa a nivel 

mundial y regional. La normativa legislativa durante esta década ha 

recogido la preocupación del Estado sobre el tema, siendo tal contexto en 

el que se promulgó la Ley Nº 26260, publicada en el diario Oficial El 

Peruano con fecha 24 de diciembre de 1993, mediante la cual se estableció 

la política del Estado y de la sociedad frente a la violencia familiar.  
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Mediante esta Ley, el Estado peruano, recogiendo los lineamientos de los 

instrumentos internacionales, reconoce a la violencia familiar como un 

problema social y trata de brindar herramientas para su erradicación, 

abordándola como un asunto de interés público y no exclusivamente 

circunscrito a la parte denunciada y denunciante.  

 

La original Ley N° 26260 ha sufrido a lo largo de los años diversas 

modificaciones, siendo la primera de ellas la Ley N° 26763 (25/03/97). 

Posteriormente, se promulgaron el Decreto Supremo N° 006-97-JUS, que 

aprueba el TUO de la Ley Nº 26260 (27/06/97), así como el Decreto 

Supremo N° 002-98-JUS, que aprueba el Reglamento de la Ley (25/02/98). 

Las principales modificaciones al texto original han estado relacionadas a 

los sujetos activos y pasivos de violencia y a las competencias y 

atribuciones de las instituciones tutelares.  

 
Finalmente, se dictó la Ley Nº 27306 del 15 de julio de 2000, instrumento 

que ha agregado a la definición los presupuestos objetivos de violencia 

sexual y de amenaza o coacción graves y/o reiteradas; así como los 

subjetivos de ex cónyuges, ex convivientes y quienes hayan procreado 

hijos en común (independientemente de que convivan o no al momento de 

producirse la violencia)18.  

 

Flores Nano señala que la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar 

ha aportado al ordenamiento jurídico peruano dos aspectos significativos 

respecto al problema de la violencia familiar: la necesidad de adoptar 

decisiones de política por parte del Estado y de la sociedad; y la 

consagración de mecanismos de protección frente a la violencia familiar, 

complementarios y no excluyentes de las existentes sanciones penales. La 

referida autora señala además que la importancia de esta norma radica  en: 

                                                                                                                                                                                 
17 Citado por Lourdes Flores Nano. Cfr. Flores Nano, Lourdes: “Protección jurídica frente a la 
violencia familiar”. En: Violencia contra la mujer reflexiones desde el derecho. Movimiento Manuela 
Ramos, Lima, 1996, pág. 37 
18 Los datos recogidos en la investigación son anteriores a la entrada en vigencia de la Ley N° 
27306, por lo que el análisis no aborda la violencia sexual como modalidad de la violencia familiar. 
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 “(...)la ineludible consideración del problema de violencia en 

el hogar como uno de implicancia pública, como un hecho 

social a ser abordado, prevenido, sancionado y atendido más 

allá de la voluntad de las víctimas o agresores, posición que 

guarda relación con la orientación internacional (...)”19.  
 
Esta Ley concreta las obligaciones del Estado referidas a incluir en la 

legislación interna normas para prevenir y erradicar la violencia contra la 

mujer, estableciendo procedimientos legales, medidas de protección y 

mecanismos judiciales para el resarcimiento y reparación de los daños 

ocasionados a ella. Más adelante desarrollaremos a detalle el ámbito de 

protección de esta norma. 

 

Otra norma del ordenamiento legal peruano que contempla la violencia 

familiar es el Código Civil de 1984, que en su artículo 333º inciso 2) 

establece como una de las causales para el divorcio, la violencia física o 

psicológica20, que el juez debería aprecia según las circunstancias. Al 

respecto, cabe hacer algunas precisiones.  

 

La mencionada norma guardaba relación con lo establecido en el artículo 

337° del mismo texto legal, que disponía  que “la sevicia, la injuria grave y 

la conducta deshonrosa (reconocidas como causales de separación de 

cuerpos y de divorcio) son apreciadas por el juez teniendo en cuenta la 

educación, costumbre y conducta de ambos cónyuges”. La norma 

contenida en el referido artículo fue materia de una acción de 

inconstitucionalidad promovida por la Defensoría del Pueblo21, toda vez que 

vulneraba derechos fundamentales como el derecho a la vida e integridad 

moral, síquica, física; la igualdad ante la ley; y el honor y la buena 

reputación, consagrados en el texto constitucional  y en los tratados 

                                                           
19 Flores Nano, Lourdes. Op. Cit., pág 42 
20 Inciso modificado por la Primera Disposición Modificatoria del Decreto Legislativo Nº 768 – 
Código Procesal Civil – del 29-02-92 vigente a partir del 01-01-93.   
21 Presentada al Tribunal Constitucional el 19 de diciembre de 1996. Exp. 018-I/TC 
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internacionales. El resultado de dicho proceso constitucional fue la 

declaración de inconstitucionalidad en lo relativo a las causales de sevicia y 

conducta deshonrosa. Más adelante nos referiremos a los fundamentos 

esgrimidos por el Tribunal Constitucional. 

 

Otra de las ramas del derecho que contemplan la violencia familiar es, 

evidentemente, nuestra legislación penal22. Los hechos constitutivos de la 

violencia familiar pueden importar además, la comisión de un delito o de 

una falta. En el primer caso, las conductas podrían ser tipificadas como 

lesiones graves o leves23 y violación de la libertad sexual24; y en el 

segundo, como faltas contra la persona25.  

 

Cabe señalar, también, que nuestra legislación penal contempla como 

circunstancias agravantes del ilícito la relación de parentesco que exista 

entre los sujetos activos y los sujetos pasivos del hecho delictuoso.  Así 

tenemos, las agravantes en los delitos de lesiones graves y leves, que 

disponen que la pena será mayor en los casos en que el agente es el 

cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente natural o adoptivo o 

pariente colateral de la víctima26.  

 

Como crítica a las disposiciones penales que regulan las circunstancias 

agravantes en materia de delitos, debemos señalar que no incorporan 

como agentes a los ex cónyuges y ex convivientes, a los que se refiere el 

artículo 2° de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar; como sí 

ocurre en el caso de las faltas contra la persona en que se considera 
                                                           
22 Si bien la mayoría de las legislaciones latinoamericanas que han producido disposiciones específicas para el 
tratamiento de la violencia familiar, han establecido dos vías de actuación jurisdiccional (una para las medidas 
de protección y de rehabilitación, y otra para la sanción de las conductas delictuosas), en el caso de la 
legislación española no ocurre así. En efecto, el Código Penal Español regula la violencia familiar únicamente 
como un tipo penal que sanciona la violencia física sobre los familiares o personas unidas por relación de 
afectividad, razón por la cual ciertos sectores de la doctrina española han planteado la necesidad de modificar 
este procedimiento, estableciendo un normativa específica independiente de la penal, a fin de proteger a las 
víctimas de violencia y por considerar que la vía penal no ha ofrecido suficiente respuesta a este fenómeno. 
23 Artículos 121º, 122º y 123º del Código Penal Peruano. 
24 Artículos 170º, 171º, 172º y 173º  del Código Penal Peruano. 
25 Artículos 441º, 442º y 443º del Código Penal Peruano. 
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circunstancia agravante cuando se trate de los sujetos a que se refiere el 

referido artículo 2°  de la referida Ley27. 

 

1.3.4. La Jurisprudencia.- 
 

El principal referente jurisprudencial es el establecido por el Tribunal 

Constitucional con ocasión de la ya aludida acción de inconstitucionalidad 

presentada por la Defensoría del Pueblo contra el artículo 337° del Código 

Civil. 

 

 El Tribunal Constitucional28 fundamentó su sentencia en que no se podía 

alegar la preservación del matrimonio y de la familia sacrificando el 

bienestar físico y psicológico de uno de los cónyuges, debido a que estos 

derechos tienen otras finalidades también legítimas y constitucionales 

referidas a la defensa y desarrollo de la persona humana como tal y que, 

por tanto, estos derechos humanos son valores más altos, 

constitucionalmente, que la finalidad legítima de preservar el vínculo 

matrimonial.  

 

En los fundamentos de su sentencia, el Tribunal Constitucional partió por 

considerar: 

 

“(...)legítima la finalidad del artículo 337º del Código Civil 

pues consiste en la conservación del vínculo matrimonial, y 

que es deber del Estado, plasmado en el artículo 4º de la 

Constitución, proteger a la familia, promover el matrimonio y 

reconocer a ambos como institutos fundamentales de la 

sociedad(...)” 
 

  El Tribunal consideró además que: 
                                                                                                                                                                                 
26 La Ley Nº 26788 modificó el Código Penal incorporando los artículos 121-A y 122-A, para los 
supuestos de lesiones graves y leves respectivamente. 
27 El artículo 2° de la Ley N° 26788 adicionó dicha agravante como segundo párrafo del artículo 
441°. 
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“(...) también es legítima y constitucional la finalidad, dentro y 

fuera del matrimonio, de la defensa y del respeto a la 

dignidad de la persona humana, como lo establece el artículo 

1º de la Constitución vigente, así como la protección del 

Estado a la vida, integridad moral, física y psíquica de la 

persona humana y de su libre desarrollo y bienestar, como lo 

dispone el artículo 2º inciso 1) de la Constitución (...) y, por 

ello, resulta legítimo y constitucional el precepto del artículo 

2º inciso 24), h de la Constitución cuando ordena que nadie 

debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni 

sometido a tratos inhumanos o humillantes”. 

 

Reconoció que: 

 

“(...) en consecuencia, nos encontramos ante dos valores 

reconocidos como constitucionales y legítimos: la defensa y 

conservación del vínculo matrimonial, finalidad del artículo 

337º del Código Civil, y la defensa de algunos de los 

derechos fundamentales de la persona individual, esté o no 

casada”. 

 

Sin embargo, concluyó señalando que: 

 

“(...) si bien la finalidad de la conservación del matrimonio 

que contiene el artículo 337º del Código Civil es legítima, no 

debe preferirse ni sacrificarse a la consecución de ésta, otras 

finalidades también legítimas y constitucionales, referidas a 

la defensa y desarrollo de la persona humana como tal, 

pues, a juicio de este Tribunal, los derechos humanos 

citados tienen mayor contenido valorativo y constituyen 

                                                                                                                                                                                 
28  Sentencia del Tribunal Constitucional del 29 de abril de 1997. Exp. 018-96-I/TC 
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finalidades más altas y primordiales que la conservación del 

matrimonio”. 

 

  Por lo cual, el Tribunal estableció que: 

 

“(...) no considera legítima la preservación de un matrimonio 

cuando para lograrla, uno de los cónyuges deba sufrir la 

violación de sus derechos fundamentales, derechos que son 

inherentes a su calidad de ser humano”. 

 

Para, finalmente, dejar sentada la posición que: 

 

“(...) el derecho personal a la integridad física, síquica y 

moral, el derecho al honor, a la dignidad personal y a la 

buena reputación, el derecho a una vida tranquila y en paz y 

el derecho a la igualdad entre los seres humanos, son 

valores más altos, constitucionalmente, que la finalidad 

legítima de preservar el vínculo matrimonial”. 

 

Asimismo, expresó que la violencia no deja de ser tal por el hecho de que 

el autor o la víctima tenga un determinado nivel de cultura, por que no 

debería de existir niveles de cultura donde la violencia sea una forma de 

expresar valores sociales o costumbres, ya que, la finalidad de nuestras 

sociedades es ir avanzado a una cultura más solidaria y respetuosa de los 

derechos de otros y es labor del Estado orientar en la búsqueda de este 

tipo de sociedad.       

 

El Tribunal señaló que: 

  

“(...) en cuanto a la costumbre, si bien es cierto que en 

algunos lugares del territorio peruano, o entre algunas 

parejas, socialmente se acepta la violencia del marido sobre 

la mujer, ello no justifica que el Estado recoja esa costumbre 
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por el simple hecho de ser tal, y la plasme legislativamente, 

porque es deber del Estado y de este Tribunal orientar a la 

sociedad peruana hacia un status cada vez más civilizado y 

justo. Costumbres que vulneran derechos fundamentales 

como el de la integridad física y psicológica, el de la igualdad 

de los seres humanos, el de la dignidad personal y el 

derecho a gozar de una vida en paz, deben ser erradicadas 

de la sociedad por el Estado. La violencia entre marido y 

mujer, sin importar dónde ocurra, o qué arraigada esté, es 

siempre violatoria de tales derechos constitucionales que 

protegen a los seres humanos, todos ellos con dignidad, 

tengan o no cultura, tengan o no educación, tengan o no el 

peso de una costumbre primitiva y degradante”. 

 

1.4. La Ley de Protección contra la Violencia Familiar  
 

La orientación de la Ley es, eminentemente, protectora de la víctima29 y 

pretende alcanzar su objetivo mediante el desarrollo de acciones 

destinadas a “establecer procesos legales eficaces para las víctimas de 

violencia familiar, caracterizados por el mínimo de formalismo y la 

tendencia a brindar medidas cautelares y el resarcimiento por los daños y 

perjuicios causados”30. La víctima pasa a una posición de usuaria o usuario 

de un servicio público, ya no dentro de una orientación represora, sino de 

una dirigida a la protección y asistencia del grupo familiar. 

 

                                                           
29 Flores Nano muestra como esta orientación protectora de la víctima está presente en la intención 
del legislador desde la Exposición de Motivos contenida en los considerandos de la iniciativa 
presentada ante el CCD con fecha 5 de enero de 1993 que expresa: “Que, abordar el problema de 
violencia doméstica resulta fundamental por cuanto se trata de un lado oculto de la violencia 
normalmente no denunciado por  temores personales y por carencia de mecanismos legales que 
promuevan una auténtica protección. (...) Que, el énfasis de la ley ha estado hasta la fecha 
fundamentalmente basado en los aspectos punitivos, en la represión del agresor, debiendo 
cambiarse el énfasis de la ley par promover una legislación promotora de la ciudadanía” Cfr. Flores 
Nano, Lourdes. Op. cit., pág 43. 
30 Artículo 3º, inciso d) de la Ley de Protección contra la Violencia Familiar. 
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La suscripción por parte del Estado peruano de instrumentos 

internacionales como la Declaración sobre la Eliminación de Violencia 

contra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belem do Pará, así 

como la aplicación del principio de interpretación conforme al derecho 

internacional de nuestra Constitución, permiten afirmar que existe una 

normativa especial de protección a la mujer ante todo tipo de violencia, 

incluida la violencia familiar, ante lo cual la Ley de Protección Frente a la 

Violencia Familiar complementa legislativamente dicha normativa. 

 

En efecto, si bien la Ley establece un marco general de protección a toda 

persona víctima de este tipo de violencia, reconoce también, la existencia 

de personas cuya situación exige una atención prioritaria, promoviendo la 

participación activa de organizaciones, entidades públicas e instituciones 

privadas vinculadas con la protección y promoción de los derechos de tales 

personas31. Tal como puede apreciarse de la lectura de la citada Ley, ésta 

dirige su atención de manera prioritaria hacia la mujer, posición congruente 

con el marco constitucional y, como se demostrará, con los datos 

estadísticos que permiten apreciar que la mujer es la principal víctima de 

violencia familiar32. 

 

Sin embargo, si bien la citada Ley dispone que el principal propósito de la 

norma es brindar protección a la víctima,  también considera la necesidad 

de rehabilitar al agresor. Debemos recordar, por ejemplo, que los literales 

c) y e) del artículo 3° de la Ley, establecen que las acciones del Estado 

deben dirigirse a promover el estudio y la investigación de las causas de 

violencia familiar y de las medidas a adoptarse para su corrección; así 

como promover la rehabilitación de los agresores. 

 

La Ley ha desarrollado una definición legal sobre violencia familiar. Así, el 

artículo 2° del TUO de la Ley Nº 26260, Ley de Protección contra la 
                                                           
31 Artículo 3º, inciso e) de la Ley de Protección contra la Violencia Familiar. 
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Violencia Familiar, modificado por la Ley Nº 27306 define la violencia 

familiar como cualquier acción u omisión que cause daño físico o 

psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o coacción grave, así 

como la violencia sexual; que se produzcan entre cónyuges, convivientes, 

ascendientes, descendientes, parientes colaterales hasta el cuarto grado 

de consanguinidad y segundo de afinidad; o quienes habitan en el mismo 

hogar, siempre que no medien relaciones contractuales o laborales, y entre 

quienes hayan procreado hijos en común independiente de que convivan. 

 

Según lo establece la norma son supuestos de violencia las acciones u 

omisiones que generan daño físico o psicológico, inclusive la violencia 

sexual. Si bien nuestra legislación no conceptualiza a la violencia física 

como sí lo hacen otras legislaciones, debe entendérsela como las acciones 

u omisiones que causen lesión interna o externa o cualquier maltrato que 

afecte la integridad física de las personas. Algunas de estas acciones luego 

se ven reflejadas en los exámenes médicos practicados, a través de las 

heridas, hematomas, contusiones, excoriaciones, dislocaciones, 

quemaduras u otros. Con relación a las conductas omisivas que puedan 

generar daño físico, debemos precisar que éstas suponen la omisión de 

una acción exigida normativamente.   

 

Al igual que la violencia física el daño psicológico no se encuentra definido 

por la ley, pese a que ésta ha regulado algunos supuestos como la 

amenaza o coacción graves; sin embargo, debe ser entendido, en sentido 

lato, como toda aquella acción u omisión que vulnere el derecho 

constitucional a la salud mental. 

 

Se ha demostrado que las mujeres víctimas de violencia psicológica sufren 

como consecuencia la disminución de sus posibilidades intelectuales, 

habilidades y capacidad de trabajo, entorpecimiento de la voluntad, pérdida 

de deseo e interés, deterioro de la autoestima, ansiedad y desasosiego 

                                                                                                                                                                                 
32 Una encuesta realizada por el Instituto Apoyo en enero de 1998, revela que el 83% de los casos en que las 
víctimas habían sido agredidas por un familiar, la víctima fue mujer.  
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permanente, depresión, descontrol emocional y, en general, un 

empobrecimiento progresivo de sus recursos y capacidades personales. 

Esta afectación se produce cuando la persona que maltrata ejerce un 

control constante, descalifica a la otra persona sin tener en cuenta sus 

ideas u opiniones, desvalorizando y ridiculizando sus acciones, culpándola 

de todos los problemas del hogar33. 

 

Este tipo de violencia se manifiesta también en la intimidación o amenaza 

mediante la utilización del apremio moral sobre otro miembro de la familia a 

través de la vigilancia constante, aislamiento, amenaza de alejamiento de 

los hijos o la privación de medios económicos indispensables, infundiendo 

con tales conductas miedo o temor a sufrir un mal grave o inminente en su 

persona o en la de sus familiares más cercanos. Como lo señala Sabina 

Deza34 la violencia psicológica es también aquella que se ejerce a través de 

la manipulación, intimidación, mentiras, limitación de la acción, humillación, 

verbalizaciones desvalorizantes, destrucción de objetos apreciados, 

exclusión de la toma de decisiones, etc. 

 

Finalmente, la violencia sexual constituye también un supuesto de violencia 

familiar definido como todo acto en el cual una persona que está en una 

posición de poder obliga a otra a realizar actos sexuales contra su voluntad, 

por medio de amenazas, chantaje o fuerza física, incluyendo tanto el coito 

como las relaciones sexuales orales y anales35  

 

Las graves consecuencias de la violencia familiar han sido advertidas por 

considerar que estas conductas realizadas de manera constante pueden 

llegar a contribuir de manera sustancial a que las mujeres sometidas a este 

tipo de maltrato terminen desarrollando conductas más violentas contra sus 

                                                           
33 Rosas Ballinas, María Isabel. “La criminalidad femenina y su relación con la violencia familiar”. 
Gaceta Jurídica. Año 1, Nº 1. DEMUS. Mayo 2000. 
34 Citada del libro “La violencia contra la mujer”. Serie Mujer y Derechos Humanos Nº 5. 
Publicación de Manuela Ramos 1998. 
35 Gonzales de Olarte Efraín y Pilar Gavilano. “¿Es la pobreza una causa de violencia 
doméstica?.Respuestas de Lima. En: El Costo del Silencio. Violencia doméstica en las Américas”. 
Banco Interamericano de Desarrollo, 1999, pag. 36. 
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agresores, su entorno familiar, o hasta contra ellas mismas.  Se ha 

señalado que: “Especialmente en aquellas mujeres víctimas de violencia 

familiar que sufren graves secuelas en su personalidad (...) pueden incluso 

presentar un cuadro de estrés postraumático desencadenante de una crisis 

psicótica aguda que altere temporalmente su conducta y las conduzca a 

realizar acciones no atribuibles a su voluntad”36. 

 

Finalmente, debemos resaltar el papel que compete a la sociedad civil para 

que la violencia familiar disminuya y desaparezca. La sociedad en su 

conjunto ha ido tomando conciencia no sólo de la gravedad de la violencia 

familiar como hecho aislado, sino también de la verdadera dimensión que 

este problema comporta. La particular importancia del fenómeno de 

violencia familiar se explica a partir de un cambio de actitud de la sociedad 

que ha dejado de entender y aceptar este fenómeno como un problema de 

ámbito privado. Como lo recuerda Joaquín Cuello Contreras: 

 

 “(...) no es cierto que los malos tratos hayan experimentado 

en la actualidad un incremento alarmante –aunque de su 

realidad nadie puede dudar- (...), lo que realmente ha 

ocurrido es que ha aumentado la sensibilidad social frente a 

conductas que, aun constando su existencia en el pasado y 

en el presente, ahora no se quieren tolerar más”37. 

 

La Ley de Protección frente a la Violencia Familiar no ha sido ajena a esta 

constatación de la conducta social, de allí que en su artículo 1° señale que 

la ley establece la política del Estado y de la sociedad frente a la violencia 

familiar.  

  

  

  

                                                           
36 Rosas Ballinas, María Isabel. Op. Cit.  
37 Citado por Ganzenmüller Roig, Carlos, J.F. Escudero Moratalla y J. Frigola Vallina. “La violencia 
doméstica. Regulación legal y análisis sociológico y multidisciplinar”. Editorial Bosch S.A., 
Barcelona, 1999, pág. 16. 
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CAPITULO II 
 

VIOLENCIA FAMILIAR CONTRA LA MUJER Y RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO  
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2.1. Los derechos humanos en nuestro ordenamiento constitucional.- 
 

Cuando apuntamos a definir la justificación de la existencia del Estado 

moderno, vale decir de su razón de ser, traemos a colación lo expresado 

por Hermann Heller, quien señala que la tarea básica de todo Estado 

moderno es la de brindar seguridad jurídica a sus súbditos, entendiendo el 

contenido de seguridad jurídica en un sentido amplio, de tal suerte que: 

 

“(...) le permita adoptar medidas de tipo económico o 

educativo por ejemplo, que procuren la satisfacción de las 

necesidades de los destinatarios del poder” 38.  

  

Teniendo como elemento de juicio la definición que se hace sobre el por 

qué de la existencia del Estado, la que gira en torno a la satisfacción de las 

necesidades de la población, coincidiremos en anotar que todas y cada una 

de las actividades derivadas de su función cumplen un sólo propósito: el 

bienestar de la persona humana como protagonista y sujeto de derecho y 

como destinatario de la función del Estado. 

 

El concepto de bienestar surge del reconocimiento y respeto de los 

derechos humanos o “libertades fundamentales”39, comprendidas éstas 

como aquellas condiciones inherentes a la persona humana y que 

constituyen “uno de los límites más eficaces impuestos al poder del 

Estado”40. 

 

Como valor agregado, el goce pleno de todos y cada uno de los derechos 

humanos encarnan lo que se denomina dignidad humana. Con relación a 

ella es importante señalar que no existe un único concepto que la defina. 
                                                           
38 Hernann Heller no se refiere al concepto de seguridad jurídica o certeza jurídica cuyos 
elementos constitutivos están compuestos por la certidumbre de su sentido, la determinación del 
contenido de la norma y la certeza de su ejecución, asegurados por la coacción organizada 
estatalmente. Cfr. Heller, Hermann, “La justificación del Estado”. En: Derecho Constitucional 
General, Tomo I. PUCP, Lima, 1999, pp. 188 – 199. 
39 Duverger, Maurice. Droit constitutionnel et institutions politiques. París, 1955. 
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Para algunos la dignidad humana se compone de la totalidad de las 

libertades fundamentales, mientras que para otros la dignidad humana es la 

condición de la persona como tal, argumentando que: “la persona humana 

tiene que ocupar tal rango con todas las preeminencias, consideraciones y 

prestigio inherentes a su naturaleza racional”41. De otro lado, las cartas 

constitucionales de Alemania y Portugal señalan que la dignidad es un 

principio42 en tanto que para el Tribunal Constitucional de Italia la dignidad 

es un derecho.  

 

Sin embargo y aunque no exista acuerdo sobre el concepto de dignidad 

humana, todo Estado democrático debería orientar todas sus actividades al 

efectivo respeto y protección de la dignidad de la persona humana. 

 

Así, se señala que el Estado debe, en primer lugar, respetar la dignidad de 

la persona, absteniéndose de cualquier medida que suponga un atentado 

contra ella; en segundo lugar, el Estado debe protegerla frente a los actos 

vulneratorios de particulares, para lo cual requiere de adoptar las medidas 

adecuadas a fin de evitar tales actos y reaccionar ante los ataques de 

cualquier tipo con medidas proporcionales y suficientes; y en tercer lugar, el 

Estado debe de realizar una acción decidida a efecto de promover las 

condiciones necesarias para que el goce digno de todos los derechos sean 

efectivos, removiéndose cuantos obstáculos dificulten su plena 

realización43. Hay que resaltar que, el deber del Estado recae en todos sus 

poderes públicos, quienes se encuentran sujetos a este ineludible deber de 

respeto y de actuación. 

 

                                                                                                                                                                                 
40 Loewenstein, Karl. “Garantías de las libertades individuales”. En: Derecho Constitucional 
General, Tomo I,  PUCP, 1999,  pág. 415. 
41 Gonzáles Pérez, Jesús. “La dignidad de la persona”.  En: Derecho Constitucional General, Tomo 
I, PUCP, Lima, 1999,  pág. 435. 
42 Artículo 1º de la Ley Fundamental para la República Federal Alemana y artículos 1º, 13º, 33º  y 
211º de la Constitución de la república Portuguesa.  
43 Gonzáles Pérez, Jesús, Op. cit., pág. 438. 
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Acorde con este postulado, nuestra Constitución Política establece en su 

artículo 1° que: “La defensa de la persona humana y el respeto de su 

dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. 

 

Este primer enunciado que constituye el gran marco de referencia de la 

actividad del Estado peruano, sirve de base para la interpretación de las 

demás normas legales. Frente  a la carencia o deficiencia de disposiciones 

legales específicas, el primer artículo del texto constitucional constituye una 

herramienta para extraer normas a partir de procedimientos de integración 

jurídica.  

 

Guardando coherencia con el marco constitucional de defensa de la 

persona y de respeto de su dignidad, la Constitución al definir los deberes 

primordiales del Estado establece en su artículo 44° como parte de ellos,  

los de garantizar la plena vigencia de los derechos humanos y promover el 

bienestar general que se fundamenta en la justicia44. 

 

Rocío Villanueva, al comentar el rol que compete al Derecho, señala que no 

hay rama de él que no pueda ser examinada desde la perspectiva de los 

derechos humanos, sobre todo si lo que se pretende es establecer la 

justicia o no de las normas jurídicas, afirmando que: 

 

 “En la actualidad existe consenso en considerar que un 

sistema jurídico es justo cuando consagra y respeta los 

derechos humanos”45. 

 

El deber constitucional del Estado de garantizar la plena vigencia de los 

derechos humanos, aparece no solamente recogido en la mención expresa 

que hace la carta constitucional en su artículo 44º sino, también, en los 
                                                           
44 Artículo 44º de la Constitución Política del Perú:  “Son deberes primordiales del Estado: defender 
la soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la 
población de las amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar general que se 
fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación” 
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documentos internacionales de protección de los derechos humanos, los 

mismos que al haber sido ratificados por el Estado peruano constituyen 

parte de nuestro ordenamiento nacional. 

 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado 

que los tratados sobre derechos humanos: 

 

“(...) no son tratados multilaterales del tipo tradicional, 

concluidos en función de un intercambio recíproco de 

derechos, para el beneficio mutuo de los Estados 

contratantes. Su objeto y fin son la protección de los 

derechos fundamentales de los seres humanos, 

independientemente de su nacionalidad, tanto frente a su 

propio Estado como frente a los Estados contratantes. Al 

aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los 

Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, 

por el bien común, asumen varias obligaciones, no en 

relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su 

jurisdicción”46. 

 

Podemos citar, por ejemplo, los artículos 1º y 2º de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos –Pacto de San José de Costa Rica-
47, que establecen la obligación de respetar los derechos y libertades de la 

persona sujeta a su jurisdicción, garantizando su libre y pleno ejercicio sin 

discriminación de ninguna índole, así como el deber de adoptar las 

disposiciones legales internas o adoptar las medidas necesarias para hacer 

efectivos tales derechos.  

 
                                                                                                                                                                                 
45  Villanueva Flores, Rocío.“Análisis del Derecho y perspectiva de género” En: Sobre Género, 
Derecho y Discriminación. PUCP - Defensoría del Pueblo, Lima, 1999, pág. 14.   
46 Corte IDH. “El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (arts. 74 y 75)”. Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de setiembre de 
1982. Serie A N° 2, párr. 29. 
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De la misma forma podemos apreciar en los artículos 2º, 3º, 4º y 5º del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos48, los compromisos y 

deberes que expresamente se asignan a los Estados parte. 

 

Tenemos entonces que, la defensa de los derechos humanos como deber 

fundamental del Estado peruano debe de garantizarse de diversas formas, 

no agotándose en la sola producción de normas legales sino también en el 

establecimiento de diversos mecanismos que hagan posible su 

satisfacción. Estas medidas que exigen una conexión entre sí, deben de 

incorporar acciones de capacitación a los funcionarios y funcionarias 

públicas, de afianzamiento de la institucionalidad, y  por sobre todo, “de una 

correspondencia real entre la actuación de los agentes del Estado y el 

respeto de tales derechos”49.   

 

De otro lado, es importante añadir que la responsabilidad del Estado 

peruano – democrático, social, independiente y soberano, tal como lo 

señala el artículo 43º de la Constitución – no sólo se circunscribe a la 

responsabilidad de índole política50 sino que, además, se hace extensiva a 

la responsabilidad de naturaleza jurídica, la misma que comprende tanto al 

Estado-administrador como al Estado-legislador y al Estado-juez.  

 

No debemos de olvidar que, aún y cuando hay consenso en afirmar que 

siendo una de las características de todo régimen democrático la defensa 

de los derechos fundamentales51, para el ejercicio y goce a plenitud de 

                                                                                                                                                                                 
47 Aprobada por Decreto Ley Nº 22231 el 11 de julio de 1978 y ratificada por la Décimo Sexta 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política de 1979, vigente para el Perú desde 
1981. 
48 Aprobado por Decreto Ley Nº 22128 el 28 de marzo de 1978. Instrumento de ratificación 
depositado el 12 de abril de 1978.  
49 Bernales, Enrique. “La Constitución de 1993, análisis comparado” CIEDLA, Lima, 1996, pág.274 
50 Que se manifiesta en la correspondencia de su voluntad para crear mecanismos que permitan 
elecciones justas y la participación activa de la población en el control social. 
51 K. Loeweinstein refiere que el reconocimiento y la protección de los derechos y de las libertades 
fundamentales son el núcleo esencial del sistema político de la democracia constitucional. Estos 
principios encarnan la distribución del poder sin la cual la democracia constitucional no puede 
funcionar. Cuantos más amplios sean estos ámbitos y más intensa sea su protección, tanto menos 
peligro existirá para que se produzca una concentración del poder. Cfr. Loeweinstein, Karl, 
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tales derechos resulta incuestionable el papel que desempeña el Estado al 

asumir la responsabilidad de su cumplimiento. Así, "En definitiva, al 

régimen democrático caracterizado por la defensa de los derechos 

fundamentales, se le añade otra característica no menos importante: la 

existencia de obligaciones estatales”52.   

 

Con relación al reconocimiento y respeto de los derechos humanos, 

debemos recordar que los sistemas de protección y promoción de derechos 

humanos giran en torno a estándares exigibles a los Estados, los cuales se 

distinguen entre “obligaciones negativas” y “obligaciones positivas”, las 

mismas que imponen límites y acciones a la actividad del Estado.  

 

Según lo expresado por Giulia Tamayo, las obligaciones negativas (de no 

hacer) contienen especialmente el deber de respetar (duty to respect), 

mientras que las obligaciones positivas (de hacer) incluyen más claramente 

el deber de proteger (duty to protect) y el deber de lograr/realizar (duty to 

fulfill) los derechos humanos reconocidos internacionalmente53.  

 
2.1.1. La obligación de respetar la Constitución por parte de los 
funcionarios y funcionarias públicas.- 
 

Sin dejar de atender a la importancia de analizar la vigencia de los 

derechos humanos desde una perspectiva de Estado democrático, y de las 

obligaciones que de este sistema se derivan, resulta  no menos importante 

analizar el valor esencial de nuestra propia carta fundamental, que como ya 

hemos mencionado debe servir de base para la interpretación de las demás 

disposiciones legales y de la actuación del Estado. 

 

                                                                                                                                                                                 
“Garantías de las libertades constitucionales” En: “Derecho Constitucional General”, Tomo I, PUCP, 
Lima, 1999, pág. 417. 
52 De Asis Roig, Rafael. “Deberes y obligaciones en la Constitución”. Centro de Estudios 
Constitucionales, 1991, pág. 285 
53 Tamayo León, Giula y Silvia Loli Espinoza. “Violencia familiar y administración de justicia: 
diagnóstico y propuestas”. Lima, 1998, pág. 4. 
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La Constitución, como principio general, configura y ordena los poderes del 

Estado, establece los límites del ejercicio del poder y delimita el ámbito de 

libertades y derechos fundamentales. En cuanto a la función de limitación 

del poder que cumple la Constitución, se afirma que ésta se convierte en un 

dispositivo fundamental para el control del proceso del poder cuando la 

propia sociedad la reconoce como el instrumento ideal para hacer constar 

los frenos que quiere imponer a los detentadores del poder54. 

 

De otro lado, a la Constitución se le define como la lex superior (ley 

superior) o la norma normarum (norma de producción de normas), ya que 

establece el sistema de fuentes formales del Derecho, de modo que sólo 

por dictarse conforme a lo dispuesto por la Constitución una Ley será válida 

o un Reglamento vinculante, siendo consecuentemente fuente de las 

fuentes55. 

 

Eduardo García de Enterría señala:  

 

“(...) a la Constitución debe de atribuírsele un valor normativo 

superior, inmune a las leyes ordinarias y más bien 

determinante del valor de éstas, valor superior judicialmente 

tutelado”56.  

  

Siguiendo esa misma línea, debemos precisar que la supremacía de la 

Constitución Política del Perú y  la subordinación de todos los órganos del 

Estado peruano a ésta, se desprenden de la lectura del texto constitucional 

que, en su  artículo 51° establece “La Constitución prevalece sobre toda 

norma legal...”; del artículo 102°, inciso 2), que asigna al Congreso de la 

República - en su función de ente fiscalizador - la atribución de “Velar por el 

respeto de la Constitución y de las leyes, y de disponer lo conveniente para 

                                                           
54 Loewenstein, Karl. “La constitución como dispositivo de control de poder”. En: Derecho 
Constitucional General. Tomo I, PUCP, Lima, 1999,  pág. 325 
55 García de Enterría, Eduardo.  “La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional”. En:   
Derecho Constitucional General, Tomo I. PUCP, Lima, 1999, pág. 463. 
56 Ibídem, pág. 465 
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hacer efectiva la responsabilidad de los infractores”; del artículo 118°, inciso 

1), que dicta como función del Presidente de la República la de: “Cumplir y 

hacer cumplir la Constitución, los tratados, leyes y demás disposiciones 

legales”; y del artículo 138°, segundo párrafo, que refiere que “En todo 

proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una 

norma legal, los jueces prefieren la primera”, entre otros. 

 

Al destacar la supremacía de la norma constitucional y la subordinación que 

a ella le debe el Estado, así como de su relación con la ciudadanía, 

podemos citar al Tribunal Constitucional español, que en la sentencia 

101/83 declara:  

 

“La sujeción a la Constitución es una consecuencia obligada 

de su carácter de norma suprema, que se traduce en un 

deber de distinto signo para los ciudadanos y los poderes 

públicos; mientras los primeros tienen un deber general 

negativo de abstención de cualquier actuación que vulnere la 

Constitución, sin perjuicio de los supuestos en que la misma 

establece deberes positivos, los titulares de los poderes 

públicos tienen además un deber general positivo de realizar 

sus funciones de acuerdo con la Constitución”.  

 

En el mismo sentido se pronuncia en la sentencia 53/85, cuando sostiene 

que: 

 

 “De la obligación del sometimiento de todos los poderes a la 

Constitución no solamente se deduce la obligación negativa 

del Estado de no lesionar la esfera individual o institucional 

protegida por los derechos fundamentales, sino también la 

obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales 

derechos y de los valores que representan(...)” 
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Consecuentemente, al encontrarse sometidos todos los órganos del Estado 

peruano a obedecer lo que manda la Constitución, debe entenderse que tal 

sumisión implica el respeto del contenido material de la misma y la 

obligación de dar viabilidad con su actuación  a los valores superiores que 

la inspiran – defensa de la persona humana y respeto de su dignidad - no 

existiendo por tanto, ninguna razón que permita al Estado dejar de cumplir 

con su deber primordial de garantizar la plena vigencia de los derechos 

humanos, ni tampoco, justificación alguna para que las ciudadanas y los 

ciudadanos se vean privados del goce pleno de sus derechos humanos por 

el incumplimiento de funciones de los agentes del Estado. 

 

2.2. Acción u omisión en la actuación del Estado: desafíos en la lucha 
contra la violencia familiar 
 

Kenneth Roth al referirse a las consecuencias de la actividad del Estado en 

el respeto de los derechos humanos sostiene que:  

 

“La teoría de la responsabilidad del Estado puede 

encontrarse en la aceptación gradual por parte del 

movimiento tradicional de derechos humanos del argumento 

de que el Estado puede ser responsabilizado de acuerdo al 

derecho internacional de los derechos humanos, por acción 

o por inacción”57.  

 

La teoría de la responsabilidad estatal por “acción”, atribuye una actuación 

directa al Estado o a cualquiera de sus agentes por la vulneración de los 

derechos humanos; en cambio, en el caso de la responsabilidad estatal por 

“omisión” o “teoría de la complicidad del Estado”, la imputación que se hace 

al Estado se sustenta en la abdicación de éste a su obligación de proteger 

a los ciudadanos y ciudadanas de actos cometidos por particulares, 

convirtiéndose tal situación en un asunto de derechos humanos. 

                                                           
57 Roth, Kenneth,  “La violencia doméstica y los derechos internacionales”.  En: La violencia y los 
derechos humanos de la mujer.  Profamilia, Printex, Primera Edición, Bogotá, 1992, pág. 318. 
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De acuerdo a lo señalado por Roth, quien se ha apoyado en los 

argumentos esgrimidos por el Movimiento Internacional de Derechos 

Humanos y el Human Rights Watch58, en los casos de violencia o fuerza 

ilícita perpetrada por particulares contra un sector determinado de la 

población, se puede responsabilizar al Estado como cómplice debido a las 

fallas sistemáticas en la aplicación de las disposiciones legales que la 

reprimen demostrando con su actitud la aprobación tácita de la existencia y 

continuidad de tal violencia.   

 

Sostiene también este mismo autor que la teoría de responsabilidad por 

omisión (inacción) puede ser utilizada para tratar la falla sistemática del 

Estado para confrontar la violencia doméstica contra la mujer como un 

asunto de derechos humanos; sin embargo afirma que, no todos los casos 

de falla del Estado para detener la violencia privada son constitutivos de 

una violación de derechos humanos pudiendo ser simplemente una falla de 

la política de gobierno. Cita como ejemplo que, basta un sólo caso de 

tortura por agentes públicos para configurar la violación a los derechos 

humanos, en tanto que un sólo acto de violencia privada no atendida 

adecuadamente por el Estado no implicaría una responsabilidad estatal en 

materia de derechos humanos59. 

 

Frente a esta argumentación propone una medida alternativa para 

evidenciar el incumplimiento del Estado en su obligación de brindar un 

tratamiento jurisdiccional eficaz a los casos sobre violencia familiar como 

una situación de vulneración de los derechos humanos.  La propuesta está 

basada en el derecho a la no discriminación que todo Estado debe respetar 

y se sustenta en las disposiciones contenidas en el Pacto Internacional de 

                                                           
58 El Movimiento Internacional de Derechos Humanos se basó en la teoría de la complicidad del 
Estado por omisión al responsabilizar a los gobiernos de El Salvador y Guatemala por los 
asesinatos cometidos por los llamados “Escuadrones de la muerte”. Por su parte el Human Rights 
Watch sostuvo la misma teoría al responsabilizar a los gobiernos de Brasil y Paraguay por la 
violencia privada cometida contra los campesinos que no poseían tierras en el curso de los litigios 
por terrenos rurales.  Cfr. Ibidem. 
59Ibidem, pág. 319. 
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Derechos Civiles y Políticos, que imponen la obligación expresa a los 

Estados de no impedir o limitar el goce y ejercicio, en condiciones de 

igualdad, de los derechos humanos.  

 

Así, con relación a los casos de responsabilidad atribuible al Estado por 

violencia familiar, se señala que:   

 

“cualquiera que sea el nivel de recursos que un Estado 

decida dedicar para hacer cumplir las leyes penales contra  

actos de violencia privada, debe garantizar que los delitos en 

agravio de la mujer reciban por lo menos una investigación 

tan exhaustiva y un proceso tan enérgico como los delitos en 

agravio del hombre. Una menor atención no solamente 

constituye una violación de las disposiciones del Pacto 

contra la discriminación, sino también, evidencia la 

complicidad necesaria para tipificar una violación 

sustancial”60. 

 

En torno a los argumentos esgrimidos por Roth, es interesante anotar los 

comentarios hechos por Nieves Rico, al opinar respecto a las conclusiones 

arribadas en el cuadragésimo sétimo período de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas61, quien sostiene que de acuerdo  a las conclusiones 

de la citada asamblea general: 

 

“(...) el Estado pasaría a ser cómplice de los hechos cuando 

no ofrece a las mujeres la protección necesaria frente a la 

violación de sus derechos, así como por actuar en forma 

discriminatoria al no prevenir y castigar los actos de violencia 

                                                           
60 Ibídem pág. 323.  
61 La Asamblea General de la ONU concluyó en que la violación de los derechos humanos de las 
mujeres no se limita a los actos cometidos o amparados directamente por los gobiernos, sino que 
éstos tienen responsabilidad social y política por los cometidos por terceros si no han tomado las 
medidas necesarias para prevenir, investigar y castigar actos de violencia. Rico, Nieves “Violencia 
de género: un problema de derechos humanos” Naciones Unidas, Santiago de Chile, julio 1996, 
pág.15 
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de género, negando a las mujeres la protección de la ley en 

condiciones de igualdad” 62. 

 

2.3. Función jurisdiccional del Estado en el tratamiento de la violencia 
familiar 
 

Las normas contenidas en nuestro ordenamiento constitucional, como ya se 

ha señalado anteriormente, son claras al establecer la obligación del 

Estado peruano de poner en funcionamiento toda la maquinaria estatal para 

hacer viable el respeto, protección y promoción de los derechos humanos. 

El incumplimiento de tal obligación acarrea su responsabilidad. 
 
La responsabilidad atribuible al Estado, en los términos antes propuestos, 

pone en alto relieve la importancia y la necesidad de analizar la forma como 

vienen cumpliendo sus funciones los órganos que conforman el sistema 

judicial en nuestro país, así como el tratamiento y sanción de las 

situaciones de violencia familiar, y las medidas adoptadas para la 

protección de los derechos de las víctimas de dicha violencia; tema que 

desarrollaremos a continuación. 

 
2.3.1. La administración de justicia como potestad exclusiva del 
Estado.-  
 

La obligación de administrar justicia, conocida también como la “obligación 

prestacional del servicio público de la justicia”63, que, en nuestro 

ordenamiento jurídico compete a los órganos jurisdiccionales, surge de la 

potestad que en forma excluyente asume el Estado, la misma que aparece 

                                                           
62 Ibidem. 
63 José Manuel Bandres Sánchez-Cruzat señala que la función constitucional del derecho a un 
proceso dentro de un plazo razonable y de todo el complejo derecho a la justicia, se manifiesta, 
específicamente, en una triple perspectiva: como derecho público subjetivo, por constituir una 
pretensión frente a los poderes públicos; como derecho de prestación, por implicar una obligación 
del Estado; y como garantía institucional. Citado por Enrique García Pons. “Responsabilidad del 
Estado: la justicia y sus límites temporales”.  Bosch, Madrid, 1997, pág. 98.  
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claramente contenida en el artículo 138°  de la Constitución Política del 

Perú. 

 

Enrique Bernales B. Señala: 

 

“(...)desde los primeros tiempos de la teoría del Estado se ha 

reconocido como uno de los atributos esenciales de la 

soberanía el de administrar justicia. En tal calidad fue 

considerado por la teoría clásica de la división de los 

poderes y también por quienes desarrollaron los principios 

de la soberanía en manos del pueblo (...)”64. 

 

Para Santos Pastor Prieto: 

 

“(...) de acuerdo a las premisas históricas sobre las que se 

cimienta la justicia, la prestación del servicio de justicia se 

convierte en un monopolio del Estado, a quien se le encarga 

administrarla con arreglo al principio de igualdad de trato, 

otro ideal característico de las democracias de nuestros 

días”65. 

 

Por su parte, José Acosta Estévez al referirse al servicio de la 

administración de justicia sostiene que el Estado en su concepción 

moderna establece la prohibición de la llamada autodefensa o fenómeno 

social consistente en la aceptación de la vindicación de las ofensas y 

agravios, directamente a cargo del ofendido o agraviado y/o los suyos, 

sobre los bienes o la persona del presunto culpable y/o de sus allegados o 

contra ellos; esto es, con el Estado moderno aparece la justicia pública 

como sustitutiva de la justicia privada, y de esta forma, son los órganos 

                                                           
64 Bernales Ballesteros, Enrique “La Constitución de 1993, análisis comparado”, CIEDLA, Lima, 
1996, pág. 550. 
65 Pastor Prieto, Santos,  “!Ah de la justicia! Política judicial y economía”, Civitas, Madrid, 1993. 
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jurisdiccionales los que asumen la defensa y protección de los 

ciudadanos66. 

 

Siendo el Estado, consecuentemente, el que se ha reservado el ejercicio 

del poder y la función jurisdiccional, deviene en responsable del adecuado 

funcionamiento del sistema judicial. 

  
2.3.2. Funcionamiento de la administración de justicia en el Perú: 
problemas actuales.-  
 

El inicio de un nuevo siglo y la coyuntura actual en nuestro país abren la 

posibilidad de un cambio estructural del sistema judicial peruano, el cual, 

según las encuestas de los últimos años, no ha contado con la aprobación 

o credibilidad de la población67. 

 

En efecto, sí hacemos una retrospectiva del balance del servicio de la 

administración de justicia durante los años ochenta, se concluye en señalar 

que ésta se ha caracterizado, principalmente, por la lentitud, la elitización 

de la justicia y la corrupción, mientras que en los “noventas” los problemas 

giraron en torno a la falta de independencia, la ausencia de recursos  y la 

corrupción de jueces”68. 

 

Ahora bien, y aunque no es materia de la presente investigación el análisis 

de cada una de las razones que han conducido a esta “crisis del sistema 

judicial”, sí resulta conveniente mencionar algunos de los elementos 

necesarios para el “servicio efectivo”  de la administración de justicia. 

 

En opinión de Horacio D. Rosatti: 

 
                                                           
66 Acosta Estévez, José, “Líneas básicas del derecho a la tutela jurisdiccional: la garantía 
constitucional de la acción”, La Ley, 1990, Nº  3. 
67 Los informes de opinión elaborados por Apoyo Opinión y Mercado S.A., así como de Datum S.A, 
demuestran que desde 1995 hasta el año 2000, la aprobación del Poder Judicial no ha superado el 
27%, alcanzando su nivel de desaprobación el 63%. 
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“Cuando mentamos al deber estatal de organizar el servicio 

de justicia (en su aspecto normativo, administrativo y 

ejecutivo), queremos aludir a un Estado como primer 

protagonista del servicio; cuando decimos que debe lograr 

una solución justa para un caso concreto, nos referimos al 

Estado como último protagonista del servicio. Allá está 

asumiendo una responsabilidad general, aquí está 

recomponiendo un desequilibrio particular69. 

 

José Juan Toharia al referirse al ideal de Administración de Justicia cita las 

cinco dimensiones indispensables cuyo logro al más alto nivel la harían 

acreedora al calificativo de “buena justicia”. En términos específicos, estas 

dimensiones se encuentran relacionadas con la independencia, la 

imparcialidad, la accesibilidad, la competencia y la rapidez70. Por 

independencia debe entenderse que los jueces no dependan del Gobierno, 

de tal suerte que éste no pueda influenciar al momento de emitirse 

resolución judicial; la competencia importa una Justicia ejercida por 

personas con la capacitación profesional adecuada para poder “transitar 

con soltura por la intrincada maleza de conflictos”; la accesibilidad alude a 

la posibilidad real de la ciudadanía de acceder a la justicia sin barreras 

discriminatorias de ningún tipo, sean éstas de orden económico, de 

ubicación geográfica o de lenguaje, por ejemplo; la imparcialidad deberá 

ser comprendida como aquella Justicia plenamente independiente de las 

partes, siendo aquel magistrado o magistrada imparcial por su equidistancia 

de las partes implicadas, de manera más fina podríamos entender como 

conducta imparcial aquella que ideológicamente debe ser compartida por 

los magistrados con el colectivo del interés de la sociedad y para el respeto 

de sus derechos humanos; y finalmente la rapidez implica la eficacia de la 
                                                                                                                                                                                 
68 Bernales Ballesteros, Enrique. Op. cit. pág. 538. 
69 Rosatti, Horacio D., “El derecho a la jurisdicción antes del proceso”  En: Teoría General del 
Proceso. PUCP, Lima, 1999,  pp. 18 - 21. 
70  De acuerdo a lo que señala el autor, estos elementos coinciden con la lista establecida por el 
Bureau of Justice Assistance, del US Department of Justice, como guía para la evaluación del 
funcionamiento de los tribunales de justicia estadounidenses. Cfr. Toharia, José Juan, “La 
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actuación jurisdiccional. Sobre este último elemento se señala que “el 

enfriamiento excesivo del caso” por medio de una abultada distancia 

temporal entre la pretensión y la sentencia convierte a ésta en socialmente 

irrelevante, entendiéndose asimismo como eficacia, la ejecución de lo 

resuelto, algo no enfatizado lo suficientemente, como si la tarea del Juez 

“acabara con la firma de su decisión”71. 

 

La caracterización de la problemática de nuestro sistema judicial repercute 

evidentemente en el servicio de justicia y con ello en la tutela judicial 

efectiva de las personas que ven afectados sus derechos fundamentales, 

como en los casos de las mujeres víctimas de violencia familiar.  

 

De acuerdo a estadísticas mundiales - de las cuales no escapa nuestro 

país - las mujeres son las principales agraviadas en situaciones de 

violencia doméstica y violencia sexual72. En el informe preparado por la 

institución del Defensor del Pueblo de España sobre la violencia doméstica 

contra las mujeres, se señala como una de las consideraciones que hay 

que tener presente a efecto de abordar el tema, la afirmación hecha por la 

Organización de las Naciones Unidas en el año 1980, por la cual se 

reconoce que la violencia contra la mujer es el crimen encubierto más 

frecuente en el mundo73. 

 

Por tanto, la tutela judicial efectiva a las mujeres víctimas de violencia 

familiar requiere un servicio de justicia accesible, independiente, imparcial y 

rápido; que tal como lo señala José Juan Toharia cumpla con su función 

                                                                                                                                                                                 
independencia judicial y la buena justicia”. En: Justicia y Sociedad; hacia un mejor servicio público 
de justicia. PNUD, España, 1999, pp. 11-31. 
71Ibidem. 
72 Las estadísticas muestran que en Chile, la violencia familiar afecta a casi el 60% de las mujeres en pareja; 
en Colombia el 64% de las mujeres ha sufrido violencia doméstica; en México, el 78% de las mujeres dijeron 
haber sido víctimas de violencia por parte de su pareja; en Ecuador, las encuestas realizadas en los barrios 
pobres de Quito, el 60% de las mujeres afirmaron haber sido golpeadas por sus compañeros; en Costa Rica, 
un estudio realizado a 1,312 mujeres en la zona metropolitana de San José reveló que el 91% sufría de 
violencia en el hogar; en Haití, el 70% de una muestra representativa nacional arrojó que el 70% de mujeres 
son maltratadas. Cfr. “La violencia en las Américas: marco de acción”. En: El costo del silencio. Violencia 
doméstica en las Américas, BID, 1999, pág. 5.  
73 Defensor del Pueblo, Informes, Estudios y documentos, “La violencia doméstica contra las 
mujeres”, Madrid, 1998,  pág. 14  
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última: garantizar la seguridad jurídica y la efectiva igualdad de los 

ciudadanos y ciudadanas ante la ley74. 

 

2.3.3. Responsabilidad de los operadores de justicia en la protección 
de los derechos de las mujeres víctimas de violencia familiar.- 
 
Los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos 

de la mujer, suscritos por el Perú, así como los lineamientos establecidos 

por los organismos internacionales son claros respecto a las acciones que 

compete al Estado adoptar para combatir y eliminar la violencia contra la 

mujer. 

 

Mona Rishmawi, al comentar el artículo 5º de la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW)75, señala que: 

 

“Este deber positivo social y cultural impuesto a los Estados, 

es esencial para eliminar la discriminación histórica contra la 

mujer (...), el papel del Estado es crucial para modificar las 

prácticas culturales inconvenientes, puesto que le compete 

promover conceptos que sean favorables a la mujer y 

aprobar una legislación que prohiba prácticas 

discriminatorias”76. 

 

Para erradicar la violencia contra la mujer no sólo son necesarias políticas 

públicas que contribuyan a prevenirla, sino es indispensable que el sistema 

                                                           
74 Toharia, José Juan. Op. cit., pág. 12 
75 CEDAW, artículo 5º:  Es obligación de todo Estado: tomar todas las medidas apropiadas para 
modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la 
eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén 
basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres. 
76 Rishmawi, Mona, “Desarrollo de los enfoques de la Comisión Internacional de Juristas frente a 
los derechos humanos de la mujer”. En: La Violencia y los Derechos Humanos de la Mujer, 
Profamilia. Printex, Bogotá, 1992,  pág. 330. 
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judicial actúe eficazmente en el tratamiento de las denuncias por violencia 

familiar. 

 

La Asamblea General de las Naciones Unidas en su declaración 48/104 
del 20 de diciembre de 1993 relacionada con la eliminación de la 
violencia contra la mujer, recomendó a los Estados parte una serie de 

medidas a fin de combatir tal situación, señalando entre ellas, el deber de 

los Estados de proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar 

y, conforme a la legislación nacional, castigar todo acto de violencia contra 

la mujer; además  de brindar a las agraviadas el acceso a los mecanismos 

de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional, a un 

resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan padecido. 

 

Otra de las recomendaciones hechas aborda la necesidad de elaborar y 

aplicar todas aquellas medidas de índole jurídica, política, administrativa y 

cultural, que permitan evitar eficazmente la reincidencia en la victimización 

de la mujer como consecuencia de las leyes, usos de aplicación de la ley y 

otras intervenciones que no tomen en cuenta las prácticas de 

discriminación contra la mujer, debiendo adoptarse medidas para que las 

autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y los funcionarios que han 

de aplicar las políticas de prevención, investigación y castigo de la violencia 

contra la mujer, reciban una formación que los sensibilice respecto de sus 

necesidades. 

 

Por su parte, el artículo 2º incisos b) y c) de la CEDAW señala  entre los 

compromisos que deben adoptar los Estados parte, la creación de medidas 

legislativas a fin de sancionar toda discriminación contra la mujer; debiendo 

asimismo, establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer 

sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto 

de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, 

la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación. 
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Asimismo,  el artículo 7º incisos b), d) y f) de la Convención de Belem do 

Pará establece como algunas de las obligaciones del los Estados, la de 

actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 

violencia contra la mujer, debiendo adoptarse las medidas jurídicas para 

conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 

poner en peligro la vida de la mujer, de cualquier forma que atente contra 

su integridad o perjudique su propiedad; y la de establecer procedimientos 

legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, 

que incluyan entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el 

acceso efectivo a tales procedimientos. 

 
El Perú, acorde con las exigencias establecidas internacionalmente 

promulgó, como ya se ha mencionado anteriormente, la Ley de Protección 

contra la Violencia Familiar, dispositivo legal que impone a las instancias 

funcionales vinculadas con la problemática (Policía Nacional del Perú, 

Ministerio Público y Poder Judicial) una actuación enérgica para el 

desarrollo de procesos eficaces, con el mínimo de formalismos y una 

permanente actitud de protección a las víctimas. 

  

Como podrá apreciarse, existe un conjunto de disposiciones internacionales 

y nacionales orientado a promover una acción decidida por parte de los 

Estados, a través de sus tribunales u órganos jurisdiccionales, a fin de 

prevenir los actos de maltrato cometidos en perjuicio de la mujer; sin 

embargo para que las normas nacionales e internacionales cumplan su 

cometido es imprescindible que los operadores de justicia asuman un eficaz 

rol en la defensa de los derechos de las mujeres víctimas de violencia y se 

establezcan mecanismos precisos de control a efecto de verificar el 

cumplimiento en la aplicación de tales dispositivos. 

 

Nieves Rico, al referirse a la actuación del sistema judicial Latinoamericano 

en la atención de las denuncias presentadas por violencia contra la mujer, 

señala: 
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“Los indudables avances logrados en la región en el proceso 

de ampliación de derechos formales de las mujeres aún no 

se han visto complementados por su aplicación práctica y 

cotidiana dentro y fuera de las esferas de la administración  

de justicia; por lo tanto, si bien el adelanto legislativo significó 

una mayor cobertura declarativa, las posibilidades de 

ejercicio de sus derechos por parte de las mujeres siguen 

estando restringidas por las resistencias ideológicas que se 

presentan; así las discriminaciones del  pasado dificultan 

gozar de los derechos vigentes en la actualidad”77. 

 

Sostiene además, que en aquellos países en los que el delito se encuentra 

ya tipificado, las normas procesales no adquieren efectividad, sosteniendo 

que las principales causas por las que los procedimientos no prosperan se 

deben, principalmente, al empleo de argumentos en defensa de la 

estabilidad familiar argüidos por los operadores judiciales, quienes instan a 

las denunciantes a desistirse de las denuncias presentadas; asimismo, a la 

falta de “pruebas contundentes” (contusiones, excoriaciones) y de testigos 

“objetivos”, a la lentitud, rigidez y complejidad de los procesos que 

desalientan a las mujeres;  

 

 

Al respecto, es importante reseñar la información recogida en la “I Encuesta 

de Hogares sobre Vida Familiar en Lima y Callao”, impulsada por la 

Comisión de la Mujer, Desarrollo Humano y Deporte del Congreso de la 

República, llevada a cabo en el año 1999 sobre un universo de 2460 

mujeres de todos los estratos socioeconómicos78, documento que da 

cuenta de la percepción que tiene la población femenina encuestada sobre 

las causas del maltrato contra la mujer, los obstáculos que enfrentan las 

                                                           
77 Rico, Nieves, “Violencia de género: un problema de derechos humanos” Naciones Unidas, julio, 
1996, Santiago de Chile, pág. 16 
78 Espinoza Matos, María Jesús, “Violencia en la familia en Lima y El Callao: Informe de resultados 
de la I Encuesta de hogares sobre vida familiar en Lima y El Callao”, Ediciones del Congreso del 
Perú, enero del 2000. 
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mujeres maltratadas para denunciar hechos de violencia, así como la 

actuación de las instituciones vinculadas con el tratamiento de la 

problemática.   

 

Con relación a la atención brindada por las instituciones que reciben las 

denuncias, los resultados de la encuesta señalan que el grupo que 

consideró que no se brinda una atención adecuada llegó al 77.3%. Las 

causas por las cuales perciben que estas instituciones (DEMUNAs y 

comisarías) no brindan una atención eficiente, giraron mayoritariamente en 

torno a: las denuncias no son tomadas en cuenta (87.3%), demora en los 

trámites (43.5%), las autoridades son machistas (22%), las autoridades 

culpan a las mujeres (17.5%)79.  

 

La información proporcionada por las mujeres entrevistadas constituye un 

importante aporte para comprender la situación que atraviesan las víctimas 

de la violencia familiar, así como para sopesar la eficiencia del servicio 

brindado por los operadores de justicia. Según la información recogida del 

universo de entrevistas, el 82.2% refirió conocer casos de víctimas de 

maltrato (vecinas, amigas, familiares), el 98.8% del grupo correspondiente 

al estrato socioeconómico más bajo señaló conocer de estos casos. 

También expresaron que a su criterio, las principales consecuencias del 

maltrato sufrido por las víctimas son: el temor, la inseguridad, la depresión y 

la disminución de su autoestima, y que las agresiones se producen 

generalmente dentro de la vivienda (84.1%). 

 

De otro lado y con relación a las razones por las cuáles consideran que las 

mujeres maltratadas no denuncian al agresor, los resultados indican que la 

                                                           
79 Frente al documento impulsado por la Comisión de la Mujer del Congreso de la República, es 
interesante apreciar una investigación efectuada en el año 1997 por Grecia Rojas sobre la base de 
una encuesta efectuada a usuarias de la Primera Comisaría de Mujeres de Lima, la misma que 
concluye que el 62% de las entrevistadas manifestaron estar conformes con la atención brindada 
por esa delegación pero no con la brindada por las demás dependencias policiales, señalaron 
también, que no confiaban en la certeza de la efectividad de la intervención de la dependencia 
policial. Cfr. Giulia Tamayo y Silvia Loli. “Violencia familiar y administración de justicia: diagnósticos 
y propuestas”. Agosto, 1998, pág. 40.    
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primera causa se debe al temor a nuevas agresiones (80%), seguido del 

sentimiento de vergüenza que sufren las víctimas (46.5%)80. 

 

Sobre este aspecto se señala  que el hecho de que una mujer vaya a 

denunciar una situación que le produce un auténtico “impacto físico y 

emocional”, debe ser adecuadamente comprendido y recibido por la policía. 

La mujer que va a denunciar malos tratos, normalmente se encuentra 

afectada por una doble realidad: “el fracaso personal”, y el “enfrentamiento 

al problema de la separación”. Por ello, cuando la mujer denuncia malos 

tratos y amenazas, es porque ha llegado a una situación familiar 

insostenible, debiéndosele ofrecer una especial consideración81.  

 

Para combatir la violencia contra la mujer es necesario que previamente se 

asuma la existencia de barreras institucionales que conducen a la 

“victimización secundaria”, es decir al trato hostil, negligente y 

discriminatorio que recibe la agraviada por parte de los operadores de 

justicia, circunstancia que se confirma a la luz de los resultados de la 

encuesta en Lima y Callao, en la que se concluye que, la inadecuada 

atención en la recepción de las denuncias por parte de las comisarías y 

DEMUNAs, se debe a la actitud de maltrato, sesgo ideológico y displicencia 

de los funcionarios.  Estas mismas conclusiones se infieren también del alto 

porcentaje de entrevistadas que señala que, las mujeres víctimas de 

violencia familiar no denuncian al agresor por temor a nuevas agresiones, 

situación que estaría demostrando la desprotección que sienten las 

agredidas frente a estos hechos y que las hace vulnerables a nuevas 

manifestaciones de violencia. 

                                                           
80 Alicia Castro señala: “(…) entre los factores de carácter interno que inhiben y dilatan las acciones 
de ruta de las afectadas, los que más peso tienen son los mandatos sociales sobre su rol como 
esposa y madre, expresados en temores y sentimientos de culpa por tomar alguna decisión que 
quiebre la unidad familiar. La vergüenza social, el miedo a recibir nuevas agresiones y una 
conducta de indefensión instaurada fuertemente las anclan en una relación dependiente 
psicológica y económicamente”. Cfr. Mg. Castro, Alicia, “Ruta crítica que siguen las mujeres 
afectadas por la violencia intrafamiliar”. Programa Salud. Mujer y desarrollo de la Organización 
Panamericana de la Salud, Lima, 1998. 
81 Ganzenmüller Roig., Carlos, J.F. Escudero Moratalla y J. Frigola Vallina, “La violencia 
doméstica”, Bosch, 1999, ,pág. 180. 
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Por ello, el rol que cumple la Policía Nacional del Perú en la atención y 

prevención de los casos de violencia familiar es sumamente importante.  La 

intervención de esta institución como elemento clave para la respuesta 

social que un país debe dar a esta problemática es indiscutible, por ser la 

instancia pública a la que accede la población, siendo en la mayoría de los 

países el único servicio disponible las 24 horas del día y con una cobertura 

geográfica total82. 

 

Por su parte, la función que compete al Ministerio Público como defensor 

de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho, 

representante de la sociedad en juicio y director de las actuaciones 

efectuadas por la Policía Nacional del Perú en la investigación de delitos83, 

también exige de directivas internas claras, así como del seguimiento y 

monitoreo de su propia intervención en el escenario policial, para la efectiva 

investigación y el inmediato control de los actos de violencia familiar, así 

como para la adopción de medidas cautelares y de protección en beneficio 

de las agraviadas84.  

 

A manera de ejemplo del papel que cumple el Ministerio Público en la lucha 

contra la violencia familiar, podemos citar la Instrucción Nº 3/88 emitida por 

el Fiscal General del Estado en España, quien ordena a los fiscales reprimir 

con total ejemplaridad los supuestos de lesiones y malos tratos a mujeres, 

supliendo con su investigación las deficiencias de pruebas que puedan 

originarse en estos procesos, debidas a los naturales temores con que las 

mujeres comparecen a este tipo de procedimientos85. 

                                                           
82 Rico, Nieves, Op. Cit. “La violencia de género: un problema de derechos humanos”, Naciones 
Unidas, julio 1996, Santiago de Chile, pág. 17. 
83 Artículo 159º de la Constitución Política del Perú. 
84 Giulia Tamayo refiere en el documento elaborado a pedido del Poder Judicial que: “Respecto de 
la performance del Ministerio Público, incluido el desempeño del personal del Instituto de Medicina 
Legal, las usuarias aprecian negativamente actitudes como el sistemático cuestionamiento a la 
conducta de la víctima de violencia familiar y la demora en la tramitación”. Cfr. Tamayo Guilia y 
Silvia Loli, Op.cit., pág. 42. 
85 Ganzenmüller Roig, Carlos, J.F. Escudero Moratalla y J. Frigola Vallina, “La violencia doméstica”, 
Bosch, 1999, pág. 189 
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Finalmente, la responsabilidad del Poder Judicial como órgano del Estado 

encargado de administrar justicia y de brindar en última instancia – tanto en 

los juzgados penales como en los de familia – una tutela judicial efectiva a 

las víctimas de maltratos, es también muy importante, pues ante esta 

instancia funcional se cierra el circuito de investigación policial – judicial de 

las denuncias sobre violencia familiar y el círculo de actuación del Estado 

que se inicia con la fase preventiva. 

 

La actuación de los magistrados y magistradas con competencia en la 

materia debe tomar en cuenta que el propósito de la Ley Nº 26260 y sus 

modificatorias está orientado principalmente a la protección de las víctimas. 

 

A efecto que las disposiciones judiciales de rehabilitación a los agentes 

causantes de los hechos de violencia familiar logren concretarse, es 

imprescindible que se establezcan mecanismos de coordinación 

interinstitucional y se adopten medidas que permitan el eficaz tratamiento y 

rehabilitación del agresor para evitar la reincidencia86. 

  

De otro lado, resulta imperativa la necesidad de lograr  la sensibilización de 

los operadores de justicia a efecto de combatir las trabas institucionales, 

que como ya se ha mencionado anteriormente, contribuyen a la 

victimización secundaria de las mujeres agraviadas. 

 

En resumen, el carácter evolutivo y dinámico de los derechos humanos ha 

contribuido a reconocer la particular atención que deben recibir de parte del 

Estado y de la sociedad en su conjunto, aquellas personas que por diversas 

circunstancias se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad o 

indefensión. El reconocimiento de la existencia de dichos sectores y de la 
                                                           
86 Sobre la importancia de establecer políticas generales de rehabilitación y prevención de la 
reincidencia, se puede citar como ejemplo, el caso del Hospital Psiquiátrico “ Agudo Avila”  ubicado 
en la provincia de Rosario, Argentina, que incorpora a los agresores en las actividades de 
asistencia a las mujeres, por considerar que la conducta violenta se adquiere y que es reforzada 



 57 

obligación de atención por parte del Estado no debe ser ajeno a la 

actuación de los operadores de justicia. 

 

En ese orden de ideas, la administración de justicia en nuestro país debe 

avanzar a la identificación de los actores del derecho desde una nueva 

perspectiva, y en ese esfuerzo asumir que, la atención de cada caso 

concreto por violencia familiar contra la mujer no constituye un hecho único 

ni aislado como la investigación de una denuncia por estafa o de una 

demanda sobre obligación de hacer, sino que, la atención de cada acto de 

violencia en agravio de la mujer, sin dejar de ser individual, forma parte de 

un conflicto que afecta a una parte de la población; la administración de 

justicia debe, en suma, inspirar su actuación con el espíritu y valores que 

nutren nuestro texto constitucional y los instrumentos internacionales de 

protección de los derechos humanos en general y de los derechos 

humanos de las mujeres en particular. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

                                                                                                                                                                                 
por la sociedad; por lo tanto la resocialización del agresor es vital para que modifique su 
comportamiento. 
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CAPÍTULO III 
 

VIOLENCIA FAMILIAR CONTRA LA MUJER Y COMPORTAMIENTO DE 
LOS OPERADORES DE JUSTICIA EN LA PROVINCIA 

CONSTITUCIONAL DEL CALLAO 
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La Ley de Protección frente a la Violencia Familiar es el instrumento 

normativo que debe permitir la efectiva protección de los derechos de las 

mujeres víctimas de este tipo de violencia. Como se ha señalado, a fin de 

alcanzar su objetivo, la Ley ha definido las tareas específicas que 

corresponden a las instancias involucradas: Policía Nacional del Perú, 

Ministerio Público y Poder Judicial. El cumplimiento de funciones de dichas 

instituciones en el ámbito geográfico de la Provincia Constitucional del 

Callao, durante el período enero 1999 a junio del 2000, es materia de 

análisis en el presente capítulo. 

 

 
3.1. Análisis de la violencia familiar contra la mujer en la Provincia 
Constitucional del Callao 
 
Aspectos generales 
 
Para el análisis de la respuesta que los operadores de justicia dan a la 

problemática de la violencia familiar en la Provincia Constitucional del 

Callao, se han elegido los distritos de Callao Cercado, Ventanilla, Bellavista 

y Carmen de La Legua Reynoso, considerando la densidad poblacional que 

registra el primero de los distritos nombrados87, los niveles de pobreza del 

segundo, el asentamiento urbano consolidado del tercero y la profusa 

existencia de organizaciones femeninas en el cuarto. 

 

                                                           
87 La Provincia Constitucional del Callao, cuya población total asciende a 683,278 habitantes, está 
conformada por los distritos del Callao Cercado, Bellavista, Carmen de La Legua Reynoso, La Perla, La Punta 
y Ventanilla. El distrito más poblado es Callao Cercado que cuenta con 393,637 habitantes, representando 
casi el 60% de la población, razón por la cual se ha instalado una Comisaría de Mujeres. En segundo lugar se 
encuentra el distrito de Ventanilla con una población aproximada de 108,676 habitantes, este distrito se 
caracteriza por tener una población mayoritariamente joven. Ventanilla es el distrito con mayor presencia de 
asentamientos humanos, los mismos que enfrentan graves problemas debido a la carencia de servicios 
públicos básicos. En tercer lugar, se encuentra el distrito de Bellavista que tiene una población de 73,529 
habitantes, seguido del distrito de La Perla con 62,139 vecinos. En quinto lugar se encuentra el distrito de 
Carmen de La Legua Reynoso con 38,697 y finalmente el distrito de La Punta con una población aproximada 
de 6,600 habitantes. Cfr. “Directorio de Alcaldes y Municipalidades de Perú 1999 – 2002”. Asociación Civil 
Transparencia, 1999, pág. 119. 
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Ha sido objeto de especial análisis la Comisaría de Mujeres88 del distrito de 

Callao Cercado, dependencia policial que en la actualidad circunscribe su 

actuación a las denuncias presentadas por los habitantes del distrito, pero 

que hasta el mes de agosto del 2000 también investigaba aquellas 

denuncias que le eran remitidas por otras delegaciones policiales de la 

Provincia Constitucional. En el distrito de Ventanilla se ha optado sólo por la 

Comisaría de Mi Perú, por tener competencia en el poblado con mayor 

número de habitantes. En el distrito de Bellavista se ha considerado la 

Comisaría La Legua89 y en Carmen de La Legua Reynoso se ha levantado 

información en la única comisaría con la que cuenta el distrito.  

 

Cabe señalar que, si bien en el Callao existen trece comisarías, el ámbito 

de competencia de las comisarías analizadas representa más del 70% de 

la población de la provincia. 

 

3.1.1. Índice de la violencia familiar en la Provincia Constitucional del 
Callao.- 
 
En capítulos anteriores hemos afirmado que la violencia familiar es uno de 

los ilícitos que con mayor frecuencia se produce en la sociedad. En el 

Callao, conforme puede apreciarse en los gráficos Nº 1 al Nº 3 esta 

aseveración se confirma, ya que de acuerdo a la información recogida el 

índice de la violencia familiar durante el año 1999 representa el 44% del 

total de las denuncias que se han presentado90.  

 
GRÁFICO Nº 1 

DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR DEL AÑO 1999 
 

Comisaría Total de Denuncias Denuncias por Violencia Otras Denuncias 

                                                           
88  Esta Comisaría fue creada el 8 de marzo de 1999 y desde el inicio de su funcionamiento hasta el mes de 
diciembre del año 2000 ha estado a cargo del Mayor P.N.P. Carlos Manucci. 
89 Si bien la Comisaría La Legua está ubicada en la jurisdicción de Callao-Cercado, ejerce competencia 
también en el distrito de Bellavista, específicamente en las urbanizaciones San Joaquín, San José, Santa 
Cecilia y Virú, caracterizadas por ser las áreas urbanas socio económicamente más consolidadas de dicho 
distrito. 
90 Para el análisis del índice de criminalidad existente en el distrito del Callao Cercado se ha recopilado 
información de la Comisaría Alipio Ponce la cual recibe todas aquellas denuncias que no están referidas a 
violencia familiar. 



 61 

Familiar 
Carmen de la Legua-Reynoso 652 149 503 

La Legua 792 182 610 
Mi Perú 1154 341 813 

Alipio Ponce / de la Mujer 4707 2572 2135 
Total 7305 3244 4061 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
                        GRÁFICO Nº 2 
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                          GRÁFICO Nº 3 
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Este elevado porcentaje crece en trascendencia si tenemos en 

consideración que el 56% de las “otras denuncias” comprende un número 

ilimitado de situaciones o hechos punibles diferentes, sean éstos robos, 

homicidios, usurpaciones, hurtos, estafas, accidentes de tránsito, lesiones, 

tráfico ilícito de drogas, etc.; mientras que del otro lado el hecho ha sido 

sólo uno: violencia familiar.  

 

Unicamente a efecto de contrastar los niveles de violencia familiar en la 

Provincia durante el año 1999 y el año 2000, se ha recogido información 

del total de denuncias presentadas en el año 2000.  

 

Así, tal como se muestra en los gráficos Nº 4 al Nº 6, el porcentaje de las 

denuncias por violencia familiar ha presentado una disminución con 

relación al resultado del año 1999, correspondiendo el 36% del total a 

casos sobre violencia familiar. Sin embargo, esta disminución se debe 
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principalmente al incremento numérico de las “otras denuncias” y no tanto a 

la disminución de las denuncias por violencia familiar. 

 

En términos porcentuales, la disminución de las denuncias por violencia 

familiar durante el año 2000, significaría un descenso del 2% 

aproximadamente con relación al período enero a diciembre de 1999, 

mientras que las “otras denuncias” ascendieron aproximadamente en 20% 

con relación al período anterior. 

 

 

 

 

 
GRÁFICO Nº 4 

DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR DEL AÑO 2000 
Comisarías Total de Denuncias Denuncias por Violencia 

Familiar Otras Denuncias 

Carmen de la Legua-Reynoso 394 200 194 
La Legua 956 146 810 
Mi Perú 1522 192 1330 

Alipio Ponce / de la Mujer 5836 2594 3242 

Total 8708 3132 5576 
 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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Elaboración: Defensoría del Pueblo  

De otro lado, tal y como se puede contrastar de los gráficos Nº 7 y Nº 8, 

salvo la Comisaría de Carmen de la Legua Reynoso y manteniendo su nivel 

la Comisaría de la Mujer, las demás Comisarías han registrado una 

disminución en el número de denuncias presentadas por violencia familiar y 

un aumento de las denuncias por los otros delitos.  

 
GRÁFICO Nº 7 
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Si bien la evaluación de las cifras permite determinar el incremento o no de 

la violencia familiar en el Callao, es necesario tener en cuenta que los datos 

registrados por la Policía no necesariamente demuestran la cifra real de la 

problemática en la provincia, ya que éstos no van acompañados de otras 

fuentes e indicadores que permitan apreciar su verdadera magnitud, como 

por ejemplo, el número de casos atendidos en los centros de salud, o de 

denuncias presentadas ante las DEMUNAs, las investigaciones 

desarrolladas por las instituciones privadas de protección de los derechos 

de la mujer, entre otros.  

 
3.1.2. Violencia de género en la Provincia Constitucional del Callao.- 
 
En capítulos anteriores hemos afirmado que la violencia familiar constituye 

en realidad una “violencia de género”, pues se encuentra dirigida 

básicamente contra las mujeres. En el Callao, la información recogida 

confirma que el sujeto pasivo de la violencia familiar es, principalmente, la 

mujer. En efecto, como puede apreciarse de los gráficos Nº 9 al Nº 11, 

durante el período enero a diciembre de 1999, de las 3244 denuncias 

presentadas por violencia familiar, el 74% reporta como víctima a la mujer, 

mientras que en el año 2000, según se advierte de los gráficos Nº 12 al Nº 

14, de las 3132 denuncias presentadas, el 93.2% corresponde a maltratos 

contra mujeres91. 

 
GRÁFICO Nº 9 

VÍCTIMAS DE VIOLENCIA FAMILIAR EN 1999 

Comisaría Violencia Familiar (Total) Violencia Familiar 
Contra La Mujer 

Violencia Familiar Contra 
Otros  

Carmen De La Legua-
Reynoso 149 143 6 

La Legua 182 164 18 
Mi Perú 341 317 24 

De La Mujer 2572 1771 801 
Total De Denuncias 3244 2395 849 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

                                                           
91 Según la información proporcionada por la Comisaría de la Mujer las denuncias se clasifican según sexo sin 
considerar la edad de la agraviada.  
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GRÁFICO Nº 11 

PRESENTACIÓN PORCENTUAL DEL ÍNDICE DE DENUNCIAS 
POR VIOLENCIA FAMILAR CONTRA LA MUJER DURANTE EL 

AÑO 1999

74%

26%
Denuncias por violencia
familiar contra la mujer
Denuncias por Violencia
Familiar Contra Otros 

 
Fuente: Información proporcionada por las comisarías 

 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
 
 

GRÁFICO Nº 12 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA FAMILIAR EN EL AÑO 2000 

 

  Total de Denuncias por 
Violencia Familiar 

Violencia Familiar Contra 
la Mujer 

    Violencia Familiar  
       Contra Otros 

Carmen de la Legua – 
Reynoso 200 196 4 

La Legua 146 140 6 
Mi Perú 192 121 71 

De La Mujer 2594 2464 130 
Total 3132 2921 211 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO Nº 13 
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GRÁFICO Nº 14 
 

   Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

3.1.3. Incremento de la violencia familiar contra la mujer en el Callao.- 
 
Aunque el número de denuncias por violencia familiar durante el año 2000 

ha reportado una leve disminución con relación al año anterior, según se ha 

anotado anteriormente, al hacer el análisis de los totales de cada año 

obtenemos como resultado el incremento de la violencia familiar contra la 

mujer. Así, según se aprecia del gráfico Nº 15, durante el año 1999 se 

presentaron 2395 denuncias por violencia familiar contra la mujer, mientras 
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que en el año 2000, los datos registran un total de 2921 denuncias, 

conforme puede advertirse del gráfico Nº 16. Este incremento de la 

violencia contra la mujer en el año 2000 equivale a un 16% con relación al 

número de hechos denunciados durante el año 1999. 

 

 
GRÁFICO Nº 15    GRÁFICO Nº 16 
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El incremento del número de denuncias podría deberse a dos supuestos distintos 

aunque no excluyentes entre sí. Un primer supuesto explicaría este incremento 

en el mayor nivel de información de la mujer respecto a la titularidad y goce de 

sus derechos humanos y a la actitud de requerir la participación del Estado ante 

la vulneración de alguno de ellos, en este caso específico, por la vulneración de 

sus derechos a la integridad, a la libertad y a una vida libre de violencia, entre 

otros. El incremento de las denuncias por violencia familiar contra las mujeres, 

podría deberse a la incesante actividad de promoción y difusión de derechos por 

parte de los organismos no gubernamentales, las organizaciones femeninas y de 

instituciones estatales como la Defensoría del Pueblo y el PROMUDEH. 

 

Un segundo supuesto, menos alentador, explicaría el incremento de las 

denuncias por el aumento de la violencia contra la mujer, pudiendo constituir una 

de sus causas –tal como se demostrará más adelante - la falla sistemática de los 

operadores de justicia del Callao para el tratamiento y sanción de los actos de 

violencia familiar, de tal suerte que lejos de contribuir a la disminución del 

fenómeno, éste se fortalece y acrecienta como consecuencia de una impunidad 

manifiesta. 

 

En cualquiera de los dos casos, el esfuerzo por insistir en la aplicación de 

políticas articuladas entre los operadores de justicia y las instituciones públicas y 

privadas locales, así como con la sociedad civil organizada no debe detenerse. 

Este esfuerzo constituye una herramienta eficaz para la supervisión de las 

acciones emprendidas, el seguimiento y la sistematización de los casos de 

violencia familiar, desde la interposición de la denuncia hasta la aplicación de las 

medidas de protección y tratamiento a la víctima y su familia, así como de la 

imposición de una sanción y de su eventual rehabilitación. 

 

De todas formas, la información recogida y expuesta en este documento nos 

demuestra que en el Callao se confirma lo que inicialmente afirmáramos. 

Primero, que la violencia familiar por su alta incidencia constituye uno de los 

principales obstáculos para una convivencia armoniosa en la sociedad y 

respetuosa de las  diferencias entre los seres humanos. Segundo, que la 
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violencia familiar es principalmente una violencia de género que afecta a las 

mujeres de la provincia. 

 
3.1.4. Violencia física vs violencia sicológica: las dificultades de la 
intervención estatal.- 
 

Nuestro ordenamiento jurídico, a partir del reconocimiento constitucional del 

derecho de toda persona a su integridad moral, física y sicológica, ha recogido 

diversas dimensiones de protección del derecho fundamental a la integridad.  

 

De esta forma, la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar distingue los 

tipos de daño que la violencia familiar, en sus diversas manifestaciones, puede 

causar: el daño físico y el daño sicológico.  

 

Nuestra legislación penal ha distinguido también las dimensiones de la integridad 

al contemplar los supuestos de violencia familiar como agravantes del delito de 

lesiones. En efecto, la protección penal del bien jurídico de la salud contempla 

éste en sus dos dimensiones,  física o corporal y sicológica o mental92. 

 

Lo señalado demuestra que nuestro ordenamiento jurídico es uniforme en el 

tratamiento de las diversas formas de violencia familiar y, por ende, suficiente en 

la protección de las distintas dimensiones del derecho a la integridad y del 

derecho a una vida sin violencia. Sin embargo, pese a la constatación de una alta 

incidencia de hechos de violencia sicológica, demostraremos que existen algunas 

limitaciones en la intervención estatal que impiden que la normativa se traduzca 

en resultados concretos y efectivos de cara a la protección frente al daño 

sicológico. 

 
 
 
 

                                                           
92 Si bien nuestro Código Penal ha tipificado el delito de lesiones a partir de la aparente existencia de dos bienes 
jurídicos: el cuerpo y la salud, debemos señalar que la mayoría de la doctrina peruana, siguiendo la doctrina 
comparada, considera que en este tipo de delitos existe sólo un bien jurídico que es la salud individual. En opinión de 
Bramont Arias, la posición adoptada por el Código Penal no es contraria a la teoría por cuanto tan sólo pone de 
manifiesto la existencia de una redundancia legal al diferenciarse entre integridad corporal y salud, considerada ésta 
en términos estrictos. Cfr. Bramont-Arias Torres, Luis Alberto y María del Carmen García Cantizano. “Manual de 
Derecho Penal. Parte Especial”. Editorial San Marcos, Lima, 1998, pags 97-99. 
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3.1.4.1. Violencia sicológica contra la mujer en el Callao.- 
 

La información contenida en nuestra investigación muestra que en la Provincia 

Constitucional del Callao, las mujeres son víctimas de violencia tanto física como 

sicológica, resaltando la alta incidencia de esta última, especialmente en el 

distrito del Cercado. 

 

Como se aprecia en los gráficos Nº 17 y Nº 18, del total de las denuncias por 

violencia  familiar contra la mujer tramitadas durante el período enero a junio del 

año 2000 por las Comisarías de la Mujer, Carmen de la Legua - Reynoso, La 

Legua y Mi Perú; el 51% fue sólo por violencia física, el 46% sólo por violencia 

psicológica y 3% por ambos tipos de violencia, siendo la Comisaría de la Mujer la 

que presenta un mayor número de denuncias por violencia sicológica.  

 

El menor número de denuncias por violencia sicológica en las comisarías de 

Carmen de La Legua, La Legua y Mi Perú, conforme puede apreciarse en el 

gráfico Nº 17, ocurre porque tales comisarías no cuentan con unidades 

especializadas para la evaluación sicológica, derivando en muchos casos a las 

denunciantes a la Comisaría de la Mujer. 

 

 

 
GRÁFICO Nº 17 

 
DENUNCIAS POR TIPO DE VIOLENCIA 

ENERO-JUNIO  DE 2000 
 

Comisarías Total Violencia física Violencia sicológica Ambas 
Carmen De La Legua – Reynoso 10 9 0 1 

La Legua 39 24 9 6 
Mi Perú 83 80 0 3 

De La Mujer 1277 608 641 28 
Total 1409 721 650 38 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO Nº 18 

 

PRESENTACIÓN PORCENTUAL DEL TOTAL DE DENUNCIAS SEGÚN EL TIPO DE 
VIOLENCIA, PERIODO ENE - JUN  2000
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 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

3.1.4.2. La protección estatal frente a la violencia sicológica.- 
 

Sin duda, uno de los problemas principales de la intervención estatal en materia 

de violencia sicológica, a diferencia de la violencia física, está relacionado con la 

inexistencia de criterios médico legales para determinar el daño sicológico, y con 

ello, su relevancia penal.  

 

En efecto, la intervención estatal de protección frente a la violencia física viene 

determinada no sólo por el tratamiento civil dado a la problemática de la violencia 

familiar, sino también por la relevancia penal del hecho de violencia. En este 

último caso, la acción de los operadores de justicia en sus distintos ámbitos de 

intervención está definida cuando se trata de daños físicos, por cuanto el 

reconocimiento médico legal permite determinar con precisión la calificación de la 

lesión al establecer, mediante prescripción facultativa, el número de días de 

descanso o asistencia de la víctima. 

 

La situación no es la misma cuando se trata de violencia sicológica. Pese a que, 

como ya hemos señalado, nuestra legislación penal ha tipificado los supuestos 

de violencia sicológica al referirse a los daños a la salud mental, la inexistencia 

de criterios médicos legales y de jurisprudencia para determinar el daño, impide 
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su tratamiento jurídico penal,  limitando y condicionando la intervención del 

Estado. 

 

Nuestra investigación ha permitido constatar que, pese al alto porcentaje de 

denuncias por violencia sicológica en la Provincia Constitucional del Callao, éstas 

sólo reciben un tratamiento civil de parte de las Fiscalías de Familia y de los 

Juzgados Especializados de Familia, aunque con las serias deficiencias en la 

adopción de medidas de protección y en la expedición de sentencias que más 

adelante señalaremos. Sin embargo, en ningún caso merecen un tratamiento 

jurídico penal. 

 

Para el análisis de lo manifestado, hemos recogido del total de los 624 atestados 

elaborados por la Comisaría de la Mujer durante el período enero a junio del 

2000, una muestra aleatoria correspondiente al 25%, ascendente a 156 

denuncias. De esta cifra, 83 (53%) denuncias fueron presentadas por violencia 

física, en tanto que las 73 (47%) denuncias restantes fueron presentadas por 

violencia sicólogica.  

 

Del total de las 156 denuncias materia de análisis, se ha constatado que sólo las 

correspondientes a la violencia física fueron enviadas por la autoridad policial al 

Fiscal Penal o al Juez de Paz Letrado, circunstancia que nos ha permitido 

concluir que al momento de calificar el contenido penal de la denuncia para su 

posterior remisión a las instancias competentes, se excluye a  aquellas referidas 

a la violencia sicológica93. 

 

Existen razones que explican este comportamiento. Se ha comprobado que en 

los casos de denuncias por violencia física, se tramita el reconocimiento médico 

legal para demostrar la existencia del daño físico y establecer los días de 

asistencia o descanso de la víctima, permitiendo a la policía determinar qué 

                                                           
93 Si  bien el artículo 8º del TUO de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar señala que la Policía remitirá al 
Juez de Paz o al Fiscal Provincial en lo Penal y al Fiscal de Familia el atestado policial elaborado, la calificación 
jurídica del contenido penal de la denuncia corresponde al Ministerio Público, facultad reconocida por el artículo 6º 
del Reglamento. Sin embargo, como se demostrará más adelante, por incumplimiento del deber de supervisión de las 
dependencias policiales por parte del Fiscal de Familia e incumplimiento del deber de comunicación de las denuncias 
recibidas de parte de la Policía a éste, la calificación del contenido penal de las denuncias en el Callao se ha venido 
efectuado por parte de la Policía. 
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casos deben remitirse a la Fiscalía Penal, por constituir delito, y qué casos deben 

remitirse al Juzgado de Paz Letrado, por constituir falta.  

 

En el caso de los atestados que contienen denuncias por violencia sicológica, se 

elaboran informes sicológicos que diagnostican el estado de la víctima sin 

concluir en la existencia del daño sicológico ni en la determinación de días de 

asistencia o descanso de la víctima, consecuentemente, no posibilitan distinguir 

su contenido penal. 

 

La información proporcionada por el Instituto de Medicina Legal, a través de la 

División Central de Exámenes Médico Legales de Lima y  de la Dirección de 

Medicina Legal del Callao, demuestra que si bien a la fecha se vienen empleando 

el Manual de la Clasificación de Enfermedades de la Organización Mundial de la 

Salud y el Manual de la Clasificación de Enfermedades Mentales de la 

Asociación Psiquiátrica Americana, que contienen descripciones clínicas y pautas 

para el diagnóstico del daño sicológico, en la actualidad el Instituto de Medicina 

Legal no cuenta con parámetros médicos determinados para establecer la 

trascendencia de la lesión a la salud mental94.  

 

Como se puede apreciar, la inexistencia de estos criterios limita y condiciona la 

intervención estatal en la protección y persecución de la violencia sicológica, con 

la correspondiente percepción de la víctima de la ineficacia de la función estatal 

de protección de sus derechos fundamentales.  

 
3.2. Análisis del comportamiento de los operadores del sistema de 
administración de justicia  del Callao 
 
3.2.1. Respuesta de la Policía Nacional.- 
 
3.2.1.1. Obligatoriedad en la recepción e investigación policial de las 
denuncias sobre violencia familiar.- 

                                                           
94 En el curso de la investigación se sostuvo una reunión con el Director del Instituto de Medicina Legal, Dr. Manuel Sotelo 
Trinidad, quien nos informó que se venía elaborando el Protocolo de Elaboración del Daño Síquico, documento que debería 
culminarse en el mes de junio del 2001, para luego y previa validación durante un período de prueba de seis meses, ser presentado 
con el proyecto de ley correspondiente para su posterior aplicación. 
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Tal como lo establece el artículo 5º del Reglamento de la Ley de Protección 

frente a la Violencia Familiar, todas las delegaciones de la Policía Nacional deben 

contar con un área específica que reciba e investigue obligatoriamente las 

denuncias que se presenten. Sin embargo, no es raro advertir que las 

delegaciones policiales derivan sus denuncias a las unidades especializadas, 

como las Comisarías de Mujeres. En el Callao esta situación no es diferente. 

 

Como quedó demostrado en gráficos anteriores, el índice de violencia familiar ha 

presentado una disminución con relación al año 1999. Pese a ello, el número de 

casos derivados por las comisarías de Carmen de La Legua y La Legua a la 

Comisaría de la Mujer, aumentó. No ocurre lo mismo con la Comisaría de Mi 

Perú, la que durante los dos períodos ha cumplido con dar trámite e investigar la 

totalidad de las denuncias que le fueron presentadas, según se podrá apreciar de 

los gráficos Nº 19 y Nº 20. 

 
GRÁFICO Nº 19 

DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR TRAMITADAS EN 1999 
 

Comisarías Total Tramitadas por la misma 
comisaría 

Derivadas a la Comisaría de la 
Mujer 

Carmen de la Legua – 
Reynoso 143 67 76 

La Legua 164 134 30 
Mi Perú 317 317 0 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

GRÁFICO Nº 20 
DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR TRAMITADAS DE ENERO A JUNIO DE 2000 

 

Comisarías Total Tramitadas por la misma 
comisaría 

Derivadas a la Comisaría de la 
Mujer 

Carmen de la Legua – 
Reynoso 87 10 77 

La Legua 76 39 37 
Mi Perú 83 83 0 
Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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En efecto, conforme se puede apreciar de los gráficos Nº 21 y Nº 22, la 

Comisaría de Carmen de la Legua Reynoso, durante el año 1999 investigó 

aproximadamente el 47% de las denuncias que recibió, en tanto que, durante el 

siguiente período sólo tramitó el 11% de las denuncias recibidas, siendo las 

restantes derivadas a la Comisaría de la Mujer. 
 

 
       GRÁFICO Nº 21        GRÁFICO Nº 22  

 

Fuente: Información proporcionada por la comisaría Carmen de la Legua -Reynoso 
Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 
Por su parte, la Comisaría de Carmen de La Legua tramitó durante el primer 

período la mayoría de las denuncias que recibió, alcanzando un porcentaje del 

82% de casos, mientras que para el segundo período el porcentaje de las 

denuncias investigadas disminuyó al 51%. Esta afirmación la podemos apreciar 

en los gráficos Nº 23 y Nº 24 que aparecen a continuación. 
 

GRÁFICO Nº 23    GRÁFICO Nº 24  

  
Fuente: Información proporcionada por la comisaría La Legua   
Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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Sobre esta tendencia a derivar las denuncias por violencia familiar a otras 

dependencias policiales, se ha tomado conocimiento, por información 

proporcionada por el Comisario a cargo de la Comisaría de la Mujer, que desde 

el mes de setiembre del 2000, por directiva interna se ha dispuesto el 

cumplimiento del Reglamento de la Ley. En consecuencia, ninguna dependencia 

policial puede derivar en la actualidad denuncias por violencia familiar a otras 

instancias policiales, salvo por razones de competencia geográfica. Sin embargo, 

debemos recordar que independientemente de la existencia de tal directiva 

interna, la normatividad ha sido clara al establecer la obligación de todas las 

dependencias policiales de recibir e investigar preliminarmente las denuncias de 

violencia familiar. 

 
3.2.1.2. Eficacia en el resultado de la actuación policial: el impulso de 
oficio.- 
 
El Estado al promulgar la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, ha 

precisado los parámetros de actuación de las instituciones involucradas, los 

mismos que se orientan a dos objetivos concretos: la protección de las víctimas y 

el logro de un resultado eficaz en la intervención estatal. 

 

Dos son los indicadores que nos permiten medir los niveles de eficacia de la 

actuación estatal: la prontitud y la diligencia. El primero, está relacionado con el 

cumplimiento de los plazos, la inmediatez y la oportunidad de las acciones; y el 

segundo, con la actitud de las funcionarias y funcionarios públicos hacia el 

cumplimiento de sus funciones. 

 

En el marco de estos objetivos, la función asignada a la Policía Nacional para la 

investigación preliminar de las denuncias por violencia familiar, debe estar 

caracterizada por una actuación diligente, encaminada – con la necesaria 

intervención del Ministerio Público - a la adopción de las medidas inmediatas y 

suficientes que permitan la protección a la integridad de la víctima y el 
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esclarecimiento de los hechos. Para ello, debe evitar la paralización de las 

investigaciones impulsándolas de oficio. 

 

La información proporcionada por la Policía Nacional en el Callao, 

correspondiente al período enero a diciembre de 1999, fue recopilada en el mes 

de mayo del año 2000, en tanto que la del período enero a junio del 2000 lo fue 

en el mes de enero del 2001. En ambos casos se hizo una clasificación del 

estado de las denuncias en función de los parámetros utilizados por la propia 

institución policial, vale decir: “resueltas”, “en trámite” o “archivadas”.  

 

Conforme a la Ley, la investigación policial debe culminar a través de partes o 

atestados policiales. Sin embargo, se ha advertido que un gran número de 

denuncias se encuentran archivadas sin haberse culminado las investigaciones 

policiales. Debemos referir que en una  entrevista sostenida con el Comisario de 

la Comisaría de la Mujer, se nos informó que no debía considerarse este archivo 

como una decisión final e inamovible, es decir como un “archivo definitivo”, sino 

como un “archivo pasivo”, pudiendo las investigaciones reabrirse en cualquier 

momento. 

 

Tal y como se constata de los gráficos Nº 25 al Nº 28, durante los dos períodos 

trabajados, el mayor número de denuncias, resultado de la sumatoria de la 

información proporcionada por las cuatro Comisarías, fue “archivado”, 

registrándose un 53% en el año 1999 y un 49% en el año 2000; las denuncias 

clasificadas como “resueltas” ocupan el segundo lugar con un 31% en el primero 

período investigado y un 48% en el siguiente; finalmente y siguiendo la misma 

tendencia en ambos años, el grupo de denuncias “en trámite” es el más bajo. 

Inclusive en el período de enero a junio del 2000, el porcentaje es mínimo. 
 

GRÁFICO N º 25 
ESTADO DE LAS DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR ATENDIDAS EN 1999 

 
 

Comisarías Total Concluidas Archivadas En trámite 
Carmen de la Legua – Reynoso 67 12 1 54 

La Legua 134 4 68 62 
Mi Perú 317 52 43 222 

De la Mujer 1877 681 1153 43 
Total 2395 749 1265 381 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO N º 26 
 

PRESENTACIÓN PORCENTUAL DEL ESTADO DE LAS DENUNCIAS EN LAS 
COMISARÍAS DURANTE 1999

31%

53%

16%
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Archivadas
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 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 

 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

 
 
 
 

GRÁFICO N º27 
 
ESTADO DE LAS DENUNCIAS POR VIOLENCIA FAMILIAR TRAMITADAS ENTRE ENERO 
Y JUNIO DEL 2000 
 

Comisarías Total Concluidas Archivadas En trámite 
Carmen de la Legua – Reynoso 10 5 2 3 

La Legua 39 16 0 23 
Mi Perú 83 33 30 20 

De la Mujer 1277 624 653 0 
Total 1409 678 685 46 

 Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO N º28 

 

 
Fuente: Información proporcionada por las comisarías   
Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

Estos resultados que a priori podrían ser expresión de una eficaz actuación del 

personal policial, también podrían ser manifestación de una actuación opuesta a 

los objetivos de la Ley.  

 

En efecto, el reducido número de denuncias “en trámite” podría ser muestra de 

una actuación diligente y con capacidad de resolución del personal policial. Sin 

embargo, al contrastarlo con el número de casos archivados y considerando que 

éstos representan un “archivo pasivo”, es decir, que las investigaciones policiales 

aún no han concluido, lo que se demuestra es una actitud pasiva en la 

investigación policial. 

 

Aunque la Ley define claramente la forma como debe concluir la investigación de 

la Policía Nacional, al señalar que los resultados deberán estar contenidos en 

atestados o partes policiales, no hace ninguna precisión sobre el contenido de 

dichos resultados. Sólo se limita a establecer que los atestados policiales serán 

enviados a la Fiscalía de Familia y a la Fiscalía Penal o al Juzgado de Paz 

Letrado,  si el hecho denunciado constituye delito o falta.  

 

Sin embargo, siguiendo una práctica establecida para la investigación policial 

criminal, podríamos llegar a la conclusión que siendo los atestados los 

documentos que sirven como insumo para la actuación del Ministerio Público y el 

Poder Judicial; los partes policiales, por el contrario, darían cuenta de 

PRESENTACIÓN PORCENTUAL DEL ESTADO DE LAS 
DENUNCIAS EN LAS COMISARÎAS DE ENERO A JUNIO DEL 

AÑO 2000

48%

49%

3% Concluidas
Archivadas
En trámite
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investigaciones que concluyen en la no comisión de delito o falta95 o en la no 

identificación del responsable. 

 

Esta situación, en rigor, no debería ser muestra de irregularidad si de la 

conclusión de las investigaciones la autoridad policial llega al convencimiento de 

la inverosimilitud de la denuncia por violencia familiar o cuando, pese a las 

diligentes actuaciones efectuadas, no logra el esclarecimiento de los hechos. Sin 

embargo, si del contenido de los partes advertimos que las actuaciones policiales 

expresan una actuación pasiva que no contribuye al esclarecimiento de los 

acontecimientos ni mucho menos a la protección de las víctimas, sino por el 

contrario estarían conduciendo con su actuación a la victimización secundaria de 

las mujeres, la conclusión sobre la eficacia de la intervención policial, 

evidentemente, es otra.  

Con el propósito de contar con elementos suficientes que nos permitan elaborar 

un diagnóstico ajustado sobre la actuación de la Policía Nacional en la etapa de 

la investigación preliminar de los casos sobre violencia familiar en el Callao, 

hemos recopilado información respecto a los principales motivos por los que se 

han archivado las denuncias presentadas.  Para ello, hemos analizado el total de 

los partes policiales (653) elaborados por la Comisaría de la Mujer 

correspondientes al período enero a junio del 2000, tal como se muestra en el 

gráfico Nº 29. 
GRÁFICO Nº 29 

MOTIVO DE ARCHIVO EN PARTES POLICIALES DE LA COMISARÍA DE  LA MUJER 
CORRESPONDIENTE AL PERIODO ENERO – JUNIO DE 2000 

 
motivo de archivo Total Porcentajes 

no existe informe sicológico y no concurre la agraviada 154 23.60% 
no existe informe sicológico 146 22.40% 
no existe reconocimiento médico legal 103 15.70% 
no existe reconocimiento médico legal y no concurre la agraviada 91 13.90% 
no concurren ambos partes 69 10.60% 
no concurre la agraviada 68 10.40% 
Desistimiento 9 1.40% 
Agraviada/o no se ratificó 9 1.40% 
No concurre el agresor 4 0.60% 
Total 653 100.00% 

Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

                                                           
95 Debe advertirse que de acuerdo al inciso 2) del artículo 94ª de la Ley Orgánica del Ministerio Público corresponde 
a esta última institución la calificación del delito y no a las instancias policiales. 
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Es necesario advertir que en ninguno de los partes policiales se ha registrado la 

“conciliación de las partes” como una de las causas de archivo, circunstancia 

importante de tener en cuenta debido a que una de las principales dificultades 

que se ha venido enfrentando en el comportamiento policial para el tratamiento 

de la violencia familiar se debía, precisamente, a la práctica constante de 

conciliar a las partes96, no teniendo para ello ninguna facultad otorgada por la 

Ley97. 

 
De otro lado, la información contenida en el gráfico Nº 30 nos muestra que los 

motivos por los cuales la Policía ha archivado las denuncias pueden ser 

clasificados en tres grandes grupos. Un primer grupo que representa el 46% está 

dividido a su vez por dos causas, la no existencia del informe sicológico y la no 

concurrencia de la agraviada. Con un casi 30% se encuentra un segundo grupo, 

también dividido en dos motivos referidos a la no existencia de reconocimiento 

médico legal y la no concurrencia de la agraviada. En un tercer grupo relacionado 

con la víctima y el agresor, que representa el 21.6%, se aprecia que el motivo del 

archivo se debe a la no concurrencia de la agraviada, la no concurrencia del 

agresor y la no concurrencia de ambos. Finalmente, con un minoritario 2.8% 

tenemos un cuarto grupo clasificado como “otros” que registra como causas del 

archivo el desistimiento y la no ratificación de la agraviada. 
GRÁFICO Nº 30 

                                                           
96 La práctica policial de conciliar en materia de violencia familiar ha sido advertida en otros estudios realizados por la 
Defensoría del Pueblo. Cfr. Caro Maita, Ana María. “La Defensoría del Pueblo frente a la violencia familiar: Quejas 
respecto a la actuación policial” En: Sobre Género, Derecho y Discriminación. Defensoría del Pueblo – PUCP, Lima, 
1999, pp. 164 –165. 
97 Respecto a la facultad de la Policía para llevar a cabo la conciliación en materia de violencia familiar, debemos 
señalar que hasta el 22 de diciembre de 1999, ésta se ejercitaba entendiendo erróneamente la vigencia del anexo de 
la Directiva Nº 26 EMG-PNP/DIPOG-DSOP, que en su cuarto acápite sobre procedimientos de violencia familiar, 
establecía que en la intervención policial debía procurarse la conciliación de las parejas en conflicto.  Si bien a partir 
de la vigencia de la Ley Nº 27238, Ley Orgánica de la Policía Nacional del Perú, se reconoce la facultad de la Policía 
para intervenir como conciliador en los casos de conflicto que no constituyan delitos o faltas que alteren el orden y la 
tranquilidad pública; dicha facultad es inaplicable para los casos de violencia familiar, por cuanto tales actos no sólo 
atentan contra el derecho fundamental a la integridad sino también suponen delitos o faltas. 

CLASIFICACIÓN DE LOS ARCHIVOS

46,00%
29,60%

21,60%2,80%

no existe informe sicológico y no concurre la agraviada
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  Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Una primera aproximación a estos resultados nos lleva a la inmediata conclusión 

de que en tanto no haya una participación activa de la agraviada, no se obtiene 

un resultado eficaz de la investigación; vale decir, que el peso de las 

investigaciones policiales recae en la actuación de las víctimas de la violencia 

familiar y no en el impulso de la intervención policial que la Ley establece es “de 

oficio”. 

 

La lectura de los resultados evidencian también que los motivos de archivo se 

refieren, principalmente, a la “atención facultativa” y a la “concurrencia de las 

partes a la sede policial”, sobre las cuales, como veremos más adelante, se limita 

la actuación policial. 

 

Al referirnos a la “atención facultativa”, aludimos a los exámenes físicos y 

sicológicos a los que se somete a las víctimas de violencia familiar. Así, la 

existencia del reconocimiento médico legal supone la  evaluación médica a la que 

debe someterse la agraviada, quien muchas veces luego de presentar su 

denuncia ante la dependencia policial no acude a los centros de salud o a los 

consultorios del Instituto Médico Legal, a donde es derivada por la autoridad 

policial. Las razones de esta inasistencia podrían estar referidas a factores de 

orden económico, de estado emocional o de expectativa de una intervención 

policial que cese los actos de violencia familiar en su contra.  

 

Un factor de orden económico que podría impedir la asistencia de la agraviada al 

examen médico podría ser la carencia de medios económicos para su 

desplazamiento a los centros de salud. De otro lado, el estado emocional por el 

que atraviesa la víctima (de vergüenza o temor) también podría influir en la no 

continuación del trámite y la expectativa que tienen las denunciantes respecto a 

la actuación de la Policía podría verse frustrada al no recibir de parte de ésta 

medidas inmediatas que garanticen su integridad, contribuyendo esta situación a 

la no concurrencia al examen médico.  
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De la misma forma, para la elaboración del informe sicológico se requiere que la 

agraviada haya sido sometida previamente, a una evaluación que permita 

determinar su estado sicológico. En el caso de la Comisaría de la Mujer, la 

evaluación se realiza en la propia dependencia policial, la misma que cuenta con 

un área especializada que funciona desde el 29 de marzo de 1999. Sin embargo, 

según se nos ha explicado98, debido a la carencia de recursos humanos 

suficientes las víctimas de la violencia no son siempre atendidas el mismo día de 

interpuesta la denuncia, siendo citadas a la Policía en día diferente para la 

evaluación, diligencia que podría no estarse llevando a cabo por los mismos 

factores a los que hemos aludido con relación al examen médico legal. 

 

Con relación a la “no concurrencia de la víctima a la dependencia policial”, la 

información recogida en las delegaciones policiales advierte que los motivos por 

los cuales se cita a las denunciantes a concurrir a la dependencia policial en 

fecha diferente a la interposición de sus denuncias son: 

 

- porque la Policía no recibe su manifestación inmediatamente después de 

registrada su denuncia, 

- porque pese a haber recibido su manifestación, la autoridad policial no cuenta 

con el informe sicológico o con el reconocimiento médico legal. 

 

En el primer caso, la Policía luego de registrar la denuncia y hacer entrega a la 

agraviada de un documento para que sea sometida a la evaluación médica o 

sicológica (dependiendo si el tipo de violencia denunciado es físico o sicológico), 

la cita para su posterior retorno a la delegación policial a efecto de recibir su 

manifestación.  

 

El segundo caso se presenta cuando inmediatamente después de anotada la 

denuncia, se le cita para que acuda a la dependencia policial nuevamente por no 

haberse sometido al reconocimiento médico legal que permita a la Policía la 

definición del ilícito en falta o delito, o por no haber pasado la evaluación 

sicológica que permita la elaboración del informe sicológico. 

                                                           
98 Información proporcionada por el Mayor PNP Héctor Ramírez, Jefe del Servicio de Sicología de la Comisaría de la 
Mujer del Callao. 
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Los dos casos planteados merecen una reflexión distinta.  En primer lugar no 

resulta congruente con el carácter sumario de la indagación policial exigir a la 

agraviada que vuelva a la dependencia policial después de haber presentado su 

denuncia. 

 

Asimismo, siendo el reconocimiento médico legal la principal prueba para 

establecer la gravedad del daño físico ocasionado (en los casos de violencia 

física), es indispensable que éste se efectúe en tiempo oportuno a fin de lograr 

un resultado certero; por lo cual no resulta razonable ni eficaz que, en los casos 

en que la diligencia no se realiza dentro de los plazos que permita establecer la 

existencia de la lesión, la Policía requiera la presencia de la agraviada para 

llevarse a cabo el examen médico. 

  

En lo que respecta a la falta del informe sicológico como la causa principal del 

archivo de las investigaciones policiales, consideramos que existe una diferencia 

entre los casos de denuncia por violencia física y los de violencia sicológica que 

no está siendo suficientemente valorada por la autoridad policial.  

 

Un caso de violencia física supone una reacción más inmediata de parte de la 

agraviada, quien no tolerando el daño infligido acude a la dependencia policial a 

formular su denuncia, mientras que la denuncia por violencia sicológica supone, 

ya no la tolerancia de un acto dolorosamente tangible, sino la de una secuencia 

de actos que, en tanto no son visibles, no resultan “aparentemente” perjudiciales, 

pero que al arraigarse, no pueden sobrellevarse más, acudiendo a la institución 

policial a efecto de lograr el cese de tales actos y la ayuda para superar su 

situación. 

 

Por otra parte, debemos referir que del resultado de nuestro análisis llegamos a 

la conclusión de que el elevado porcentaje de denuncias archivadas está 

principalmente vinculado a la renuncia que hace la Policía a su tarea de 

mantener dinámico el curso de las investigaciones, máxime cuando de los partes 

policiales revisados no se aprecia que la autoridad policial haya efectuado alguna 

acción tendente a determinar las causas de la no concurrencia de la víctima, 
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limitándose únicamente a notificar la citación; lo que es evidentemente contrario 

al principio de impulso de oficio consagrado en la Ley de Protección frente a la 

Violencia Familiar.  Esta actitud poco oficiosa en la investigación del hecho 

denunciado se confirma también, cuando se advierte que son motivos para 

archivar las denuncias el desistimiento de la agraviada o la no ratificación de su 

denuncia. 

 

El alto porcentaje registrado de partes motivados en la no concurrencia de la 

agraviada (58.5%) a rendir su manifestación, que además conlleva la carencia de 

la prueba del reconocimiento médico legal y del informe sicológico (43.5%), 

denota la falta de impulso en la investigación por parte de la Policía.  

 

Para resumir, podríamos concluir en primer lugar que, en torno a la no 

concurrencia de la agraviada, la Policía debería procurar la recepción de la 

declaración inmediatamente después de recibida la denuncia, o en todo caso y 

cuando esto sea materialmente imposible, debería suplir su ausencia en la sede 

policial con la actuación de otras pruebas que le permitan el esclarecimiento de 

los hechos, entre ellas, la recopilación de mayor información en el entorno 

familiar y social de la agraviada, el cruce de información con otras entidades, por 

ejemplo, las DEMUNAs, comisarías, centros de salud, etc. 

 

En segundo lugar, con relación a la falta de actuación del reconocimiento médico 

legal y del informe sicológico, la Policía debería establecer los mecanismos 

internos necesarios para garantizar el cumplimiento de dichas diligencias. 

 

3.2.1.3. Efectiva protección de las víctimas de violencia familiar: las 
medidas de protección.- 
 
La protección a la integridad de las víctimas de violencia familiar es el primer 

objetivo de la Ley.  Para lograrlo, en la fase de investigación preliminar ha 

establecido como mecanismo la necesaria articulación de la labor desempeñada 

por la Policía Nacional y el Ministerio Público, a través de las Fiscalías de 

Familia, encargadas éstas de dictar las correspondientes medidas de protección. 
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A efecto de evaluar el cumplimiento de lo dispuesto por la Ley, se ha recogido 

información de los 624 atestados policiales elaborados por la Comisaría de la 

Mujer del Callao durante el período enero a junio del 2000. En dicha 

investigación, que aparece contenida en el gráfico Nº 31 se han consignado las 

diligencias actuadas por la Policía en cada una de las denuncias presentadas. 

 
GRÁFICO Nº 31 

ACTUACIONES EFECTUADAS SOBRE EL TOTAL DE 624 ATESTADOS POLICIALES 

 
Actuaciones  Total Porcentaje 
Manifestación de agraviada 624 100.0 % 
Certificado médico legal 350 56.0 % 
Agresor/a no habido 316 50.6 % 
Manifestación de agresor/a 308 49.3 % 
Examen sicológico 289 46.3 % 
Testimonio de testigos 9 1.4 % 
Allanamiento de domicilio 0 0 % 
Conocimiento fiscalía de familia 0 0 % 

Fuente: Información proporcionada por las comisarías 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Así, se puede concluir que las actuaciones “tipo” que efectuó el personal de la 

Comisaría de la Mujer fueron: la recepción de la declaración de la agraviada y del 

agresor, la evaluación sicológica y disponer el reconocimiento médico legal; y 

aunque en mucho menor grado, la recepción de la manifestación de los testigos. 

 

La Ley  no limita la actuación de la Policía Nacional a un determinado número de 

acciones, sino que, guardando coherencia con la tarea que le encomienda, 

dispone que para el esclarecimiento de los hechos pueda requerir  cuanto 

informe le sea menester recibir, con la única condición de la coordinación con el 

Ministerio Público para la solicitud de informes a las entidades privadas. Sin 

embargo, conforme se aprecia del gráfico antes citado, la Policía no efectúa nada 

más que las diligencias “tipo”, es decir, la recepción de la manifestación de la 

agraviada, del agresor y la orden del reconocimiento médico legal o del informe 

sicológico. Si promediáramos el número de actuaciones desarrolladas por la 

Policía con el total de los 624 atestados elaborados, obtendríamos como 

resultado que por cada denuncia que se presenta, se practican 3 diligencias 

aproximadamente. 
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No está dentro de la categoría de diligencias “tipo”, la recepción de las 

manifestaciones de testigos que, como se aprecia en el gráfico, sólo constituye el 

1.4% del universo de las actuaciones desarrolladas. Tampoco se aprecia que la 

Comisaría de la Mujer, en el ejercicio de sus atribuciones, haya requerido 

información sobre la posibilidad de denuncias anteriores a otras instituciones 

públicas o privadas, como las DEMUNAs, centros de salud, comisarías, centros 

de trabajo u otros, que le permitan una actuación más eficaz en la investigación 

de los hechos denunciados, limitando su capacidad de intervención y, por ende, 

de esclarecimiento de los actos de violencia familiar. 

 

Por otra parte, de la información recogida de los atestados elaborados por la 

Comisaría de la Mujer del Callao, se ha advertido que entre las acciones 

dispuestas para la investigación de cada una de las denuncias presentadas no se 

ha remitido comunicación a la Fiscalía de Familia ni se ha dictado en ninguno de 

los casos medidas conducentes a la protección de la víctima. 

 

El ejercicio regular de la función de brindar medidas inmediatas de protección a 

las víctimas de violencia familiar a fin de garantizar su integridad, se verían 

facilitadas si la Policía cumpliera con lo dispuesto por el artículo 6º del 

Reglamento del TUO de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, 

debiendo comunicar las denuncias recibidas a la Fiscalía de Familia. 

 

La situación hasta ahora mostrada debe conducirnos a la tarea urgente de 

revaluar los procedimientos que la Policía Nacional viene aplicando para la 

investigación de las denuncias por violencia familiar en el Callao y de generar el 

compromiso de otras instituciones para contribuir en la función que cumple la 

entidad policial. 

 

3.2.1.4. Remisión de los atestados policiales.- 
 
La Ley es precisa al establecer que el resultado de las investigaciones 

contenidas en los atestados policiales será remitido a la Fiscalía de Familia y a la 

Fiscalía Penal o al Juzgado de Paz Letrado, según se trate de delito o falta. 
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El gráfico Nº 32 refleja, sin embargo, que la Comisaría de la Mujer del Callao no 

ha observado el procedimiento establecido para la remisión de los atestados 

policiales. 

 

 

 
GRÁFICO Nº 32 

REMISIÓN DE LOS ATESTADOS POLICIALES POR PARTE DE LA COMISARÌA DE LA MUJER  

 

  

Para el presente análisis hemos tomado la muestra del 25% del total de 624 

atestados policiales elaborados por la Comisaría de la Mujer. 

 

En cumplimiento de lo dispuesto por la norma, la Comisaría de la Mujer debió 

remitir los 156 atestados a la Fiscalía de Familia y copia de éstos, divididos entre 

la Fiscalía Penal y el Juzgado de Paz Letrado dependiendo del hecho punible. 
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Sin embargo, tal como se advierte del gráfico, la Policía remitió 154 atestados a 

la Fiscalía de Familia, los dos restantes a la fiscalía Penal y copia de 81 

atestados remitidos a la Fiscalía de Familia fueron también enviados al Juzgado 

de Paz Letrado. 

 

Las consecuencias de este equívoco procedimiento respecto al envío efectuado 

a la Fiscalía Penal sin remitirse a la vez a la Fiscalía de Familia, impiden la 

prosecución de la investigación en las instancias fiscal y judicial familiar y la 

adopción, en consecuencia, de las medidas de protección y cautelares que 

permitan las restitución rápida de los derechos de las víctimas de violencia 

familiar.  

 

De otro lado, el gráfico permite apreciar lo que afirmáramos al referirnos a las 

dificultades de la intervención estatal en el tratamiento de los casos de violencia 

sicológica. En efecto, los atestados remitidos a la Fiscalía Penal y al Juzgado de 

Paz Letrado comprenden únicamente las denuncias por violencia física, en tanto 

que los restantes, que son casos por violencia sicológica, sólo fueron remitidos a 

la Fiscalía de Familia por carecer de los criterios médicos legales que permitan 

se determine su relevancia penal. 

 

 3.2.2. Respuesta de la Fiscalía de Familia.- 
 
La intervención del Ministerio Público en los casos de violencia familiar, ya sea a 

través de la Fiscalía de Familia o de la Fiscalía Penal, está inspirada y 

sustentada en la protección de la legalidad y del interés público, de acuerdo con 

el inciso 1) del artículo 159º  de la Constitución y con el artículo 1º del Decreto 

Legislativo Nº 052, Ley Orgánica del Ministerio Público. Como ya lo hemos 

resaltado, la intervención del Ministerio Público ocurre no sólo por considerar que 

la problemática de violencia familiar tiene relevancia penal – ya sea como delito o 

falta -, sino principalmente porque existen derechos fundamentales que deben 

ser protegidos. 
 

De allí que, nuestro ordenamiento reconozca el carácter protector de la 

intervención del Ministerio Público, que se expresa en la investigación del caso 
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concreto y la adopción de medidas de protección para la víctima; así como en las 

acciones de supervisión permanente a las dependencias policiales.  
 

De la información recogida se ha constatado que la Comisaría de la Mujer remitió 

a la Fiscalía de Familia, mediante atestado, 675 denuncias por violencia familiar 

en el año 1999 y 624 durante enero a junio del año 2000. Para analizar las 

medidas de protección adoptadas así como el tratamiento dado a las denuncias 

en esta instancia, se ha efectuado el seguimiento de 270 atestados del año 1999 

y  de 156 atestados del período enero a junio del 2000. 
 

3.2.2.1. Efectiva protección de las víctimas de violencia familiar: las 
medidas de protección.- 
  

La función principal que nuestro ordenamiento jurídico ha asignado a la Fiscalía 

de Familia es la atribución de dictar las medidas de protección inmediatas que la 

situación requiera o que solicite la víctima. 

 

Debemos recordar que las medidas de protección son medidas de carácter 

temporal, que estando destinadas a garantizar la integridad física, psicológica y 

moral de la víctima, tienen por objeto el cese de la violencia o evitar que ésta 

vuelva a realizarse. Como se aprecia, la trascendencia de la atribución 

reconocida al Ministerio Público está directamente relacionada con la finalidad y 

objeto de la Ley y, por ende, con los alcances de la política de protección del 

Estado. 

 

Por otro lado, nuestra investigación ha permitido constatar que en la etapa 

propiamente de intervención fiscal, tampoco se adoptan medidas de protección 

alguna.  

 

En efecto, de los casos materia de nuestra investigación se ha comprobado que 

en ninguno de ellos, ya sea del año 1999 como del año 2000, la Fiscalía de 

Familia ha ejercido la atribución que la Ley le reconoce. 
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Si bien podría argumentarse que dicha atribución es una facultad discrecional de 

la autoridad fiscal, se demostrará que aún en aquellos casos de mayor gravedad, 

y que en la Fiscalía Penal merecieron la denuncia correspondiente por delito de 

lesiones graves, tampoco la Fiscalía de Familia adoptó medida de protección 

alguna.  

 

3.2.2.2. Obligatoria culminación de la investigación fiscal: la conciliación y 
la interposición de la demanda.- 
 

Los gráficos Nº 33 al Nº 36, presentan el estado de las denuncias y las formas de 

conclusión de la intervención fiscal. 

 
GRÁFICO Nº 33 

CONCLUSIÓN DE LA INTERVENCIÓN FISCAL EN EL AÑO 1999 
 

Estado Nº 
Demanda 205 

Conciliación 24 
Archivada 19 
Trámite 8 

No ubicadas 14 
Total 270 

Fuente: Información proporcionada por el Ministerio Público 
   Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
GRÁFICO 34 
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Fuente: Información proporcionada por el Ministerio Público del Callao 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
GRÁFICO Nº 35 

CONCLUSIÓN DE LA INTERVENCIÓN FISCAL EN EL AÑO 2000 
 

Estado Nº 
Demanda 120 

Conciliación 31 
Trámite 4 

Desistimiento 1 
Total 156 

   Fuente: Información proporcionada por el Ministerio Público del Callao 
    Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 

 
 

GRÁFICO Nº 36 
 

 

 
Fuente: Información proporcionada por el Ministerio Público del Callao 

    Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
 

Una de las competencias principales otorgadas por la Ley al Fiscal de Familia es 

la de convocar y llevar a cabo la conciliación entre el agresor y la víctima con la 

finalidad, como la misma Ley lo establece, de buscar una solución que permita el 

cese de los actos de violencia, sin que ello importe, evidentemente, la 

legitimación de tales actos o la renuncia de derechos por parte de la víctima. 

 

En principio, debemos hacer algunas precisiones respecto a la conciliación en 

materia de violencia familiar.  La Ley de Protección frente a la Violencia Familiar 

ha establecido expresamente que es posible la conciliación entre el agresor y la 

víctima en esta materia, pudiendo realizarse este acto.  

FISCALÍA DE FAMILIA DEL CALLAO 2000

76%
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desistimiento
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La citada ley señala la facultad del Fiscal de Familia y del Juez de Familia (por 

remisión al Código de Niños y Adolescentes) para convocar y llevar a cabo la 

audiencia de conciliación99.  

 

En materia de conciliación realizada por la Fiscalía de Familia en el Callao, 

nuestra investigación ha permitido constatar que si bien el porcentaje de casos 

resueltos a través de este medio alternativo de solución de conflictos es reducido, 

como se aprecia de los gráficos N° 33 al Nº 36, se han evidenciado algunas 

deficiencias en los acuerdos conciliatorios relacionadas con la finalidad de la 

conciliación, la legitimación de los actos de violencia y la renuncia de derechos 

de la víctima. 

 

Por ejemplo, en el caso N° 906010701-1999-844-0, la agraviada fue agredida 

físicamente por su esposo por una supuesta “inconducta”. El acuerdo 

conciliatorio celebrado el 17 de enero del año 2000, contiene el arrepentimiento 

de la víctima y su obligación de asistir a una comunidad cristiana a fin de 

modificar su conducta y la invocación del agresor porque haya un cambio de su 

esposa a fin que los actos por ella cometidos no ocurran nuevamente. En el 

citado caso se aprecia que el Fiscal lejos de promover una solución para el cese 

de los actos de violencia, tiende a legitimar los actos del agresor sustentados en 

una “inconducta” de la víctima, obligando a esta última a asumir obligaciones a fin 

de evitar los actos de violencia. 

 

Otro ejemplo que muestra las deficiencias en la aplicación de la conciliación, lo 

hemos advertido en el caso N° 906010701-1999-169-0. De la lectura del acta de 

la audiencia de conciliación, se aprecia que la agraviada justifica la no 

concurrencia del agresor a la dependencia policial durante la etapa de 

investigación preliminar, asumiendo ella la responsabilidad por no haber hecho 

entrega a éste de las respectivas notificaciones, manifestando al Fiscal su deseo 

                                                           
99 En el caso de la conciliación extrajudicial, la Ley N° 26872, Ley de Conciliación establecía que la 
violencia familiar era materia conciliable en los Centros de Conciliación. Sin embargo, el Congreso de la 
República aprobó la Ley N° 27398, publicada en el diario oficial el Peruano el 13 de enero de 2001, 
dispositivo que ha modificado el artículo 6° de la Ley N° 26872 señalando que no procede la conciliación 
extrajudicial, entre otros supuestos, en los casos de violencia familiar. 
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de que la investigación concluya. Por su parte, el agresor traslada a la agraviada 

la responsabilidad por la existencia de conflictos en la relación, señalando que 

ella “es la que se altera por nada” y que él “sabe llevar la situación familiar”. 

Como se puede apreciar en el presente caso, el Fiscal, quien además al inicio de 

la diligencia exhortó a las partes a conciliar por “el bienestar de la familia y la 

existencia de los hijos”, permitió responsabilizar a la agraviada de los conflictos 

existentes, hecho que podría haberla condicionado a desear la finalización de la 

investigación. 

 

En este caso también se produce una legitimación de los actos de violencia del 

agresor cuando se acepta responsabilizar a la víctima por tales actos. Sin 

embargo, lo más relevante de este caso es la finalidad del “bienestar de la familia 

y de los hijos” que la conciliación persigue a criterio del Fiscal, modificando no 

sólo la finalidad que la propia Ley establece, sino además contrariando la 

jurisprudencia establecida por el Tribunal Constitucional, según la cual no se 

puede alegar la preservación del matrimonio y de la familia sacrificando el 

bienestar físico y psicológico de uno de los cónyuges100. 

 

A nuestro criterio, en ambos casos, las expresiones vertidas por las partes, 

demostrarían una situación de asimetría en la relación que se consolida con la 

forma como se aplica la conciliación,  más aún cuando se justifica la violencia en 

la conducta “irregular” o “alterada” de la agraviada; razones por las cuales 

consideramos que en estos casos el Fiscal no debería haber conciliado a las 

partes o, en su defecto, no debería haber permitido que la conciliación se 

efectuara en  los términos en que se produjo.  

 

El reducido porcentaje de casos resueltos mediante la conciliación y el elevado 

porcentaje de demandas presentadas por la Fiscalía de Familia (lo cual 

evidentemente es producto de no haberse alcanzado la conciliación o por 

frustración de la misma) permiten afirmar que este mecanismo no resulta muy útil 

para alcanzar una solución eficaz para los casos de violencia familiar. 

 

                                                           
100 Sentencia del Tribunal Constitucional del 29 de abril de 1997 (Exp. 018-96-I/TC) 
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De otro lado, la Ley establece expresamente que en caso de no alcanzar la 

conciliación o por frustración de la misma, el Fiscal debe interponer la demanda 

ante el Juez de Familia. 

 

Evidentemente, este deber de interponer demanda no alude a aquellas 

situaciones en las que, de la investigación preliminar efectuada se ha demostrado 

que la pretensión de la víctima carece de fundamento o cuando la víctima o su 

representante comunican al Fiscal su intención de interponer la demanda por su 

cuenta. El deber Fiscal de interponer demanda alude a que, salvo la conciliación, 

no cabe otra forma de conclusión de su intervención, lo que implica además que 

ante la falta de algún elemento de prueba de la violencia, el Fiscal debe llevar a 

cabo todas las actuaciones necesarias para conducir la investigación a un 

resultado. 
 

De los datos de nuestra investigación debemos resaltar que este deber se ha 

venido cumpliendo con regularidad. Como se puede apreciar (gráficos Nº 34 y Nº 

36) tanto en el año 1999 como en el 2000, la Fiscalía de Familia ha interpuesto 

demanda en el 76% de los casos que ha tomado conocimiento. 

 
Sin embargo, preocupa sobremanera la existencia de denuncias archivadas por 

motivos como el desistimiento de la víctima, su falta de interés o por no contar 

con el reconocimiento médico legal; por cuanto ninguno de los motivos alegados 

para el archivo son supuestos legales de conclusión de la investigación fiscal, y 

esencialmente, porque estas formas de conclusión no garantizan la eficacia de la 

intervención estatal. 

 

Respecto a los atestados remitidos en el año 1999 por la Comisaría de la Mujer  

y no ubicados en la Fiscalía de Familia (5%), podemos afirmar que ello revela la 

gran dificultad que ha existido para realizar un registro sistemático de las 

denuncias conocidas por la autoridad fiscal.  

 

Esta deficiencia en el registro podría contribuir a la vulneración del  derecho de 

acceso a la justicia en aquellos casos en que la víctima de la violencia o su 

representante hubieran solicitado a la Fiscalía copia de las piezas más relevantes 
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del expediente para iniciar el proceso judicial correspondiente, sin obtener la 

información solicitada. Sin embargo, también debemos hacer notar que estas 

dificultades no se han presentado en el periodo de enero a junio del 2000. 

 

3.2.2.3. Obligatoria visita a las dependencias policiales.- 
 
El artículo 17º del TUO de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar 

faculta expresamente al Fiscal Provincial para visitar periódicamente a las 

dependencias policiales con la finalidad de informarse sobre la existencia de 

denuncias por violencia familiar. 

 

El énfasis manifiesto en la Ley evidencia el rol director del Ministerio Público 

durante la investigación preliminar, permitiéndole evaluar la  actuación policial y 

subsanar las deficiencias en las que aquélla incurra.  

 

La revisión del cuaderno de visitas de la Fiscalía existente en la Comisaría de la 

Mujer, nos ha permitido constatar que en el año 1999 el Fiscal de Familia efectuó 

tan sólo siete visitas, en tanto que en el período de enero a junio del 2000 no 

cumplió con llevar a cabo visita alguna. El detalle de las visitas hechas aparece 

en los gráficos Nº 37 y Nº 38. 

 
GRÁFICO Nº 37 

CUADRO DE VISITAS EFECTUADAS POR EL FISCAL DE FAMILIA DURANTE EL AÑO 1999 
 

Año 1999 
 abril mayo junio jul ago sep oct nov dic 

FISCALÍA Semana Semana Semana  

 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4  
3ra F. P. F. C.   X           NO  SE EFECTUARON VISITAS  
3ra F. P. F. C.    X           
3ra F. P. F. C.    X           
3ra F. P. F. C.    X           
1ra F. P. F. C.      X         
1ra F. P. F. C.        X      
1ra F. P. F. C.            X  
 

• CABE RECORDAR QUE LA COMISARÍA DE LA MUJER EMPIEZA A FUNCIONAR A PARTIR DE MARZO DEL AÑO 1999 
Fuente: Información proporcionada por la Comisaría de la Mujer 

 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO Nº 38 

 
CUADRO DE VISITAS EFECTUADAS POR EL FISCAL DE  FAMILIA DURANTE EL AÑO 2000 

 
Año 2000 

enero febrero marzo abril mayo junio 
 
 

NO SE EFECTUARON VISITAS  
 
 
 
 

Fuente: Información proporcionada por la Comisaría de la Mujer 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Los motivos por los cuales se llevaron a cabo las visitas son diversos. Así, tal 

como se puede apreciar de las cuatro visitas efectuadas por el Fiscal de la 

Tercera Fiscalía de Familia durante el mes de abril de 1999, sólo una tuvo como 

propósito la revisión de los registros de denuncias por violencia familiar y la 

recepción de los gráficos estadísticos de denuncias. Con relación a las visitas 

efectuadas por el Fiscal de la Primera Fiscalía de Familia durante el mes de 

mayo de 1999, éstas tuvieron dos propósitos diferentes. Según aparece 

registrado en el cuaderno de visitas de la policía, la primera visita estuvo 

relacionada con la labor de supervisión de las actuaciones policiales, en tanto 

que la segunda visita se hizo con el fin de participar en la recepción de la 

manifestación de menores. Este último propósito fue la razón de la única y última 

visita del año llevada a cabo en el mes de junio por el representante del 

Ministerio Público. 

 
Las visitas registradas en la Comisaría de la Mujer demuestran que durante el 

año 1999 sólo en dos oportunidades la Fiscalía de Familia visitó la dependencia 

policial para informarse sobre las denuncias por violencia familiar.  

 
Sin embargo, en el supuesto no confirmado que en el total de visitas registradas 

en el año 1999, la Fiscalía de Familia haya cumplido con la función 

encomendada en materia de violencia familiar, debemos hacer notar que las 

referidas visitas sólo aluden al primer semestre de dicho año; apreciándose que 

en el segundo semestre no se encuentra registrada visita alguna para tal fin. 
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La gravedad de esta constatación es aún mayor, si se considera que en el año 

2000 no se registra ninguna visita en el primer semestre, lo que indica que desde 

de junio de 1999, la Fiscalía de Familia no realizó visita alguna para tomar 

conocimiento de las denuncias por violencia familiar, en evidente incumplimiento 

de lo preceptuado en la Ley y en evidente incumplimiento de su rol director y 

protector. 

 

Por otro lado, cabría hacer una precisión con relación a la continuidad de las 

visitas que debe realizar el Fiscal de Familia. Si bien la Ley hace referencia a 

visitas periódicas, la determinación de esta periodicidad debe ser objetiva, 

razonable y finalista. La objetividad conlleva al conocimiento real de la magnitud 

de denuncias por violencia familiar recibidas en las comisarías. La razonabilidad 

implica que, partiendo de aquel conocimiento objetivo, se defina en qué períodos 

de tiempo la intervención fiscal es eficaz. El carácter finalista supone que la 

intervención objetiva y razonable permite alcanzar las metas que la Ley pretende.  

 

Las elevadas cifras de violencia familiar en el Callao - que en promedio 

ascienden aproximadamente a nueve (9) denuncias diarias, la omisión por parte 

de la Policía Nacional para comunicar a la Fiscalía de Familia de las denuncias 

recibidas y, sobre todo, la finalidad estatal de brindar protección inmediata a la 

víctima de violencia; requiere que las visitas del Ministerio Público a las 

comisarías sean efectivamente periódicas. 

 
 
 
3.2.3. Respuesta del Juzgado Especializado de Familia.- 
 

La actuación del Juzgado Especializado de Familia está dirigida a alcanzar un 

resultado concreto que permita proteger a la víctima de futuras agresiones de 

similar naturaleza. 

 

De allí que la Ley haya señalado que la resolución judicial que pone fin al 

proceso debe determinar si han existido o no actos de violencia familiar, 

estableciendo las medidas de protección a favor de la víctima, el tratamiento que 
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ésta debe recibir, la reparación del daño; y en el caso del agresor, el tratamiento 

que se estime conveniente. El carácter tutelar de la función judicial es tal, que la 

ley deja abierta la posibilidad de que el Juez de Familia pueda agregar a su 

decisión los mandatos que aseguren la eficacia de las pretensiones exigidas y los 

derechos esenciales de la víctima. 
 

Como ya se ha mencionado, la Fiscalía de Familia interpuso demanda en el 76% 

de los casos que tomó conocimiento. Vale decir en el año 1999 interpuso 

demanda en 205 del total de 270 casos remitidos por la Comisaría de la Mujer y 

en el año 2000 hizo lo propio en 120 casos del total de 156 remitidos.  
 

Los gráficos Nº 39 al Nº 42, muestran el tratamiento dado a las demandas en los 

Juzgados de Familia, resaltando la casi inexistencia de sentencias judiciales y la 

conclusión de los procesos por abandono, situaciones que se evalúan a 

continuación. 
 
 

GRÁFICO Nº 39 
ESTADO DE LOS PROCESOS JUDICIALES SOBRE VIOLENCIA 

 FAMILIAR DEL AÑO 1999 
 

Estado del proceso Total de atestados 
Demandas con sentencia 1 
Demandas archivadas por abandono 179 
Demandas no ubicadas 25 
Total 205 

  Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Familia del Callao 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

GRÁFICO Nº 40 
 

 
   Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Familia del Callao 

 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

GRÁFICO Nº 41 
ESTADO DE LOS PROCESOS JUDICIALES SOBRE VIOLENCIA 

 FAMILIAR DEL PERIODO ENERO-JUNIO DEL AÑO 2000 
 

J U Z G A D O  D E  F A M I L I A  1 9 9 9

0 . 5 0 %

8 7 . 5 0 %

1 2 %

D e m a n d a s  c o n
s e n t e n c i a

D e m a n d a s  a r c h i v a d a s
p o r  a b a n d o n o

D e m a n d a s  n o  u b i c a d a s
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Estado proceso Número de atestados 
Demandas con Sentencia 0 
Demandas archivadas por abandono 54 
Pendiente 45 
No ubicadas 21 
Total 120 

Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Familia del Callao 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

GRÁFICO Nº 42 

  
Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Familia del Callao 
Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
 
3.2.3.1. Obligatoria conclusión del proceso: la protección de las 
pretensiones y los derechos esenciales de la víctima.- 
 

Los datos contenidos en nuestra investigación demuestran que en el año 1999, 

de las 205 demandas interpuestas por la Fiscalía de Familia sólo una  concluyó 

con sentencia; y que en el período de enero a junio del 2000, de las 120 

demandas ninguna ha concluido con sentencia. 

 

Resulta cuestionable que casi ninguno de los casos demandados se concluya en 

una sentencia que determine si ha existido o no violencia familiar. Es evidente, 

por tanto, que la actuación jurisdiccional no se traduce en la adopción de 

medidas de protección judicial y de tratamiento para la víctima, sus familiares y/o 

el agresor; ni en la determinación de la reparación del daño causado y/o de la 

pensión de alimentos; mucho menos en el ejercicio de aquella facultad 

discrecional que la Ley otorga al Juez para adoptar mandatos necesarios que 

aseguren la pretensión y los derechos esenciales de la víctima. 

 

 

JUZGADO DE FAMILIA PERIODO ENERO - JUNIO 2000

0%

45%

38%

17%
Demandas con Sentencia

Demandas archivadas por
abandono
Pendiente

No ubicadas



 102 

3.2.3.2. Aplicación del abandono en los procesos sobre violencia familiar.- 
 
Los datos advierten también que el mayor número de demandas sobre violencia 

familiar interpuestas por la Fiscalía de Familia, fue archivado por abandono. Así 

se aprecia, que en el año 1999 el 87.5% de estas demandas fueran declaradas 

en abandono mientras que en el periodo de enero a junio del 2000 esta cifra 

representa el 45%. Si bien aparentemente en el 2000 el porcentaje de demandas 

concluidas por abandono ha disminuido, debemos tomar en cuenta que en la 

actualidad se encuentran en trámite el 38% del total. 

 

La aplicación en los procesos sobre violencia familiar de la institución jurídica del 

abandono, propia del proceso civil, se hace a partir de la aplicación del artículo 

182º  del Código de los Niños y Adolescentes. 

 

En efecto, la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar establece que el 

proceso judicial se sigue en Proceso Único, según lo regulado por el Código de 

Niños y Adolescentes, cuerpo normativo que en su artículo 182º dispone que 

todas las cuestiones vinculadas a los procesos de contenido civil contempladas 

en él se rigen supletoriamente por lo dispuesto en el Código Procesal Civil.  

 

El artículo 346º del Código Procesal Civil regula la figura del abandono, 

señalando que éste procede cuando el proceso permanece en primera instancia 

durante cuatro meses sin que se realice acto que lo impulse. Ciertamente, por la 

naturaleza dispositiva del proceso civil basado en igual naturaleza de sus 

pretensiones,  el abandono, como forma de conclusión especial del proceso, 

encuentra justificación. 

 

Sin embargo, considerando el elevado número de procesos por violencia familiar 

que culminan por abandono, creemos necesario reflexionar sobre la aplicación de 

esta institución, teniendo en cuenta la naturaleza de los derechos que se 

protegen y la función tutelar de la intervención del Estado en la materia. 

 

Para ello, debemos considerar - a manera de precedente en materia de 

aplicación de la institución del abandono- el Acuerdo Nº 02-99 adoptado por el 
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Pleno Jurisdiccional Laboral 1999 de la Corte Suprema de Justicia, de carácter 

obligatorio para magistrados que conozcan materia laboral101. Dicho Acuerdo 

establece que “en el proceso laboral no procede la declaración de abandono, por 

lo que no se aplican supletoriamente las normas del Código Procesal Civil que 

regulan este instituto”. El citado Acuerdo agrega que “los jueces que administran 

la Justicia Laboral tienen la responsabilidad de cumplir  eficazmente con la 

obligación que les impone el Artículo I del Título Preliminar de la Ley Procesal del 

Trabajo sobre la dirección e impulso del proceso a fin de obtener la resolución de 

las causas en el menor tiempo posible”. 

 

Los fundamentos de dicho acuerdo son dos: uno, la naturaleza de los derechos 

que se discuten en el proceso laboral y el otro, el deber que tiene el juez de 

impulsar el proceso. En el primer caso, el Acuerdo considera que no es posible la 

aplicación supletoria del Código Procesal Civil por cuanto los derechos que se 

discuten en el proceso laboral son de distinta naturaleza. En el segundo, se 

destaca lo dispuesto por el artículo 5º de la Ley Orgánica del Poder Judicial que 

obliga al juez a impulsar el proceso de oficio, salvo reserva procesal expresa que 

la Ley Procesal del Trabajo no contempla. 

 

Considerando lo expuesto y destacando, que los actos de violencia familiar 

vulneran derechos constitucionales, que el diseño normativo de protección frente 

a la violencia familiar obliga a una participación oficiosa de la Policía Nacional y 

tuitiva del Ministerio Público; sería conveniente una modificación legislativa que 

expresamente considerara la improcedencia del abandono como forma 

anticipada de conclusión de los procesos sobre violencia familiar.  

 

El hecho que en el 87.5% de las demandas presentadas en el año 1999 y en el 

45% de las del 2000 se haya aplicado el abandono como forma de conclusión, 

plantea la urgencia de la modificación planteada y un cambio de actitud de parte 

del juzgador frente a la problemática de la violencia familiar. 

 

 

                                                           
101 Declarado de carácter obligatorio por Resolución  Administrativa Nº 05-99-SCS/CSJR publicada el 10 de 
noviembre de 1999 en el diario oficial El Peruano. 



 104 

3.2.4. Respuesta de la Fiscalía Provincial en lo Penal.- 
 
3.2.4.1. Conocimiento de las denuncias por parte del Ministerio Público.- 
 
De los 624 atestados policiales elaborados por la Comisaría de la Mujer en el 

período enero a junio del año 2000, se ha constatado que sólo ocho fueron 

remitidos a la Fiscalía Provincial en lo Penal del Callao. 

 

De las ocho denuncias, sólo una fue derivada también por la Comisaría de la 

Mujer a la Fiscalía de Familia. Debemos recordar al respecto, que según lo 

establecido por la Ley, la Policía Nacional deberá cursar a la Fiscalía de Familia 

todos los atestados policiales que elabore como consecuencia de una 

investigación por violencia familiar; asimismo, del conjunto de los atestados 

confeccionados remitirá a las Fiscalías Provinciales en lo Penal competentes 

aquellos en los que, del resultado de la investigación, se concluya en la 

existencia de delito, y los que constituyan faltas serán enviados a los Juzgados 

de Paz Letrados correspondientes.  

 

Como puede apreciarse, la Comisaría de la Mujer no procedió adecuadamente 

con la remisión de la documentación. Esta falla no sólo es relevante en tanto 

importa un incumplimiento expreso de la norma, sino por cuanto impide la 

adopción de medidas de protección por parte de la Fiscalía de Familia, tal y como 

se podrá comprobar más adelante. 

 

3.2.4.2. Efectiva protección de las víctimas de violencia familiar: las 
medidas de protección.-  
 
De otro lado y para el análisis de cada uno de los ocho expedientes iniciados, 

hemos tenido especial interés en examinar la actuación de la Policía y de la 

Fiscalía de Familia durante la etapa de investigación preliminar, con la finalidad 

de determinar la existencia de medidas de protección dictadas en favor de la 

agraviada, el nivel de participación de la Fiscalía de Familia y la comunicación 

cursada por la Policía informando a ésa la existencia de la denuncia presentada.  
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Entre los ocho casos ventilados por las Fiscalías Provinciales en lo Penal del 

Callao, existen cinco de ellos en que las lesiones inferidas han significado la 

fractura de los huesos de la nariz, uno la fractura del cuello de la agraviada, otro 

que importa la fractura de la última vértebra sacra de la agraviada y el último 

relacionado con la existencia de corte en la pierna de la víctima y presencia de 

hematomas.   

 

Como “excusa” de las lesiones ocasionadas, se señala la negativa de la 

agraviada a mantener relaciones sexuales con el agresor, el desagrado de éste 

por la comida preparada por la agraviada o por no servirla a los hermanos, la 

demora de la agraviada en llegar del trabajo o el comportamiento “inadecuado” 

en una reunión social, o inclusive “echar agua” al vehículo del agresor o no abrirle 

con brevedad la puerta del domicilio.  

 

La desproporción evidente entre la acción de la agraviada y la reacción del 

agresor evidencian la inequitativa relación existente entre las partes, situación 

que al parecer no fue debidamente valorada  durante la etapa de la investigación 

preliminar, ya que en ninguno de estos casos se ha dictado medidas de 

protección alguna.  

 

La responsabilidad funcional, sin embargo, no sólo recae en la autoridad policial, 

que como ya se ha apreciado anteriormente no ha cumplido con informar a la 

Fiscalía de Familia de la existencia de las denuncias formuladas, en especial de 

estas ocho denuncias, sino también en el representante del Ministerio Público, 

que no ha cumplido con visitar las comisarías durante el primer semestre del año 

2000. 

 

La imposibilidad material de haberse dictado medidas de protección en favor de 

cualquiera de las agraviadas de estos ocho casos, sobre todo de aquéllos en los 

que las lesiones les han significado la fractura del cuello o la fractura de la última 

vértebra sacra, se ve agravada cuando además se advierte que de estos ocho 

casos sólo uno fue remitido también por la Comisaría de la Mujer a la Fiscalía de 

Familia. 
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Cabe destacar sobre este último aspecto, que aún cuando no se encuentra 

regulado, en uno de los ocho procesos instruidos, la Fiscalía en lo Penal ha 

remitido a la Fiscalía de Familia copia de la denuncia a efecto de actuarse con 

arreglo a lo dispuesto por la Ley. 

   

3.2.4.2. Valoración de los hechos y configuración del tipo penal.- 
 
También ha sido parte de nuestro análisis verificar el cumplimiento de los plazos 

procesales, revisar la valoración de los hechos y estudiar las disposiciones 

legales vigentes para la determinación del tipo penal, según los contenidos de los 

dictámenes fiscales acusatorios. 

 

De las ocho denuncias penales presentadas en el período de enero a junio del 

2000, tres fueron formuladas en el mes de enero, dos en febrero, dos en el mes 

marzo y una en el mes de abril. En la actualidad los ocho expedientes cuentan 

con dictamen acusatorio, siendo el tiempo promedio de duración de la 

investigación de diez meses, contados desde la presentación de la denuncia en 

la comisaría hasta el dictamen acusatorio del Fiscal Penal; aunque ninguno de 

los procesos cuenta aún con sentencia judicial. 

 

De otro lado, con relación al tipo penal instruido, debemos señalar que de los 

ocho casos, dos se iniciaron en sede judicial sin considerar la circunstancia 

agravante tipificada en la Ley Nº 26788. Uno de ellos debido a que a la fecha de 

ocurridos los hechos no existía relación de convivencia entre el agresor y la 

víctima102. El otro, por una omisión en la calificación del ilícito penal por parte del 

Fiscal103. Los casos restantes se iniciaron cumpliéndose con lo dispuesto por la 

citada Ley. 

 

Al respecto, la Ley Nº 26788 publicada en el diario oficial El Peruano el 16 de 

mayo de 1997, dispuso la incorporación en el Capítulo III del Título I del Código 
                                                           
102 Expediente Nº 216-2000 de la 6ta. Fiscalía Provincial en lo Penal del Callao. Como se ha señalado en este caso 
los sujetos eran ex convivientes. Al respecto y aunque no es materia de análisis de la presente investigación 
debemos precisar que mediante Ley Nº 27306 publicada el 15 de julio del 2000 se incorporó a los ex cónyuges, ex 
convivientes y a quienes hayan procreado hijos en común (independientemente que convivan o no al momento de 
producirse la violencia) como sujetos entre los cuales se puede producir violencia familiar. Sin embargo, esta 
modificación no ha operado en el ámbito penal para la aplicación de la circunstancia agravante del delito de lesiones. 
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Penal, de los artículos 121º-A y 122º-A, mediante los cuales se cualificaron  los 

artículos 121º y 122º que contemplan los delitos de lesiones graves y lesiones 

leves, respectivamente.  

 

De acuerdo a esta reforma se agrava la figura del delito de lesiones cuando el 

daño a la persona se comete siendo el sujeto activo del ilícito el cónyuge, 

conviviente, ascendiente, descendiente natural o adoptivo, o pariente colateral de 

la víctima.  

 

Con relación a lo normado por el artículo 121º del Código Penal que tipifica el 

delito de lesiones graves, la pena privativa de libertad es no menor de tres ni 

mayor de ocho años, en tanto que, con la reforma dispuesta por la Ley Nº 27688, 

la pena aplicable no deberá ser menor de cinco años ni mayor de diez. Entre los 

actos que tipifican esta conducta delictuosa se encuentran aquellos que 

ocasionen daño a la salud individual, física o mental de una persona que requiera 

treinta o más días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa.  

 

Por su parte, las lesiones leves tipificadas por el artículo 122º, son aquellas que 

causan un daño en el cuerpo o en la salud de la víctima y que requieran más de 

diez y menos de treinta días de asistencia o descanso, según prescripción 

facultativa; siendo la pena aplicable no mayor de dos años y con sesenta a ciento 

cincuenta días multa. En el caso de la pena con la agravante establecida por la 

Ley Nº 26788, la condena no podrá ser menor de tres ni mayor de seis años de 

pena privativa de la libertad. 

 

Con el propósito de contar con información gráfica que nos permita una visión en 

conjunto del comportamiento de las Fiscalías en lo Penal que han tenido 

competencia en la investigación de los ocho casos remitidos por la Comisaría de 

la Mujer, se ha preparado el  gráfico Nº 43 que se aprecia a continuación. 
 
 
 
 

                                                                                                                                                                                            
103 Expediente Nº 367-2000 de la 1era. Fiscalía Provincial en lo Penal del Callao 
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GRÁFICO Nº 43 
 

 Expediente F. P. P. C. Lesión y 
resultado del 

RML 

Tipo 
penal 

instruido 

Mínimo y 
máximo de 
pena con 
agravante 
 Ley 26788  

Vinculo de 
parentesco del 

agresor 

Pena solicitada 
según dictamen 

fiscal 
acusatorio 

Motivo de la violencia 

1 367-2000 1ra F. P. P. 
C. 

Fractura de cuello 
escápula derecha. 

(15 x 60) 

121 5 a 10 años Hijo 3 años Demora de agraviada en abrir 
puerta de domicilio 

2 486-2000 1ra F. P. P. 
C. 

Fractura de la 
nariz y excoriación 

en rostro. 
(05 x 15) 

122-A 3 a 6 años conviviente 1 año Negativa de la agraviada a 
mantener relaciones sexuales 

3 688-2000 3ra F. P. P. 
C. 

Fractura de última 
vértebra sacra. 

(05 x 30) 

122-A 3 a 6 años esposo 3 años Arrojo de agua a vehículo del 
agresor  

4 739-2000 3ra F. P. P. 
C. 

(denuncia) 
6ta F.P.P.C 

(acusa) 

Fractura de la 
nariz. 

(05 x 15) 

122-A 3 a 6 años esposo 3 años Demora de agraviada en 
regresar del trabajo a su casa 

5 1555-2000 3ra F. P. P. 
C. 

Fractura de la 
nariz. 

(05 x 15) 

122-A 3 a 6 años esposo 2 años Negativa de la agraviada a 
servir comida a hermanos del 
agresor 

6 168-2000 6ta F. P. P. 
C. 

Fractura de la 
nariz. 

(05 x 15) 

122-A 3 a 6 años conviviente 5 años Desagrado por comida 
preparada por agraviada 

7 216-2000 
 

6ta F. P. P. 
C. 

Corte de dos 
centímetros en la 

pierna y 
hematomas. 

(02 x 07) 

122 1 día a 2 
años * 

 ex conviviente 2 años Negativa de la agraviada a 
mantener relaciones sexuales 

8 1274-2000 6ta F. P. P. 
C. 

Fractura de la 
nariz. 

(05 x 15) 

122 -A 3 a 6 años Conviviente 3 años Desagrado por actitud de la 
agraviada en reunión social 

* La Ley Nº 27306 incorporó a los ex convivientes como sujetos entre los cuales se puede producir violencia familiar. Sin embargo, esta modificación no ha 
operado en el ámbito penal para la aplicación de la circunstancia agravante del delito de lesiones. 
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Como puede apreciarse del referido gráfico, en todos los casos las relaciones de 

parentesco o convivencia se encuentran acreditadas entre las partes104.  Sin 

embargo, pese a la existencia de la Ley Nº 26788, vigente al momento de la 

comisión de los hechos, el caso Nº 1 de la Primera Fiscalía Provincial en lo Penal 

del Callao ha sido abierto sin contemplarse la agravante establecida por la citada 

Ley.  Esta falla en su aplicación resulta manifiesta en la solicitud de la pena 

requerida por el Ministerio Público. 

 

En efecto, en el caso Nº 1 correspondiente al expediente 367-2000, la agraviada, 

madre del agresor, hombre de 30 años, fue agredida por éste por no haberle 

abierto rápidamente la puerta del domicilio. El daño físico ocasionado, de 

acuerdo al reconocimiento médico legal, fue la fractura del cuello - escápula 

derecha, con una atención médica de 15 días por 60 días de incapacidad para el 

trabajo. La pena solicitada por el Ministerio Público fue de 3 años, en tanto que 

de acuerdo a la Ley Nº 26788, la pena debió ser de cinco años como mínimo. 

 

Sin embargo, el incumplimiento en la aplicación de la Ley Nº 26788 tanto al 

formalizarse la denuncia fiscal como al dictarse el correspondiente auto de 

apertura de instrucción, no es la única deficiencia advertida. Conforme puede 

apreciarse en los casos Nº 2 y Nº 5, referidos a los expedientes 468-2000 de la 

Primera Fiscalía Provincial en lo Penal del Callao y 1555-2000 de la Tercera 

Fiscalía Provincial en lo Penal del Callao respectivamente, las penas solicitadas 

por el Ministerio Público se encuentran por debajo del mínimo de la pena que 

establece la Ley Nº 26788 para el caso de los delitos por lesiones leves, aún 

cuando en ambos casos se ha abierto instrucción con la modificatoria del tipo 

penal agravado.  

 

Sobre este particular es importante señalar que, de acuerdo a la legislación penal 

vigente, procede la aplicación de la pena a límites inferiores al mínimo legal sólo 

en los casos de responsabilidad atenuada o de imputabilidad restringida a que 

aluden los artículos  21º y 22º del Código Penal, así como en los casos de 
confesión sincera, conforme lo establece el artículo 136º del Código de 

                                                           
104 En el caso Nº 7, la relación de ex convivencia entre el agente y la víctima no configura la agravante establecida en 
los artículos 121-A y 122-A del Código Penal. 
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Procedimientos Penales. También es necesario tener en cuenta el deber que 

asiste a todo magistrado o magistrada de imponer las penas en la forma 

establecida por la ley. 

  

De otro lado, en la revisión de los procesos instruidos se ha advertido que el caso 

Nº 3, referido al expediente Nº 688-2000 de competencia de la Tercera Fiscalía 

Provincial en lo Penal del Callao, se ha cometido un error en la tipificación del 

hecho punible, formalizando denuncia por delito de lesiones leves.  En efecto, 

como consecuencia de una pelea sostenida entre las partes, la agraviada, 

esposa del agresor, arrojó agua al vehículo de éste, quien en reacción la agredió 

propinándole una patada en la espalda. Como resultado de las lesiones inferidas, 

el reconocimiento médico legal arrojó una fractura en la última vértebra sacra, 

prescribiéndosele 5 días de atención facultativa por 30 de descanso.  

 

Tal como ya se ha señalado, en el caso del delito de lesiones graves, el daño 

deberá requerir la asistencia facultativa o el descanso de treinta o más días, 

mientras que en el caso de las lesiones leves, el daño ocasionado deberá 

requerir menos de treinta días de asistencia facultativa o descanso.  En el 

expediente 688-2000, la incapacidad para el trabajo fue de 30 días, 

comprometiendo la lesión un órgano importante para la movilidad; sin embargo, 

pese a tales circunstancias el ilícito no fue considerado una lesión grave sino sólo 

una lesión leve.  

 

3.2.5. Respuesta de los Juzgados de Paz Letrados.- 
 
El artículo 8º del TUO de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, ha 

previsto que el resultado de la investigación policial sea remitido a la Fiscalía 

Penal o al Juez de Paz Letrado respectivamente. 

 

En el caso de faltas por violencia familiar éstas se encuentran contempladas en 

el Libro Tercero del Código Penal como faltas contra la persona. El artículo 441° 

del referido código señala que aquél que por cualquier medio, causa a otro una 

lesión dolosa que requiera hasta diez días de asistencia o descanso, según 

prescripción facultativa, será reprimido con prestación de servicio comunitario de 
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veinte a treinta jornadas, siempre que no concurran circunstancias que den 

gravedad al hecho en cuyo caso será considerado como delito. 

 

La información contenida en nuestra investigación demuestra que del total de 

atestados derivados por la Comisaría de la Mujer a los Juzgados de Paz Letrados 

del Callao tanto en 1999 como en el 2000, aproximadamente el 50% han sido 

archivados por prescripción, conforme se puede apreciar de los gráficos Nº 44 al 

Nº 47. 

 
GRÁFICO Nº 44 

ESTADO DE LOS PROCESOS SOBRE VIOLENCIA 
 FAMILIAR SEGUIDOS EN LOS JUZGADOS DE PAZ LETRADOS 

 EN EL AÑO 1999 
 

Pendiente 3 
Conciliación 8 
Desistimiento 1 
Prescripción 50 
Sentencia 16 
No ha lugar 3 
No ubicados 27 
Total 108 
Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Paz Letrados del Callao 

  Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

GRÁFICO Nº 45 

 
  Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Paz Letrados del Callao 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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GRÁFICO Nº 46 
ESTADO DE LOS PROCESOS SOBRE VIOLENCIA 

 FAMILIAR SEGUIDOS EN LOS JUZGADOS DE PAZ LETRADOS 
 ENTRE  ENERO Y JUNIO DEL AÑO 2000 

 
Pendientes 10 
Conciliación  2 
Desistimiento 2 
Prescripción 23 
Sentencia 5 
No ubicadas 2 
No ha lugar para iniciar proceso 9 
Total 53 

Fuente: Información proporcionada por los Juzgados de Paz Letrados del Callao 
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
GRÁFICO Nº 47 

 
 

 

 
3.2.5.1. La prescripción de la acción.- 
 
 
El artículo 440° del Código Penal establece que para el caso de faltas, el plazo 

ordinario para la prescripción de la acción es de seis meses.  

 

La referida norma señala también que son aplicables a las faltas  las 

disposiciones contenidas en el Libro Primero del referido código, por lo cual, 

debemos entender que el plazo de prescripción de la acción se computa desde el 

momento en que se consumó la falta, interrumpiéndose sólo con la intervención 
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judicial105.  En todo caso, resulta aplicable el párrafo cuarto del artículo 83° del 

Código Penal que establece que la acción penal prescribe, cuando el tiempo 

transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción, vale decir 

que en todos los casos, el plazo de prescripción del ilícito de faltas es de nueve 

meses. 

 

En el caso de faltas por violencia familiar, por tanto, la prescripción de la acción 

se puede producir por inacción de la agraviada, quien no denuncia el hecho 

dentro del plazo de seis meses; por inacción de la Policía Nacional en la remisión 

del atestado al Poder Judicial dentro del plazo de seis meses; por falta de 

impulso del Poder Judicial, que pese a que la agraviada y la Policía accionan en 

tiempo oportuno, deja transcurrir los seis meses; o por dilación de la Policía y del 

Poder Judicial, los que con su actuación permiten que transcurra el plazo 

extraordinario de nueve meses. 

 

Nuestra investigación permite constatar que las mujeres víctimas de violencia 

familiar denuncian inmediatamente estos hechos y que, por lo general, la policía 

cumple con remitir oportunamente los atestados a los juzgados de paz letrados. 

Esto demostraría que, en el mayor número de casos, la prescripción ocurre en el 

transcurso del propio proceso judicial.  

 

Un ejemplo de ello lo constituyen los diez procesos que a la fecha de recopilación 

de la información (enero del 2001) se encontraban pendientes desde enero, 

mayo, junio y julio del 2000, los mismos que a dicha fecha ya habrían prescrito; 

elevando con ello el número de procesos archivados por tal motivo. 
  

3.2.5.2. La facultad del Juez de Paz en materia de violencia familiar.- 
 

La modificación al artículo 441° incorporada por el artículo 2° de la Ley N° 26788, 

nos permite afirmar que en materia de violencia familiar el criterio del juez para 

determinar el tipo de lesión a la salud y su tratamiento jurídico penal, es más 

amplio que la simple consideración de los días de asistencia o descanso médico. 

                                                           
105 El artículo 83° del Código Penal establece que la prescripción de la acción se interrumpe con las actuaciones del 
Ministerio Público o de las autoridades judiciales. En el caso de  faltas, no interviene el Ministerio Público sino tan 
sólo el Poder Judicial. 
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En  efecto, el artículo 441º del Código Penal  ha establecido que cuando 

concurran circunstancias que den gravedad al hecho, éste será considerado 

como delito. El segundo párrafo del mencionado artículo considera como 

circunstancias agravantes: 

 

- Cuando la víctima es menor de catorce años y el agente es el padre, madre, 

tutor, guardador o responsable de aquella, y 

- Cuando sean los sujetos a que se refiere el artículo 2° de la Ley N° 26260, 

Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, dependiendo del criterio del 

juez. 

 

Respecto a la segunda circunstancia agravante habría que destacar que su 

aplicación estaría afectando el principio de legalidad.  Esta observación es 

relevante por cuanto la información recogida en el año 2000 ha permitido apreciar 

que los Jueces de Paz Letrados no ejercitan dicha facultad.  
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  CONCLUSIONES 
 

1. El índice de violencia familiar, tanto física como sicológica, constituye uno de 

los ilícitos más denunciados en la Provincia Constitucional del Callao. Este 

tipo de violencia afecta principalmente a las mujeres, constatación que 

reafirma la tesis de que la violencia familiar es una violencia de género que 

evidencia el desequilibrio de poder existente en las relaciones entre hombre y 

mujer. Durante el año 1999, el 74% de las denuncias recibidas en las 

Comisarías de La Mujer, Carmen de La Legua, la Legua y Mi Perú de la 

Provincia Constitucional del Callao correspondió a actos de violencia familiar 

contra la mujer. En el año 2000 ese porcentaje se elevó a 93%. 

 

2. El elevado número de denuncias registradas a nivel policial por violencia 

familiar en el Callao demuestra la existencia de una mayor conciencia de que 

aquélla importa la vulneración de derechos que afectan la calidad de vida de 

las víctimas, así como del rol que debe desempeñar el Estado en la 

protección y restitución de derechos.  

 

3. Si bien se demuestra la alta incidencia de violencia familiar contra la mujer en 

el Callao, la real magnitud del fenómeno todavía no es conocida, por cuanto 

la información estadística existente en las instituciones sujetas a análisis 

resulta insuficiente y confusa. Cualquier acción tendente a ejecutar políticas 

institucionales eficaces de lucha contra la violencia familiar requiere de la 

existencia de datos fidedignos que permitan la comprensión de la verdadera 

dimensión del problema y la calidad de la respuesta institucional brindada. De 

esta forma se podrían diseñar y ejecutar estrategias específicas y eficaces a 

cada situación.  

 

4. Los mayores esfuerzos en la compilación de la información sobre las 

denuncias por violencia familiar se aprecian en la Policía Nacional. La 

sistematización de la información por parte del Ministerio Público resulta muy 

general y poco articulada pues no permite apreciar la respuesta dada, tanto 

en los concerniente a las medidas de protección dictada como a la 
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persecución penal cuando la violencia familiar constituye delito.  Por su parte, 

la sistematización de la información del Poder Judicial es aún muy incipiente, 

constatándose incluso que un considerable número de expedientes no fueron 

ubicados.  

 

5. Se han advertido deficiencias relacionadas con la intervención estatal en la 

protección de las víctimas de violencia sicológica y en la sanción a los 

agresores causantes de tal daño. No existen criterios médico legales para 

determinar la gravedad de la lesión a la salud mental de la víctima, lo que 

impide determinar la magnitud del daño y la relevancia penal del acto o actos 

causantes; situación especialmente relevante si se tiene en cuenta que el 

índice de violencia sicológica representa casi el 50% del total de denuncias 

por violencia familiar registradas en el Callao. 

 

6. Otra deficiencia advertida en la organización estatal para la atención de los 

casos por violencia sicológica en el Callao, es la carencia de recursos 

humanos suficientes para la atención de las víctimas en las dependencias 

policiales. Queda demostrado que en el Callao, la Comisaría de la Mujer es la 

única dependencia policial en la que hay personal para atender este tipo de 

denuncias, aunque en forma todavía insuficiente. Este hecho limita la 

actuación de las demás dependencias, con la consecuente omisión por parte 

del Estado de acciones inmediatas de atención a las víctimas. 

 

7. En el Callao, la práctica policial, fiscal y judicial nos demuestra la existencia 

de trabas institucionales que impiden la justa solución a  los casos concretos, 

trabas que pueden apreciarse en el enfoque formalista de su actuación, en la 

legitimación de los actos de violencia de género que se produce en la 

instancia fiscal o en la falta de respuesta jurisdiccional acorde con las 

exigencias planteadas. 

 

8. La alta incidencia de casos archivados por la falta de impulso de oficio de 

parte de la Policía Nacional; el incumplimiento de la función de dirección en 

las investigaciones preliminares por parte del Ministerio Público y la ausencia 

de la actuación fiscal durante el proceso judicial; así como, el mayoritario 
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porcentaje de casos declarados en abandono o respecto a los cuales ha 

operado la prescripción  en el Poder Judicial, son muestra de que en la 

práctica las víctimas de violencia familiar no reciben protección. 

 

9. Se ha constatado que la conciliación ante el Ministerio Público ha  servido 

para “justificar” los actos de violencia en la propia conducta de la víctima, 

imponerle compromisos para evitar futuros actos de violencia o superponer el 

interés familiar al ejercicio de sus derechos fundamentales. La actuación del 

Ministerio Público en estos términos no contribuye al goce y ejercicio en 

condiciones de igualdad de los derechos humanos de las mujeres víctimas de 

la violencia familiar.   

 

10. Se ha constatado el exceso de formalismo de la Policía Nacional para llevar a 

cabo las investigaciones preliminares, el incumplimiento de su obligación de 

comunicar al Ministerio Público la existencia de denuncias por violencia 

familiar, así como una actuación equivocada en la remisión de los atestados a 

la Fiscalía de Familia. 

 

11. La falta de supervisión por el Ministerio Público de las investigaciones 

practicadas por la Policía, la ausencia de medidas de protección dictadas en 

favor de las víctimas, el incumplimiento de las visitas periódicas a las 

dependencias policiales, así como la errónea calificación de los hechos 

constitutivos de un delito, denotan la debilidad de la respuesta institucional 

para combatir la violencia familiar.  

 

12. La ausencia de sentencias judiciales que declaren la existencia de violencia 

familiar y que establezcan las medidas de protección y de tratamiento a favor 

de las agraviadas y de su familia, así como el resarcimiento por el daño 

cometido y las medidas de rehabilitación necesarias para el agresor, 

confirman la ineficacia  de la ley para combatir la violencia familiar. 

 

RECOMENDACIONES 
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1. RECOMENDAR al Jefe de la Sub Región de la Policía Nacional en el Callao 

que, en el cumplimiento de la función de investigación de las denuncias 

presentadas por violencia familiar, disponga que todas las dependencias 

policiales: 

 

1.1. Den cuenta, mediante comunicación escrita a las Fiscalías de Familia del 

Callao, de todas y cada una de las denuncias recibidas por violencia 

familiar; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6º del Reglamento 

de la Ley Protección frente a la Violencia Familiar, aprobado por Decreto 

Supremo Nº 002-98-JUS. 

1.2. Reciban la manifestación de la agraviada y dispongan se realice la 

evaluación médica en el mismo día que se presenta la denuncia, 

conforme a lo dispuesto por el inciso d) del artículo 3º del Texto Único 

Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar, aprobado por D.S.Nº 006-97-JUS. 

1.3. No exijan la ratificación de la denuncia y no admitan el desistimiento de la 

agraviada, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 6º del Texto Unico 

Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar, y por el artículo 9º de su Reglamento. 

1.4. Cumplan con remitir elaborados todos los atestados y partes  policiales a 

las Fiscalías de Familia del Callao, de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 8º del Texto Unico Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de 

Protección frente a la Violencia Familiar, y el artículo 10º del Reglamento. 

 

2. RECORDAR a los magistrados y magistradas del Ministerio Público del 

Callao que de esta institución tiene la función de aprobar y, de ser el caso, 

dictar medidas de protección inmediatas para las víctimas de violencia 

familiar y cumplir con la función de dirigir las investigaciones preliminares 

realizadas en sede policial; tal como lo establece el inciso 4) del artículo 159º 

de la Constitución, los artículos 1º y 9º de la Ley Orgánica del Ministerio 

Público, aprobada por el Decreto Legislativo Nº 52, el artículo 10º del Texto 

Unico Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar y el artículo 6º del Reglamento. 
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3. INSTAR al Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao emita una 

directiva interna para:  

 

3.1. Establecer la periodicidad mínima de visitas que deban efectuar los y las 

Fiscales de Familia a las dependencias policiales, en cumplimiento del 

artículo 17º del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección frente a la 

Violencia Familiar, Ley Nº 26260, aprobado por D.S.Nº 006-97-JUS. 

 

3.2. Recordar a los y las Fiscales de Familia no pueden legitimar los actos de 

violencia familiar a través de la conciliación, de conformidad con lo 

establecido por el artículo 13º del Texto Único Ordenado de la Ley de 

Protección frente a la Violencia Familiar, Ley 26260, aprobado por D.S. Nº 

006-97-JUS. 

 

3.3. Recordar a las y los Fiscales Provinciales en lo Penal que, en la 

calificación de los hechos punibles derivados de actos de violencia 

familiar apliquen en la formalización de la denuncia y en la emisión del 

dictamen acusatorio, los tipos penales con agravante regulados por la Ley 

Nº 26788, respetando los límites punitivos impuestos en los artículos 

121ºA y 122ºA del Código Penal.  

 

4. INSTAR al Presidente de la Corte Superior de Justicia del Callao que, 

mediante el órgano administrativo encargado del archivo del acervo 

documentario, cumpla con mantener el orden para el manejo debido de los 

expedientes que le son entregados en custodia, de conformidad con lo 

establecido por el artículo 172º del Texto Único Ordenado de la Ley  Orgánica 

del Poder Judicial, aprobado por D.S. Nº 017-93-JUS. 

 

5. SUGERIR al Jefe de la Sub Región de la Policía Nacional en el Callao, al 

Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao, así como al Presidente 

de la Corte Superior de Justicia del Callao desarrollen permanentemente 

actividades de capacitación respecto a los alcances de la Ley de Protección 

frente a la Violencia Familiar; conforme lo establecen los incisos c) y h) del 
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artículo 3º del Texto Unico Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección 

frente a la Violencia Familiar, aprobado por  D.S. Nº 006-97-JUS. 

 

6. SUGERIR al Jefe de la Sub Región de la Policía Nacional en el Callao, al 

Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao, así como al Presidente 

de la Corte Superior de Justicia del Callao, promuevan la celebración de 

convenios con entidades públicas y privadas para procurar el apoyo 

profesional necesario para la evaluación y tratamiento sicológico a las 

víctimas de violencia familiar; tal como lo dispone el artículo 28º del Texto 

Unico Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar, aprobado por  D.S. Nº 006-97-JUS. 

 

7. SUGERIR al Jefe de la Sub Región de la Policía Nacional en el Callao, al 

Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao, así como al Presidente 

de la Corte Superior de Justicia del Callao, emitan directivas internas que 

establezcan criterios para la sistematización de las denuncias presentadas y 

de los procesos judiciales iniciados por violencia familiar, a efecto que: 

 

7.1. En el caso de la Policía Nacional, la compilación de la información 

contenga la edad de la víctima a fin de distinguir entre personas adultas y 

menores de edad.  

7.2. En el caso del Ministerio Público, la información contenida en el RUDE 

permita conocer por cada expediente, las medidas de protección 

dispuestas por el Fiscal de Familia, la relación de parentesco entre la 

agraviada y el agresor; y en los casos penales incluya información 

respecto a la pena solicitada por el Fiscal Penal en su dictamen 

acusatorio. 

7.3. En el caso del Poder Judicial, se establezcan los mecanismos que 

permitan contar paulatinamente con información sistematizada que 

permita conocer el número y estado de los procesos, la relación de 

parentesco existente entre el agente y la víctima, las medidas de 

protección dictadas a favor de la víctima y las de tratamiento de la víctima, 

su familia y el agresor; así como la pena aplicada por delito o falta, según 

corresponda. 
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8. RECOMENDAR a la Dirección de Salud del Callao y a la Dirección de 

ESSALUD – Callao, dispongan las medidas correspondientes a efecto que 

los hospitales, centros de salud y postas médicas de la Provincia 

Constitucional del Callao, pongan en conocimiento de las autoridades 

competentes los hechos de violencia familiar,  constitutivos de delito en mérito 

a lo dispuesto por el artículo 30º de la Ley Nº 26842, Ley General de Salud. 

 

9. RECOMENDAR al Congreso de la República la aprobación de una ley que 

establezca: 

 

9.1. La inaplicación de la institución del abandono en los procesos judiciales 

sobre violencia familiar, atendiendo a la naturaleza de los derechos 

protegidos; conforme lo establece los artículos 1º y 2º, inciso 1) del 

artículo 2º de la Constitución. 

9.2. La obligatoriedad de evaluación sicológica a las víctimas de violencia 

familiar, sea cual fuere el tipo de violencia denunciado, debiendo elaborar 

el correspondiente informe sicológico; de conformidad con el artículo 2º 

inciso 1) de la Constitución y los artículos 2º y 28º del Texto Único 

Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar.  

 

10. RECOMENDAR a la Fiscal de la Nación la aprobación de criterios médico 

legales que permitan determinar la magnitud del daño sicológico infligido a las 

víctimas de violencia familiar para su correspondiente procesamiento como 

delito o falta, de acuerdo a las facultades conferidas por la Primera 

Disposición Transitoria y Complementaria del Decreto Ley Nº 25993, Ley 

Orgánica del Sector Justicia, mediante el cual se transfirió el Instituto de 

Medicina Legal Leonidas Avendaño Ureta al Ministerio Público. 
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ANEXO 1 
 
 

RESOLUCIÓN DEFENSORIAL N° 046-2001-DP 
 
 

VISTO: 
 
El Informe Defensorial Nº 61 titulado “Violencia familiar en el Callao. Análisis de la 
actuación estatal”, elaborado por un equipo dirigido por la doctora Cecilia Barbieri Quino 
de la Oficina Regional de Lima y Callao.  
   
 

ANTECEDENTES 
 
Quejas presentadas y  problemas identificados.- Desde su creación la Defensoría del 
Pueblo ha recibido quejas por la actuación de la Policía Nacional del Perú en el 
tratamiento de las denuncias de violencia familiar.  
 
Los informes anuales al Congreso de la República presentados por el Defensor del 
Pueblo han dado cuenta de tales quejas. Los principales problemas detectados al 
respecto durante el periodo abril 1998-abril 2000, fueron los siguientes: 
 

a) La negativa a recibir denuncias por violencia familiar cuando la víctima no tenía 
signos exteriores de violencia; 

b) El desconocimiento por parte de la Policía de la forma como debían tramitarse 
las denuncias; 

c) El retardo en la tramitación de estas denuncias y su archivamiento por parte de la 
Policía; 

d) La conciliación realizada en las comisarías. 
 
Por su parte, el último informe anual de la Defensoría del Pueblo, correspondiente al 
período abril 2000-abril 2001, da cuenta de los siguientes problemas:  
 

a) Las quejas en materia de violencia contra la mujer continúan dirigiéndose 
fundamentalmente contra la actuación de la Policía Nacional, debido a la forma 
como con frecuencia se tramitan las denuncias;  

b) La Oficina de la Defensoría del Pueblo en Ayacucho detectó problemas de 
discriminación y negligencia en la atención a las víctimas. En efecto, la 
procedencia rural o campesina, el grado de instrucción o analfabetismo y la 
condición de quechua hablante han sido señalados como factores que han 
incidido en un trato desigual y discriminatorio al momento de denunciar o solicitar 
protección; 
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c) En la Oficina Defensorial de Trujillo se registraron quejas contra la Policía 
Nacional debido a la renuencia a recibir denuncias de violencia familiar de 
víctimas que no acreditaban una relación de convivencia o matrimonio pero que 
habían procreado hijos con el agresor. 

 
El Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de Protección frente a la Violencia 
Familiar, fue aprobado mediante Decreto Supremo Nº 006-97-JUS. Por su parte, el 
reglamento de la citada norma fue aprobado por Decreto Supremo Nº 002-98-JUS. 
Estas normas han sido objeto de diversas modificaciones, con el fin de garantizar una 
protección eficaz a las víctimas de violencia familiar.   La esencia de la citada ley son 
las medidas de protección que jueces y fiscales están facultados a dictar a fin de 
proteger a las víctimas de este tipo de violencia. Éstas son, en definitiva, las medidas 
orientadas a contribuir con el cese de la violencia. 
 
Por ello, la Defensoría del Pueblo ha puesto especial énfasis en promover y llevar a 
cabo investigaciones que permitan conocer cómo aplican los jueces y fiscales la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar. 
 
Nuestra institución obtuvo el concurso del Movimiento Manuela Ramos a fin de llevar a 
cabo un estudio sobre la eficacia de la referida ley. Este estudio, titulado La 
discriminación de género en la aplicación de la legislación civil sobre violencia familiar, 
fue publicado en el 2000. En aquella oportunidad se revisaron un total de 157 
expedientes en Puno, Pucallpa y Trujillo.  Los resultados fueron sorprendentes. De 
todos los expedientes revisados, sólo en dos casos seguidos en Puno, la Fiscalía de 
Familia dictó medidas de protección, aunque éstas  estaban destinadas a salvaguardar 
el patrimonio de la víctima y no a proteger su integridad. 
 
Por otro lado, de los 157 expedientes judiciales, sólo en 12 se constataron sentencias. 
Ésta es una constatación muy importante, que indica que muy pocos procesos 
judiciales por violencia familiar culminan en una sentencia judicial. La mayor parte de 
casos acaba con un acta de conciliación ante el Ministerio Público, aunque no se 
conocen estudios de seguimiento del cumplimiento de lo acordado en tales actas de 
conciliación.  
 
En la citada investigación, Manuela Ramos advirtió que había un número considerable 
de actas de conciliación de la Fiscalía de Pucallpa que no hacían mención alguna a la 
violencia familiar y que tampoco contenía cláusulas destinadas a garantizar el cese de 
los actos de violencia.  Por otro lado, la revisión de las actas de conciliación permitió 
constatar el uso poco frecuente que se hace de las cláusulas de aseguramiento, es 
decir, aquéllas que incluyen diversas modalidades para consolidar o garantizar, en 
alguna medida, el acatamiento de lo acordado en la conciliación. 
 
 

CONSIDERANDO: 
 
Primero: competencia de la Defensoría del Pueblo en el ámbito de la violencia familiar 
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El artículo 162º de la Constitución y el inciso 1) del artículo 9º de la Ley Orgánica de la 
Defensoría del Pueblo, Ley Nº 26520, disponen que corresponde al Defensor del 
Pueblo defender los derechos fundamentales y constitucionales de la persona y de la 
comunidad, así como supervisar el cumplimiento de los deberes de la administración 
estatal.  
 
La violencia contra la mujer constituye una ofensa a la dignidad y una manifestación de 
las relaciones de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres.  Se trata 
de un atentado contra los derechos humanos pues vulnera, entre otros, el derecho a la 
integridad física y mental, a no ser sometido a tratos inhumanos o degradantes, a la 
salud y atenta contra el propio derecho a la vida. Dichos derechos se encuentran 
reconocidos en el artículo 2º incisos 1) y 24 literal h) así como en el artículo 7º de la 
Constitución. 
 
La Recomendación General Nº 19, aprobada por el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer de Naciones Unidas en el 11º periodo de sesiones de 
1992, señala que la definición de discriminación contenida en el  artículo 1º de la 
Convención sobre la Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW), incluye la violencia contra la mujer.  
 
La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, aprobada mediante 
Resolución de la Asamblea General 48/104 de 20 de diciembre de 1993, señala en su 
parte considerativa, que la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales e impide total o parcialmente a la 
mujer gozar de dichos derechos y libertades. 
 
El artículo 3º de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará, establece que toda mujer 
tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el 
privado. 
 
Por su parte, el artículo 19 numeral 1) de la Convención sobre los Derechos del Niño 
señala que los Estados Parte adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educativas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico 
o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 
sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 
representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. El artículo 37º 
inciso a) de la referida Convención establece que los Estados Partes velarán porque 
“ningún niño sea sometido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes (...)”. En concordancia con tales disposiciones, el artículo 4º del Código de 
los Niños y Adolescentes estatuye que aquéllos “tienen derecho a que se respete su 
integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. No podrán ser 
sometidos a tortura, ni a trato cruel o degradante”. 
 
 
Segundo.- Obligaciones de carácter internacional asumidas por el Estado peruano para 
combatir la violencia contra la mujer 
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Como su nombre lo indica, la Convención de Belém do Pará contiene un conjunto de 
disposiciones para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Es 
especialmente relevante el artículo 4º inciso g), en virtud del cual toda mujer tiene 
derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos. Por su parte, el inciso b) del artículo 7º establece 
que los Estados Parte deben “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra la mujer”. El inciso  g) del mismo artículo 7º señala que los 
Estados Parte deben “establecer los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a 
resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces”.  
 
La citada convención se refiere también a las prácticas jurídicas o consuetudinarias que 
respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer. El artículo 7º 
inciso e) establece la obligación de los Estados Parte de tomar todas las medidas 
apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificarlas. 
 
El inciso h) del artículo 8º de la Convención de Belém do Pará establece que los 
Estados Parte adoptarán, en forma progresiva, medidas específicas para: 

 
“garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información 
pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la 
mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y 
eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean 
necesarios”. 

 
En cumplimiento de dicha disposición, la Defensoría del Pueblo llevó a cabo el Informe 
Defensorial Nº 61, con el objeto de evaluar la eficacia de la Ley de Protección frente a la 
Violencia Familiar en el Callao. 
 
 
Tercero.- Los principales problemas identificados en el Informe Defensorial Nº 61  
 
El citado informe incluye un análisis de la actuación de la Policía Nacional del Perú, del 
Ministerio Público y del Poder Judicial en el Callao, que son las instituciones a las que la 
ley otorga facultades para combatir la violencia familiar.  Dicho análisis se refiere, 
básicamente, al año 1999 y al primer semestre del 2000. 
 
En el período comprendido entre enero y junio del 2000, la Policía no cumplió con 

informar al Ministerio Público las denuncias sobre violencia familiar, tal como lo dispone 

el artículo 6º del Reglamento del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección frente a 

la Violencia Familiar. Ello, a su vez, impide que los Fiscales de Familia dispongan 

medidas de protección para las víctimas. Pero, refleja, asimismo, la ausencia de 
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supervisión de la Policía por parte del Ministerio Público. En efecto, del Cuaderno de 

Visitas del Ministerio Público, que obra en la Comisaría de la Mujer del Callao, se 

desprende que en 1999 se realizaron sólo siete visitas a las dependencias policiales, 

aunque todas ellas en el primer semestre. En el período comprendido entre enero y 

junio del 2000, no se realizó ninguna. 

 
La cuestión se agrava pues una vez que la denuncia llega al Ministerio Público, los 
Fiscales de Familia tampoco dictan medidas de protección. Esta conclusión se 
desprende de las denuncias cuyo trámite ha sido investigado por la Defensoría del 
Pueblo.  
 
La Defensoría del Pueblo realizó el seguimiento de 270 expedientes en el Ministerio 
Público, correspondientes a 1999. Dicha institución interpuso 205 demandas por 
violencia familiar de aquel total. Sólo en un caso el Juez Especializado en Familia 
expidió sentencia. 179 procesos judiciales fueron archivados por abandono y 25 
expedientes no fueron ubicadas en los archivos del Ministerio Público. 
 
Durante el período comprendido entre enero y junio de 2000, la Defensoría del Pueblo 
realizó el seguimiento a  156 denuncias de violencia familiar en el Ministerio Público. 
Dicha institución presentó demanda ante el Poder Judicial en 120 casos. Al momento 
en que se culminó la investigación de la Defensoría del Pueblo, los jueces no habían 
dictado sentencia en ningún caso. Sin embargo, habían declarado en abandono 54 
procesos judiciales, 45 procesos estaban en trámite y 21 expedientes no pudieron ser 
ubicados. 
 
La Defensoría del Pueblo llevó a cabo el seguimiento de 108 procesos por faltas en los 
Juzgados de Paz Letrados del Callao, cuyo origen era un acto de violencia familiar. 50 
de estos procesos fueron archivados por prescripción. Sólo 16 concluyeron en una 
sentencia y 27 expedientes no fueron ubicados. En el primer semestre del 2000 se 
revisaron 53 procesos de este tipo ante los referidos juzgados. 23 concluyeron por 
prescripción y en 5 se dictó sentencia. 
 
Estos resultados demuestran que es preciso formular recomendaciones para contribuir 
a la eficacia de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. 
 
 
Cuarto.- El deber primordial del Estado de garantizar la plena vigencia de los derechos 
humanos 
 
La Constitución reconoce en su artículo 44º que es deber primordial del Estado 
garantizar la plena vigencia de los derechos humanos. Este deber de garantía 
corresponde a todas las autoridades, funcionarios y servidores públicos que cumplen 
una función estatal al servicio de la Nación. 
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El citado deber también se encuentra reconocido en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, de la cual es parte el Estado peruano. Así, el artículo 1.1 establece 
la obligación de los Estados Parte de respetar y garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos y libertades considerados en tal instrumento a toda persona sujeta a su 
jurisdicción. 
 
 
 

                                 SE RESUELVE: 
 
Primero.- APROBAR el Informe Defensorial Nº 61 “Violencia familiar en el Callao. 
Análisis de la actuación estatal” y DISPONER su publicación y difusión. 
 
Segundo.- RECOMENDAR al Congreso de la República la aprobación de una ley que 
en esta materia establezca: 
 

a) La inaplicación de la institución del abandono en los procesos judiciales sobre 
violencia familiar, atendiendo a la naturaleza de los derechos protegidos; 
conforme lo establece los artículos 1º y 2º, incisos 1) y 24) literal h) de la 
Constitución. 

b) La obligatoriedad de la evaluación sicológica a las víctimas de violencia familiar, 
sea cual fuere el tipo de violencia denunciado; de conformidad con el artículo 2º 
incisos 1) y 24) literal h) de la Constitución y el artículos 2º del Texto Único 
Ordenado de la  Ley de Protección frente a la Violencia Familiar.  

 
Tercero.- RECOMENDAR a la Policía Nacional del Perú y en particular a la Sub Región 
de la Policía Nacional en el Callao que, en relación a la investigación de las denuncias 
presentadas por violencia familiar, disponga que todas las comisarías: 
 

a) Reciban la manifestación de la agraviada y soliciten la realización de la 
evaluación médica el mismo día que se presenta la denuncia, conforme a lo 
dispuesto por el inciso d) del artículo 3º del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar;  

b) Den cuenta, mediante comunicación escrita a las Fiscalías de Familia del Callao, 
de todas y cada una de las denuncias recibidas por violencia familiar; de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 6º del Reglamento de la Ley 
Protección frente a la Violencia Familiar;  

c) No exijan la ratificación de la denuncia y no admitan el desistimiento de la 
agraviada, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 6º del Texto Único Ordenado 
de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar;  

d) Cumplan con remitir todos los atestados y partes  policiales a las Fiscalías de 
Familia del Callao, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 8º del Texto 
Unico Ordenado de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, y el 
artículo 10º del Reglamento. 

 
Cuarto.- RECORDAR a los magistrados y magistradas del Ministerio Público del Callao 
que, conforme a sus atribuciones: 
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a) Deben dictar las medidas de protección inmediatas que la situación exija, de 
conformidad con el artículo 10º del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar y el artículo 6º del Reglamento; 

b) Tienen la obligación de dirigir las investigaciones preliminares realizadas en sede 
policial; tal como lo establece el inciso 4) del artículo 159º de la Constitución así 
como los artículos 1º y 9º de la Ley Orgánica del Ministerio Público, aprobada por 
el Decreto Legislativo Nº 52.  

 
Quinto.- INSTAR al Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao a que emita 
una directiva interna para:  
 

a) Establecer la periodicidad mínima de visitas que deban efectuar los y las Fiscales 
de Familia a las dependencias policiales, en cumplimiento del artículo 17º del 
Texto Único Ordenado de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar;  

b) Recordar a los y las Fiscales de Familia que no pueden legitimar los actos de 
violencia familiar a través de la conciliación, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 13º del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección frente a la 
Violencia Familiar; 

c) Recordar a las y los Fiscales Provinciales en lo Penal que la Ley Nº 26788 regula 
las agravantes en los tipos penales para la calificación de los hechos punibles 
derivados de actos de violencia familiar.   

 
Sexto.- INSTAR al Presidente de la Corte Superior de Justicia del Callao a que dicte las 
medidas necesarias para mantener en orden los expedientes del acervo documentario, 
que le son entregados en custodia, de conformidad con lo establecido por el artículo 
172º del Texto Único Ordenado de la Ley  Orgánica del Poder Judicial, aprobado por 
D.S. Nº 006-97-JUS. 
 
Sétimo.- SUGERIR al Jefe de la Sub Región de la Policía Nacional en el Callao, al 
Fiscal Superior Decano del Distrito Judicial del Callao, así como al Presidente de la 
Corte Superior de Justicia del Callao que:  

a) Desarrollen permanentemente actividades de capacitación respecto a los 
alcances de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar; conforme lo 
establecen el incisos h) del artículo 3º del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar; 

b) Promuevan la celebración de convenios con entidades públicas y privadas para 
procurar el apoyo profesional necesario para la evaluación y tratamiento 
sicológico a las víctimas, a sus familiares y a los agresores; tal como lo dispone 
el artículo 28º del Texto Único Ordenado de Ley de Protección frente a la 
Violencia Familiar; 

c) Emitan directivas internas que establezcan criterios para la sistematización de 
las denuncias presentadas y de los procesos judiciales iniciados por violencia 
familiar, a efecto que: 

 
• La compilación de la información que lleve a cabo la Policía Nacional del Perú, 

contenga la edad de la víctima a fin de distinguir entre personas adultas y 
menores de edad; 
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• La información contenida en el RUDE del Ministerio Público permita conocer por 
cada expediente, las medidas de protección dispuestas por el Fiscal de Familia, 
la relación de parentesco entre la agraviada y el agresor; y en los casos penales 
incluya información respecto a la pena solicitada por el Fiscal Penal en su 
dictamen acusatorio; 

• Se establezcan los mecanismos que permitan contar paulatinamente con 
información sistematizada para conocer el número y estado de los procesos de 
violencia familiar en el Poder Judicial, la relación de parentesco existente entre el 
agente y la víctima, las medidas de protección dictadas a favor de la víctima y las 
de tratamiento de la víctima, su familia y el agresor así como la pena aplicada por 
delito o falta, según corresponda. 

 
Octavo.- RECOMENDAR a la Fiscal de la Nación la aprobación de criterios médico 
legales que permitan determinar la magnitud del daño sicológico infligido a las víctimas 
de violencia familiar para su correspondiente procesamiento como delito o falta, de 
acuerdo a las facultades conferidas por la Primera Disposición Transitoria y 
Complementaria del Decreto Ley Nº 25993, Ley Orgánica del Sector Justicia, mediante 
el cual se transfirió el Instituto de Medicina Legal Leonidas Avendaño Ureta al Ministerio 
Público. 
 
Noveno.- Encargar a la Jefa de la Oficina Regional de Lima y Callao y a la Defensora 
Adjunta para los Derechos de la Mujer el seguimiento de la presente resolución. 
 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese 
 
 

WALTER ALBÁN PERALTA 
Defensor del Pueblo en funciones 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 10 

 
 

ANEXO 2 
 

 
1990/15. Recomendaciones y conclusiones resultantes del primer examen y evaluación de la 

aplicación de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de 
la mujer hasta e año 2000 

 
El Consejo Económico y Social, 
 
Recordando su resolución 1987/18, 26 de mayo de 1987, en la que afirmo la conveniencia de un ciclo 
quinquenal para el examen y la evaluación de la aplicación de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia 
el futuro para el adelanto de la mujer, 
 
Habiendo examinado las deliberaciones de la Condición Jurídica y Social de la Mujer en su 34º período de 
sesiones sobre el informe del Secretario General relativo a los progresos efectuados en los planos 
nacional, regional e internacional para la aplicación de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro 
para el adelanto de la mujer, 
 
1. Aprueba las recomendaciones y conclusiones resultantes del primer examen y evaluación de la 

aplicación Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer, anexas a la 

presente resolución;  

 
2. Insta a los gobiernos y a las organizaciones internacionales y no gubernamentales a que apliquen las 
recomendaciones; 
 
3. Pide al Secretario General que distribuya ampliamente las recomendaciones y conclusiones; 
 
4. Pide también al Secretario General que incluya información sobre la aplicación de las recomendaciones 
en su informe bienal de supervisión y en el informe sobre el segundo examen y evacuación periódicas de 
las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro. 
 

13ª. Sesión plenaria 
24 de mayo de 1990 

 
 
ANEXO 

 
Recomendaciones y conclusiones resultantes del primer examen y evaluación de la aplicación de las 
Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer 
 
I. Aceleración del ritmo de aplicación de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el 

adelanto de la mujer 
 
(...) 
 
23. El reconocimiento de que el fenómeno de la violencia contra la mujer en la familia y la sociedad 

se ha generalizado y transciende las diferencias de ingresos, clases sociales y culturas debe 
reflejarse en medidas urgentes y eficaces para eliminar su frecuencia. La violencia contra la mujer 
se deriva de la condición desigual de la mujer en la sociedad. 
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Recomendación XXII. Los gobiernos deben adoptar medidas inmediatas para establecer penas 
apropiadas ante la violencia contra la mujer en la familia, en los lugares de trabajo y en la 
sociedad. Los gobiernos y los organismos pertinentes deben asimismo adoptar políticas 
encaminadas a prevenir, vigilar y reducir las repercusiones de l violencia en la familia, en los 
lugares de trabajo y en la sociedad. Los gobiernos pertinentes, las organizaciones de mujeres, las 
organizaciones no gubernamentales y el sector privado deben organizar servicios deben organizar 
servicios penitenciarios, educativos y sociales apropiados, incluidos refugios, programas de 
capacitación para funcionarios encargados de aplicar la ley y para el personal de los servicios 
judiciales, de salud y sociales, además de adoptar medidas disuasivas y correctivas adecuadas. 
Debe aumentarse el numero de mujeres en todos los niveles de los sistemas de aplicación de la 
ley, asistencia jurídica y servicios judiciales. 
 
El sistema de las Naciones Unidas, los gobiernos y las organizaciones no gubernamentales deben 
estudiar la relación entre la representación de la violencia contra la mujer en los medios de 
comunicación y la violencia contra la mujer en la familia y en la sociedad, incluidos los posibles 
efectos de las nuevas tecnologías de transmisión transnacional. 
 

(...) 
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ANEXO 3 

 
 
 
1991/18  Violencia contra la mujer en todas sus formas 
 
 
El Consejo Económico y Social. 
 

Recordando las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer, en 
cuyo párrafo 258 se declara que la violencia contra la mujer constituye un obstáculo fundamental par ala 
consecución de los objetivos del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y 
Paz. 

  
Teniendo presentes las recomendaciones y conclusiones resultantes del primer examen y 

evaluación de la aplicación de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro, contenidas en el anexo 
de su resolución 1990/54, de 24 de mayo de 1990, especialmente la conclusión de que la violencia contra 
la mujer en la familia y la sociedad esta generalizada y trasciende las diferencias de ingresos, clases 
sociales y culturas, y, en particular, la recomendación XXIII, en la que se exhorto a los gobiernos y los 
organismos pertinentes, las organizaciones de mujeres, las organizaciones no gubernamentales y al sector 
privado a que contemplen la cuestión de la violencia contra la mujer y tomen medidas inmediatas al 
respecto. 

 
Recordando su resolución 1988/27, de 26 de mayo de 1988, en la que exhorto a que se sigan 

aunando los esfuerzos para erradicar la violencia contra la mujer en la familia y en la sociedad. 
 
Teniendo presentes las recomendaciones pertinentes de los Congresos Sexto y Octavo de las 

Naciones Unidas sobre Prevención  de Delito y Tratamiento del Delincuente, así como las observaciones 
pertinentes del Séptimo congreso. 

 
Teniendo presente también la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, aprobada pro la Asamblea General en su resolucion 34/180, de 18 de 
diciembre de 1979, en la figura como anexo, que garantiza el derecho de la mujer a gozar de una 
condición de igualdad con el hombre. 

 
 
Observando que, en su recomendación general nro. 12, el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer recomendó que los Estados Partes incluyeran en los informes periódicos 
que presenten al comité información acerca de las medidas adoptadas para proteger a la mujer de la 
violencia de cualquier tipo que se produzca dentro de la familia, en el lugar de trabajo o en cualquier otra 
esfera de la vida social, y que el comité decidió que en su 10 periodo de sesiones emprendería un estudio 
sobre la violencia contra la mujer. 

 
Observando, empero, que la convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer no aborda específicamente la cuestión de la violencia contra la mujer. 
 
1. Exhorta a los Estados Miembros a que reconozcan que es menester oponerse a la violencia contara la 

mujer aplicando una amplia gama de medidas, 
2. Recuerda a los Estados Miembros que la violencia contra la mujer atenta contra la igualdad de 

derechos y procede del desequilibrio de poder entre la mujer y el hombre en la sociedad, 
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3. Insta a los Estados Miembros a que adopten, refuercen y promulguen medidas legislativas por las que 
se prohiba la violencia contra la mujer; 

 
4. Insta también a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas administrativas, sociales y 

educativas adecuadas para proteger a la mujer frente a cualquier forma de violencia física o mental; 
 
5. Recomienda que, en consulta con el Comité para la Eliminación de la Discrimación contra la Mujer, se 

prepare un marco general para un instrumento internacional en el que se aborde explícitamente la 
cuestión de la violencia contra la mujer; 

 
6. Pide al Secretario General que, por conducto de la División para el Adelanto de la Mujer del Centro de 

Desarrollo Social y Asuntos Humanitarios de la Secretaría, convoque en 1991 o 1992 una reunión, 
financiada con cargo a recursos extrapresupuestarios, de expertos representativos de todas las 
regiones y, en particular, del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y del 
Comité de Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia, para abordar la cuestión de la 
violencia contra la mujer y estudiar la posibilidad de preparar un instrumento internacional relativo a 
esa cuestión y los elementos que habrían de figurar en el y que informe al respecto a la Comisión de 
la Condición Jurídica  y Social de la Mujer en su 36 período de sesiones; 

 
7. Insta a los gobiernos, a todos los niveles, a que organicen programas de formación para miembros 

del sistema de justicia penal y de los sistemas de atención de la salud, entre otros los agentes de 
policía médicos, enfermeras y enfermeros, asistentes sociales, abogados y jueces, para que se 
sensibilicen sobre las cuestiones relativas a la igualdad y se administre justicia con equidad en estas 
cuestiones; 

 
8. Pide a los gobiernos, a las organizaciones internacionales, a las organizaciones no gubernamentales, a 

otros organismos pertinentes y a las entidades  académicas que lleven a cabo investigaciones sobre 
las causas de la violencia contra la mujer. 
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ANEXO 4 
 
 
 
Recomendación general No. 19 (11o período de sesiones): La violencia contra la mujer 

Antecedentes 

1. La violencia contra la mujer es una forma de discriminación que inhibe gravemente la 
capacidad de la mujer de gozar de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre. 

2. En 1989, el Comité recomendó que los Estados incluyeran en sus informes información sobre 
la violencia y sobre las medidas adoptadas para tratarla (recomendación general 12, octavo 
período de sesiones). 

3. En el décimo período de sesiones, celebrado en 1991, se decidió dedicar parte del 11o período 
de sesiones al debate y estudio del articulo 6 y otros artículos relacionados con la violencia contra 
la mujer, el hostigamiento sexual y la explotación de la mujer. El tema se eligió en vista de la 
celebración en 1993 de la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos convocada por la 
Asamblea General en su resolución 45/155, de 18 de diciembre de 1990. 

4. El Comite llego a la conclusión de que los informes de los Estados partes no siempre 
reflejaban de manera apropiada la estrecha vinculación entre la discriminación contra la mujer, la 
violencia contra la mujer, y las violaciones de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. La aplicación cabal de la Convencion exige que los Estados partes adopten 
medidas positivas para eliminar todos los aspectos de la violencia contra la mujer. 

5. El Comite sugirió a los Estados partes que al examinar sus leyes y políticas, y al presentar 
informes de conformidad con la Convencion, tuviesen en cuenta las siguientes observaciones 
generales del Comite con respecto a la violencia contra la mujer. 

Observaciones generales 

6. En el articulo 1 de la Convencion se define la discriminación contra la mujer. En la definición 
de la discriminación se incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida 
contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada. Se incluyen actos que 
infligen daño o sufrimiento de índole física, mental o sexual, las amenazas de esos actos, la 
coacción y otras formas de privación de la libertad. La violencia contra la mujer puede 
contravenir disposiciones concretas de la Convención, independientemente de que en ellas se 
mencione expresamente a la violencia o no. 

7. La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce por la mujer de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales en virtud del derecho internacional o de convenios 
específicos de derechos humanos, constituye discriminación, tal como se entiende en el articulo 1 
de la Convencion. Estos derechos y libertades comprenden, entre otros: 

a) El derecho a la vida; 
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b) El derecho a no ser sometido a torturas o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; 

c) El derecho a la proteccion en condiciones de igualdad de las normas humanitarias en tiempo 
de conflicto armado internacional o interno; 

d) El derecho a la libertad y la seguridad de las personas; 

e) El derecho a la proteccion igual de la ley; 
f) El derecho a la igualdad en la familia; 
g) El derecho al nivel mas alto posible de salud física y mental;  
h) El derecho a condiciones de empleo justas y favorables. 
 
8. La Convencion se aplica a la violencia perpetrada por las autoridades públicas. Esos actos de 
violencia también pueden constituir una violación de las obligaciones del Estado en virtud del 
derecho internacional sobre derechos humanos y otros convenios, además de ser una balancean 
de esta Convencion. 
 
9. No obstante, cabe subrayar que, de conformidad con la Convencion, la discriminación no se 
limita a los actos cometidos por los gobiernos o en su nombre (véanse los incisos e) y f) del 
articulo 2 y el articulo 5). Por ejemplo, en virtud del inciso e) del articulo 2 de la Convencion, los 
Estados partes se comprometen a adoptar todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas. 
En virtud del derecho internacional y de pactos específicos de derechos humanos, los Estados 
también pueden ser responsables de actos privados si no adoptan medidas con la diligencia 
debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de 
violencia y proporcionar indemnización. 
 
Observaciones sobre disposiciones concretas de la Convención 
 
Artículo 2 y 3 
10. Los artículos 2 y 3 establecen una obligación amplia de eliminar la discriminación en todas 
sus formas, además de las obligaciones específicas que figuran en los artículos 5 y 16. 
 
Artículos 2 f), 5 y 10 c) 
11. Las actitudes tradicionales según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le 
atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o 
coacción, tales como la violencia y los malos tratos de la familia, los matrimonios forzosos, el 
asesinato por presentar dotes insuficientes, los ataques con ácido y la circuncisión femenina. Esos 
prejuicios y prácticas pueden llegar a justificar la violencia contra la mujer como una forma de 
protección o dominación de la mujer. El efecto de dicha violencia sobre la integridad física y 
mental de la mujer es privarla del goce efectivo, el ejercicio y aun el conocimiento de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales. Si bien en esta observación se hace hincapié en la 
violencia real o las amenazas de violencia contra la mujer, sus consecuencias estructurales 
básicas contribuyen a mantener a la mujer en un papel subordinado, a su escasa participación en 
política y a su nivel inferior de educación y capacitación y oportunidades de empleo. 
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12. Estas actitudes también contribuyen a la difusión de la pornografía y a la representación y 
otro tipo de explotación comercial de la mujer como objeto sexual, antes que como persona. Ello, 
a su vez, contribuye a la violencia contra la mujer. 
 
Artículo 6 
 
13. En el artículo 6 se exige a los Estados Unidos que adopten medidas para suprimir todas las 
formas de trata de mujeres y explotación de la protitución de la mujer. 
 
14. La pobreza y el desempleo aumentan las oportunidades para la trata de mujeres. Además de 
las formas establecidas, hay nuevas formas de explotación sexual, tales como el turismo sexual, 
la contratación de trabajadoras domésticas de países en desarrollo para trabajar en los países 
desarrollados y los casamientos concertados entre mujeres de los países en desarrollo y 
extranjeros. Estas prácticas son incompatibles con la igualdad de derechos y con el respeto a los 
derechos y la dignidad de las mujeres y ponen a éstas en situaciones especiales de riesgo de sufrir 
violencia y malos tratos. 
 
15. La pobreza y el desempleo también obligan a muchas mujeres, incluso a niñas, a ejercer la 
protitución. Las protitutas son especialmente vulnerables a la violencia, debido a su condición 
ilícita, que las marginaliza. Necesitan la protección de la ley contra la violencia y la violencia de 
la misma manera que otras mujeres. 
 
16. Las guerras, los conflictos armados y la ocupación de territorios conducen frecuentemente a 
un aumento de la prostitución, la trata de mujeres y los actos de agresión sexual contra la mujer 
que requiere la adopción de medidas especiales protectoras y punitivas. 
 
Artículo 11 
 
17. La igualdad en el empleo puede verse seriamente perjudicada cuando se somete a las mujeres 
a violencia dirigida concretamente a ellas, por su condición de tales, por ejemplo, el 
hostigamiento sexual en el lugar de trabajo. 
 
18. El hostigamiento sexual incluye conductas de tono sexual tal como contactos físicos o 
insinuaciones, observaciones de tipo sexual, exhibición de pornografía, y exigencias sexuales ya 
sea verbales o de hecho. Ese tipo de conducta puede ser humillante y puede constituir un 
problema de salud y de seguridad; es discrinatoria cuando la mujer tiene motivos suficientes para 
creer que su negativa le podría causar problemas en relación a su trabajo, incluso con la 
contratación o el ascenso, o cuando crea un medio de trabajo hostil. 
 
Artículo 12 
 
19. En el artículo 12 se requiere que los Estados partes adopten medidas que garanticen el acceso 
igual alos servicios de salud. La violencia contra la mujer pone en peligro su salud y su vida. 
 
20. En algunos Estados existen prácticas perpetuadas por la cultura y la tradición que son 
perjudiciales para la salud de las mujeres y los niños. Entre ellas, se incluyen restricciones 
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dietéticas para las mujeres embarazadas, la preferencia por los hijos varones y la circunsición 
femenina o mutilación genital. 
 
Artículo 14 
 
21. Las mujeres de las zonas rurales corren mayores riesgos de ser víctimas de vioelncia a causa 
de la persistencia de las actitudes tradicionales relativas al papel subordinado de la mujer en 
muchas comunidades rurales. Las ñinas de las comunidades rurales corren especialmente el 
riesgo de sufrir actos de violencia y explotación sexual cuando dejan la comunidad rural para 
buscar trabajo en las ciudades. 
 
Artículo 16 ( y artículo 5) 
 
22. La esterilidad y el aborto obligatorio influyen adversamente en la salud física y mental de la 
mujer y violan el derecho de la mujer en decidir el número y espaciamiento de sus hijos. 
 
23. La violencia en la familia es una de las formas más insidiosas de la violencia contra la mujer. 
Existe en todas las sociedades. En las relaciones familiares, se somete a las mujeres de cualquier 
edad a violencia de todo tipo, incluidas las lesiones, la violación otras formas de ataque sexual y 
por las actitudes tradicionales. La falta de independencia económica obliga a muchas mujeres a 
mantenerse en relaciones violentas. La negación de sus responsabilidades familiares por parte de 
los hombres puede representar una forma de violencia y coerción. Esta violencia compromete la 
salud de la mujer y entorpece su capacidad para participar en la vida familiar y en la vida pública 
en condiciones de igualdad. 
 
Recomendación concreta 
 
24. A la luz de las observaciones anteriores, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer recomienda que: 
 
a) Los Estados partes adopten medidas apropiadas y eficaces para combatir todo tipo de violencia 
basada en el sexo, ejercida mediante actos públicos o privados. 
b) Los Estados valen por que las leyes contra la violencia y los malos tratos en la familia, la 
violación, los ataques sexuales y otro tipo de violencia contra la mujer protejen de manera 
adecuada a todas las mujeres, y respeten su integridad y dignidad. Deben proporcionarse 
servicios apropiados y protección y apoyo a las víctimas. Es indispensable que se capacite a los 
funcionarios judiciales, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y otros funcionarios 
públicos a fin de lograr la aplicación efectiva de la Convención. 
c) Los Estados alienten la recopilación de estadísticas y la investigación acerca del alcance, las 
causas y los efectos de la violencia y de la eficacia de las medidas para prevenir y responder a la 
violencia; 
d) Se adopten medidas eficaces para garantizar que los medios de comunicación respeten a la 
mujer y promuevan el respeto a la mujer; 
e) En los informes presentados por los Estados partes individualicen la índole y el alcance de las 
actitudes, costumbres y prácticas, y el tipo de violencia que egendran. Se debe informar sobre las 
medidas que hayan tomado los Estados para eliminar la violencia y sobre los resultados 
obtenidos; 
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f) Se adopten medidas eficaces para superar estas actitudes y prácticas. Los Estados deben 
introducir programas de educación y de información pública que ayuden a eliminar los prejuicios 
que obstaculizan la igualdad de la mujer (recomendación No. 3, 1987); 
g) Se adoptan medidas preventivas y punitivas concretas para eliminar la trata de mujeres y la 
explotación sexual; 
h) En los informes de los Estados se describan la magnitud de todos esos problemas y las 
medidas, incluidas las disposiciones penales, y medida preventivas y de rehabilitación que se 
hayan adoptado para proteger a las mujeres que ejerzan la protitución o sean víctimas de trata y 
de otras formas de explotación sexual. También debe informarse sobre la eficacia de tales 
medidas; 
i) Se prevean procedimientos eficaces de denuncia y reparación, incluida la indemnización; 
j) Los Estados incluyan en sus informes datos sobre el hostigamiento sexual y sobre las medidas 
adoptadas para proteger a la mujer del hostigamiento sexual y de otras formas de violencia o 
coacción en el lugar de trabajao; 
k) Los Estados establezcan a apoyen servicios destinados a las víctimas de violencia en el hogar, 
violaciones, ataques sexuales y otras formas de violencia contra la mujer, incluido el 
establecimiento de refugios, el empleo de trabajadores sanitarios especilamente capacitados, 
rehabilitación y asesoramiento; 
l) Los Estados adopten medidas para poner fin a esas prácticas y tengan en cuenta las 
recomendaciones del Comité sobre la circuncisión femenina (recomendación No. 14) al presentar 
información sobre custiones relativas a la salud; 
m) Los Estados procuren que se apliquen medidas para impedir la coacción con respecto a la 
fecundidad y la reproducción, y para asegurar que las mujeres no se vean obligadas a buscar 
procedimientos médicos riegosos, tales como los abortos ilegales, por falta de servios apropiados 
en materia de control de la natalidad; 
n) Los Estaods informa sobre la amplitud de esos problemas e indiquen las medidas que hayan 
adoptado y sus resultados; 
o) Los Estados garanticen que las mujeres en las zonas rurales tengan acceso alos servicios para 
víctimas de la violencia y que, de ser necesario, se presten servicios especiales a las comunidades 
aisladas; 
p) Las medidas destinadas a proteger de la violencia incluyan capacitación y las oportunidades de 
empleo y la supervisión de las condiciones de trabajo de las empleadas domésticas; 
q) Los Estados partes informen acerca de los riesgos para la mujeres de las zonas rurales, el 
alcance y la índole de la violencia y los malos tratos a que se las somete y su necesidad de apoyo 
y otros servicios y la posibilidad de tener acceso a ellos, y acerca de la eficacia de las medidas 
para erradicar la violencia; 
r) Entre las medidas necesarias para resolver el problema de la violencia en la familia figuren las 
siguientes: 
 

i) Sanciones penales en los casos necesarios y recursos civiles en caso de 
violencia en el hogar; 

ii) Legislación que elimine la defensa del honor como justificativo para 
atacar a las mujeres de la familia o atentar contra su vida; 

iii) Servicios para garantizar la seguridad de las víctimas de vioelncia en la 
familia, incluidos refugios y programas de asesoramiento y rehabilitación; 
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iv) Programas de rehabilitación para los culpables de violencia en el hogar; 

v) Servicios de apoyo para las familias en las que haya habido un caso de 
incesto o de abuso sexual; 

 
s) Los Estados informen acerca del alcance de la violencia en el hogar y el abuso sexual y sobre 
las medidas preventivas, punitivas y correctivas que hayan adoptado; 
t) Los Estados adopten todas las medidas jurídicas y de otra índole que sean necesarias para 
prestar protección eficaz a las mujeres contra la violencia dirigida a ellas, incluidas entre otras; 

i) Medidas jurídicas eficaces, incluidas sanciones penales, recursos civiles y 
disposiciones de indemnización para proteger a la mujer contra todo tipo de 
violencia, incluida la violencia y los malos tratos en la familia, el ataque 
sexual y el hostigamiento sexual en el lugar de trabajo; 

ii) Medidas preventivas, incluidos programas de información pública y de 
educación para modificar las actitudes relativas a las funciones y la 
condición del hombre y de la mujer; 

iii) Medidas de protección, incluidos refugios, servicios de asesoramiento, 
rehabilitación y apoyo para las mujeres que son víctimas de violencia o que 
se encuentran en peligro de serlo; 
u) Los Estados informen sobre todas las formas de violencia contra la mujer, 
e incluyen todos los datos de que se dispongan acerca de la frecuencia de 
cada forma de violencia y de los efectos de esa violencia sobre las mujeres 
víctimas; 
  
v) En los informes de los Estados se incluya información acerca de las 
medidas jurídicas, preventivas y de protección que se hayan adoptdo para 
superar el problema de la violencia contra la mujer y acerca de la eficacia de 
esas medidas. 
 

Recomendación general No. 20 (11o. período de sesiones: Reservas 
formuladas en relación con la Convención  
 
1. El Comité recordó la decisión de la Cuarta Reunión de los Estados partes sobre las reservas 
formuladas en relación con la Convención conforme al artículo 28.2, decisión que fue acogida 
con beneplácito en la Recomendación general No. 4 del Comité. 
2. El Comité recomendó que, en el marco de los preparativos de la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos que se celebrará en 1993, los Estados partes: 
a) Planteen la cuestión de la validez y los efectos jurídicos de las reservas formuladas en relación 
con otros tratados de derechos humanos; 
b) Vuelvan a examinar esas reservas con miras a fortalecer la aplicación de todos los tratados de 
derechos humanos; 
c) Consideren la posibilidad de introducir un procedimiento sobre la formulación de reservas en 
relación con la Convención comparable a los que figuran en otros tratados de derechos humanos. 
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Sugerencia 3: Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos (1993) 
 
1. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pide que el programa de la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos se refleje plenamente la cuestión de la igualdad de la 
mujer en cuanto al disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales y, en 
particular, la estrecha relación entre los derechos garantizados por la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y los garantizados por otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 
2. Ese tema debe destacar que la igualdad de la mujer es una cuestión importante en la esfera de 
los derechos humanos y, con ese fin, se debe prestar atención a la medida en que este asunto se ha 
considerado efectivamente en los métodos y mecanismos de aplicación previstos en los pactos y 
convenciones de derechos humanos. 
3. El Comité pide al Secretario General que vele por que, en la medida de lo posible, en la 
documentación que se prepare para la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 
conformidad con el inciso a) del párrafo 5 de la resolución 46/116 de la Asamblea General se 
incluya la perspectiva de la mujer. 
4. El Comité sugiere que el Secretario General de las Naciones Unidas tome medidas para que el 
Manual de presentación de informes en materia de derechos humanos preparado por el Instituto 
de las Naciones Unidas para Formación Profesional e Investigaciones y el Centro de Derechos 
Humanos se traduzca a la brevedad posible a todos los idiomas oficiales de las Naciones Unidas 
y se proporcione a todos los Estados partes en la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer. 
5. El Comité sugiere el Secretario General prepare una publicación relativa a la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la labor del Comité 
análoga a los Folletos informativos sobre otros instrumentos y órganos de derechos humanos. 
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ANEXO 5 
 
 
 
 

CONFERENCIA MUNDIAL DE DERECHOS HUMANOS 
Viena, 14 a 25 de junio de 1993 

 
 

DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA 
 

Nota de la Secretaría 
Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena aprobados por la 

Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993. 
 

DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 

 
Considerando que la promoción y protección de los derechos humanos es una cuestión prioritaria para la 
comunidad internacional y que la Conferencia constituye una oportunidad única de efectuar un análisis 
exhaustivo del sistema internacional de derechos humanos y de los mecanismos de protección de los 

derechos humanos, a fin de potenciar y promover una observancia más cabal de esos derechos, en forma 
justa y equilibrada, 

 
Reconociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de 

la 
persona humana, y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

por 
lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe participar activamente en su 

realización, 
 

Reafirmando su adhesión a los propósitos y principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y en 
la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, 
 

Reafirmando el compromiso asumido en el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas de tomar 
medidas 

conjunta o separadamente, insistiendo particularmente en el desarrollo de una cooperación internacional 
eficaz para la realización de los propósitos consignados en el Artículo 55, incluidos el respeto universal y la 

observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, 
 

Subrayando la responsabilidad de todos los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
de fomentar y propiciar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin 

hacer distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión, 
 

Recordando el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas, en particular la determinación de reafirmar 
la 

fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la 
igualdad 

de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas, 
 

Recordando además la determinación expresada en el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas de 
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preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra, crear condiciones bajo las cuales puedan 
mantenerse la justicia y el respeto de las obligaciones emanadas de los tratados y otras fuentes del 

derecho 
internacional, promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de 

la 
libertad, practicar la tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos y emplear un mecanismo 

internacional 
para promover el progreso económico y social de todos los pueblos, 

 
Destacando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, que constituye una meta común para 

todos 
los pueblos y todas las naciones, es fuente de inspiración y ha sido la base en que se han fundado las 

Naciones Unidas para fijar las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, 

en particular el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 

 
Considerando los cambios fundamentales que se han producido en el escenario internacional y la 

aspiración 
de todos los pueblos a un orden internacional basado en los principios consagrados en la Carta de las 
Naciones Unidas, en particular la promoción y el fomento de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de todos y el respeto del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación 
de 

los pueblos, en condiciones de paz, democracia, justicia, igualdad, imperio de la ley, pluralismo, 
desarrollo, 

niveles de vida más elevados y solidaridad, 
 

Profundamente preocupada por las diversas formas de discriminación y violencia a que siguen expuestas 
las 

mujeres en todo el mundo, 
 

Reconociendo que las actividades de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos se deben 
racionalizar y mejorar para reforzar el mecanismo de las Naciones Unidas en esta esfera y propiciar los 

objetivos de respeto universal y observancia de las normas internacionales de derechos humanos, 
 

Teniendo en cuenta las Declaraciones aprobadas en las tres reuniones regionales celebradas en Túnez, 
San 

José y Bangkok y las contribuciones de los gobiernos, y teniendo presentes las sugerencias formuladas 
por 

las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, así como los estudios preparados por 
expertos independientes durante el proceso preparatorio de la Conferencia Mundial de Derechos 

Humanos, 
 

Acogiendo con beneplácito la celebración en 1993 del Año Internacional de las Poblaciones Indígenas del 
Mundo como reafirmación del compromiso de la comunidad internacional de velar por el disfrute de todos 

los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de esas poblaciones y de respetar el valor y la 

diversidad 
de sus culturas e identidades, 

 
Reconociendo asimismo que la comunidad internacional debe concebir los medios de eliminar los 

obstáculos 
existentes y de resolver los problemas que impiden la plena realización de todos los derechos humanos y 
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hacen que se sigan violando los derechos humanos en todo el mundo, 
 

Imbuida del espíritu de nuestro tiempo y de la realidad actual que exigen que todos los pueblos del 
mundo y 

todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas emprendan con renovado impulso la tarea global de 
promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales para garantizar el 

disfrute 
pleno y universal de esos derechos, 

 
Resuelta a seguir el camino trazado por la comunidad internacional para lograr grandes progresos en 

materia 
de derechos humanos mediante renovados y sostenidos esfuerzos en pro de la cooperación y la 

solidaridad 
internacionales, 

 
Aprueba solemnemente la Declaración y el Programa de Acción de Viena.  

 
 

3. La igualdad de condición y los derechos humanos de la mujer 
 

36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide encarecidamente que se conceda a la mujer el 
pleno 

disfrute en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y que ésta sea una prioridad para los 
gobiernos y para las Naciones Unidas. La Conferencia subraya también la importancia de la integración y 

la 
plena participación de la mujer, como agente y beneficiaria, en el proceso de desarrollo, y reitera los 

objetivos 
fijados sobre la adopción de medidas globales en favor de la mujer con miras a lograr el desarrollo 

sostenible 
y equitativo previsto en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo y en el capítulo 24 

del 
Programa 21 aprobado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo. 
 

37. La igualdad de condición de la mujer y sus derechos humanos deben integrarse en las principales 
actividades de todo el sistema de las Naciones Unidas. Todos los órganos y mecanismos pertinentes de 

las 
Naciones Unidas deben tratar estas cuestiones en forma periódica y sistemática. En particular, deben 

adoptarse medidas para acrecentar la cooperación entre la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social 
de 

la Mujer, la Comisión de Derechos Humanos, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, el Fondo de las Naciones Unidas de Desarrollo para la Mujer, el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo y otros organismos de las Naciones Unidas y para promover una mayor integración de 

sus 
objetivos y finalidades. En este contexto, deben fortalecerse la cooperación y la coordinación entre el 

Centro 
de Derechos Humanos y la División para el Adelanto de la Mujer. 

 
38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya en especial la importancia de la labor 

destinada 
a eliminar la violencia contra la mujer en la vida pública y privada, a eliminar todas las formas de acoso 
sexual, la explotación y la trata de mujeres, a eliminar los prejuicios sexistas en la administración de la 

justicia 
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y a erradicar cualesquiera conflictos que puedan surgir entre los derechos de la mujer y las consecuencias 
perjudiciales de ciertas prácticas tradicionales o costumbres, de prejuicios culturales y del extremismo 
religioso. La Conferencia pide a la Asamblea General que apruebe el proyecto de declaración sobre la 
eliminación de la violencia contra la mujer e insta a los Estados a que combatan la violencia contra la 

mujer de 
conformidad con las disposiciones de la declaración. Las violaciones de los derechos humanos de la mujer 

en situaciones de conflicto armado constituyen violaciones de los principios fundamentales de los 
derechos 

humanos y el derecho humanitario internacionales. Todos los delitos de ese tipo, en particular los 
asesinatos, 

las violaciones sistemáticas, la esclavitud sexual y los embarazos forzados, requieren una respuesta 
especialmente eficaz. 

 
39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, encubiertas o palmarias. Las Naciones Unidas deben promover el objetivo 
de 

lograr para el año 2000 la ratificación universal por todos los Estados de la Convención sobre la 
eliminación 

de todas las formas de discriminación contra la mujer. Se debe alentar la búsqueda de soluciones habida 
cuenta del número particularmente grande de reservas a la Convención. Entre otras cosas, el Comité para 

la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer debe seguir examinando las reservas a la Convención. Se 

insta a los Estados a que retiren todas las reservas que sean contrarias al objeto y la finalidad de la 
Convención o incompatibles con el derecho internacional convencional. 

 
40. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben difundir la información necesaria para 

que 
las mujeres puedan hacer un uso más eficaz de los procedimientos de ejecución existentes en sus 

esfuerzos 
por lograr la no discriminación y la plena igualdad en el disfrute de los derechos humanos. Deben también 

adoptarse nuevos procedimientos para reforzar el cumplimiento de los compromisos en favor de la 
igualdad y 

los derechos humanos de la mujer. La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer deben examinar rápidamente la posibilidad de 

introducir el derecho de petición, elaborando un protocolo facultativo de la Convención sobre la 
eliminación de 

todas las formas de discriminación contra la mujer. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge 
con satisfacción la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de considerar en su 50º período de 

sesiones la designación de un relator especial sobre la violencia contra la mujer. 
 

41. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importancia del disfrute por la mujer del 
más 

alto nivel de salud física y mental durante toda su vida. En el contexto de la Conferencia Mundial sobre la 
Mujer 

y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, así como de la 
Proclamación de Teherán de 1968, la Conferencia reafirma, sobre la base de la igualdad entre hombres y 
mujeres, el derecho de la mujer a tener acceso a una atención de salud adecuada y a la más amplia gama 

de 
servicios de planificación familiar, así como a la igualdad de acceso a la educación a todos los niveles. 

 
42. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben incluir la cuestión de la condición de la 

mujer y los derechos humanos de la mujer en sus deliberaciones y conclusiones, utilizando datos 
concretos 
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desglosados por sexo. Debe alentarse a los Estados a que en sus informes a los órganos de vigilancia 
creados en virtud de tratados suministren información sobre la situación de jure y de facto de las 

mujeres. La 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos observa con satisfacción que en su 49º período de sesiones la 

Comisión de Derechos Humanos adoptó la resolución 1993/46, de 8 de marzo de 1993 en la que 
declaraba 

que también debía alentarse a hacerlo a los relatores especiales y grupos de trabajo en la esfera de los 
derechos humanos. La División para el Adelanto de la Mujer debe también tomar medidas en cooperación 

con otros órganos de las Naciones Unidas, concretamente el Centro de Derechos Humanos, para 
asegurarse 

de que en las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas se traten periódicamente las 
violaciones de los derechos humanos de la mujer, en particular los abusos concretos motivados por su 

condición femenina. Debe alentarse la capacitación de personal de las Naciones Unidas especializado en 
derechos humanos y en ayuda humanitaria, con objeto de ayudarlo a reconocer y hacer frente a los 

abusos de 
derechos humanos de que es víctima la mujer y a llevar a cabo su trabajo sin prejuicios sexistas. 

 
43. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y organizaciones regionales e 
internacionales a que faciliten el acceso de la mujer a puestos de dirección y le permitan una mayor 

participación en la adopción de decisiones. La Conferencia insta a que se adopten nuevas medidas en la 
Secretaría de las Naciones Unidas para nombrar y ascender a funcionarias, de conformidad con la Carta 

de 
las Naciones Unidas, e insta a otros órganos principales y subsidiarios de las Naciones Unidas a que 

garanticen la participación de la mujer en condiciones de igualdad. 
 

44. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la Conferencia Mundial sobre la 
Mujer que ha de celebrarse en Beijing en 1995, e insta a que los derechos humanos de la mujer ocupen 

un 
lugar importante en sus deliberaciones, de conformidad con los temas prioritarios de la Conferencia 

Mundial 
sobre la Mujer: igualdad, desarrollo y paz. 
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ANEXO 6 

 
 
 
Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer  
 
Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993 
 
 
 
 
La Asamblea General,  
 
 
Reconociendo la urgente necesidad de una aplicación universal a la mujer de los derechos y principios 
relativos a la igualdad, seguridad, libertad, integridad y dignidad de todos los seres humanos,  
 
 
Observando que estos derechos y principios están consagrados en instrumentos internacionales, entre los 
que se cuentan la Declaración Universal de Derechos Humanos 1/, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 2/, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 2/, la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 3/ y la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 4/,  
 
 
Reconociendo que la aplicación efectiva de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer contribuiría a eliminar la violencia contra la mujer y que la declaración 
sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, enunciada en la presente resolución, reforzaría y 
complementaría ese proceso,  
 
 
____________  
 
 
1/ Resolución 217 A (III).  
 
 
2/ Véase resolución 2200 A (XXI), anexo.  
 
 
3/ Resolución 34/180, anexo.  
 
 
4/ Resolución 39/46, anexo.  
 
 
Preocupada porque la violencia contra la mujer constituye un obstáculo no sólo para el logro de la 
igualdad, el desarrollo y la paz, tal como se reconoce en las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el 
futuro para el adelanto de la mujer 5/, en las que se recomendó un conjunto de medidas encaminadas a 
combatir la violencia contra la mujer, sino también para la plena aplicación de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer,  
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Afirmando que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales e impide total o parcialmente a la mujer gozar de dichos derechos y libertades, 
y preocupada por el descuido de larga data de la protección y fomento de esos derechos y libertades en 
casos de violencia contra la mujer,  
 
 
Reconociendo que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de relaciones de poder 
históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, que han conducido a la dominación de la mujer y a 
la discriminación en su contra por parte del hombre e impedido el adelanto pleno de la mujer, y que la 
violencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales por los que se fuerza a la 
mujer a una situación de subordinación respecto del hombre,  
 
 
Preocupada por el hecho de que algunos grupos de mujeres, como por ejemplo las mujeres 
pertenecientes a minorías, las mujeres indígenas, las refugiadas, las mujeres migrantes, las mujeres que 
habitan en comunidades rurales o remotas, las mujeres indigentes, las mujeres recluidas en instituciones 
o detenidas, las niñas, las mujeres con discapacidades, las ancianas y las mujeres en situaciones de 
conflicto armado son particularmente vulnerables a la violencia,  
 
 
Recordando la conclusión en el párrafo 23 del anexo a la resolución 1990/15 del Consejo Económico y 
Social, de 24 de mayo de 1990, en que se reconoce que la violencia contra la mujer en la familia y en la 
sociedad se ha generalizado y trasciende las diferencias de ingresos, clases sociales y culturas, y debe 
contrarrestarse con medidas urgentes y eficaces para eliminar su incidencia,  
 
 
Recordando asimismo la resolución 1991/18 del Consejo Económico y Social, de 30 de mayo de 1991, en 
la que el Consejo recomendó la preparación de un marco general para un instrumento internacional que 
abordara explícitamente la cuestión de la violencia contra la mujer,  
 
 
Observando con satisfacción la función desempeñada por los movimientos en pro de la mujer para que se 
preste más atención a la naturaleza, gravedad y magnitud del problema de la violencia contra la mujer,  
 
 
Alarmada por el hecho de que las oportunidades de que dispone la mujer para lograr su igualdad jurídica, 
social, política y económica en la sociedad se ven limitadas, entre otras cosas, por una violencia continua 
y endémica,  
 
 
____________  
 
 
5/ Informe de la Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio de las 
Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz, Nairobi, 15 a 26 de julio de 1985 (publicación 
de las Naciones Unidas, No. de venta: S.85.IV.10), cap. I, secc. A.  
 
 
Convencida de que, a la luz de las consideraciones anteriores, se requieren una definición clara y 
completa de la violencia contra la mujer, una formulación clara de los derechos que han de aplicarse a fin 
de lograr la eliminación de la violencia contra la mujer en todas sus formas, un compromiso por parte de 
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los Estados de asumir sus responsabilidades, y un compromiso de la comunidad internacional para 
eliminar la violencia contra la mujer,  
 
 
Proclama solemnemente la siguiente Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer e 
insta a que se hagan todos los esfuerzos posibles para que sea universalmente conocida y respetada:  
 
 
 
 
Artículo 1 
 
 
A los efectos de la presente Declaración, por "violencia contra la mujer" se entiende todo acto de violencia 
basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.  
 
 
 
 
Artículo 2 
 
 
Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos:  
 
 
a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso 
sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la 
mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los actos de violencia 
perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación;  
 
 
b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la 
violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales 
y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada;  
 
 
c) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera que ocurra.  
 
 
 
 
Artículo 3 
 
 
La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de cualquier 
otra índole. Entre estos derechos figuran:  
 
 
a) El derecho a la vida 6/;  
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-----------  
 
6/ Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 3; y Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, artículo 6.  
 
 
b) El derecho a la igualdad 7/;  
 
 
c) El derecho a la libertad y la seguridad de la persona 8/;  
 
 
d) El derecho a igual protección ante la ley 7/;  
 
 
e) El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación 7/;  
 
 
f) El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar 9/;  
 
 
g) El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables 10/;  
 
 
h) El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
11/.  
 
 
 
 
Artículo 4  
 
 
Los Estados deben condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o 
consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Los Estados deben aplicar por 
todos los medios apropiados y sin demora una política encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. 
Con este fin, deberán:  
 
a) Considerar la posibilidad, cuando aún no lo hayan hecho, de ratificar la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer, de adherirse a ella o de retirar sus reservas a esa 
Convención;  
 
 
b) Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer;  
 
 
c) Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, 
castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por 
particulares;  
 
 
___________  
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7/ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 26.  
 
 
8/ Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 3; y Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, artículo 9.  
 
 
9/ Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 12.  
 
 
10/ Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 23; y Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, artículos 6 y 7.  
 
 
11/ Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 5; Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, artículo 7; y Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes.  
 
 
 
d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y administrativas, para 
castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto de violencia; debe darse a éstas 
acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional, a un 
resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan padecido; los Estados deben además informar a las 
mujeres de sus derechos a pedir reparación por medio de esos mecanismos;  
 
 
e) Considerar la posibilidad de elaborar planes de acción nacionales para promover la protección de la 
mujer contra toda forma de violencia o incluir disposiciones con ese fin en los planes existentes, teniendo 
en cuenta, según proceda, la cooperación que puedan proporcionar las organizaciones no 
gubernamentales, especialmente las que se ocupan de la cuestión de la violencia contra la mujer;  
 
 
f) Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo preventivo y todas las medidas de índole jurídica, 
política, administrativa y cultural que puedan fomentar la protección de la mujer contra toda forma de 
violencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización de la mujer como consecuencia de leyes, 
prácticas de aplicación de la ley y otras intervenciones que no tengan en cuenta la discriminación contra 
la mujer;  
 
 
g) Esforzarse por garantizar, en la mayor medida posible a la luz de los recursos de que dispongan y, 
cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional, que las mujeres objeto de 
violencia y, cuando corresponda, sus hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de 
rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, asesoramiento, servicios, 
instalaciones y programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo y, asimismo, adoptar todas 
las demás medidas adecuadas para fomentar su seguridad y rehabilitación física y sicológica;  
 
 
h) Consignar en los presupuestos del Estado los recursos adecuados para sus actividades relacionadas 
con la eliminación de la violencia contra la mujer;  
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i) Adoptar medidas para que las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y los funcionarios que 
han de aplicar las políticas de prevención, investigación y castigo de la violencia contra la mujer reciban 
una formación que los sensibilice respecto de las necesidades de la mujer;  
 
 
j) Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector de la educación, para modificar las 
pautas sociales y culturales de comportamiento del hombre y de la mujer y eliminar los prejuicios y las 
prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de la inferioridad o la superioridad de uno 
de los sexos y en la atribución de papeles estereotipados al hombre y a la mujer;  
 
 
k) Promover la investigación, recoger datos y compilar estadísticas, especialmente en lo concerniente a la 
violencia en el hogar, relacionadas con la frecuencia de las distintas formas de violencia contra la mujer, y 
fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y las consecuencias de esta 
violencia, así como sobre la eficacia de las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se 
deberán publicar esas estadísticas, así como las conclusiones de las investigaciones;  
 
 
l) Adoptar medidas orientadas a eliminar la violencia contra las mujeres especialmente vulnerables;  
 
 
m) Incluir, en los informes que se presenten en virtud de los instrumentos pertinentes de las Naciones 
Unidas relativos a los derechos humanos, información acerca de la violencia contra la mujer y las medidas 
adoptadas para poner en práctica la presente Declaración;  
 
 
n) Promover la elaboración de directrices adecuadas para ayudar a aplicar los principios enunciados en la 
presente Declaración;  
 
 
o) Reconocer el importante papel que desempeñan en todo el mundo el movimiento en pro de la mujer y 
las organizaciones no gubernamentales en la tarea de despertar la conciencia acerca del problema de la 
violencia contra la mujer y aliviar dicho problema;  
 
 
 
p) Facilitar y promover la labor del movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no 
gubernamentales, y cooperar con ellos en los planos local, nacional y regional;  
 
 
q) Alentar a las organizaciones intergubernamentales regionales a las que pertenezcan a que incluyan en 
sus programas, según convenga, la eliminación de la violencia contra la mujer.  
 
 
 
 
Artículo 5 
 
 
Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas deberán contribuir, en sus 
respectivas esferas de competencia, al reconocimiento y ejercicio de los derechos y a la aplicación de los 
principios establecidos en la presente Declaración y, a este fin, deberán, entre otras cosas:  
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a) Fomentar la cooperación internacional y regional con miras a definir estrategias regionales para 
combatir la violencia, intercambiar experiencias y financiar programas relacionados con la eliminación de 
la violencia contra la mujer;  
 
 
b) Promover reuniones y seminarios encaminados a despertar e intensificar la conciencia de toda la 
población sobre la cuestión de la violencia contra la mujer;  
 
 
c) Fomentar, dentro del sistema de las Naciones Unidas, la coordinación y el intercambio entre los 
órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos a fin de abordar con eficacia la cuestión de 
la violencia contra la mujer;  
 
 
d) Incluir en los análisis efectuados por las organizaciones y los órganos del sistema de las Naciones 
Unidas sobre las tendencias y los problemas sociales, por ejemplo, en los informes periódicos sobre la 
situación social en el mundo, un examen de las tendencias de la violencia contra la mujer;  
 
 
e) Alentar la coordinación entre las organizaciones y los órganos del sistema de las Naciones Unidas a fin 
de integrar la cuestión de la violencia contra la mujer en los programas en curso, haciendo especial 
referencia a los grupos de mujeres particularmente vulnerables a la violencia;  
 
 
f) Promover la formulación de directrices o manuales relacionados con la violencia contra la mujer, 
tomando en consideración las medidas mencionadas en la presente Declaración;  
 
 
g) Considerar la cuestión de la eliminación de la violencia contra la mujer, cuando proceda, en el 
cumplimiento de sus mandatos relativos a la aplicación de los instrumentos de derechos humanos;  
 
 
h) Cooperar con las organizaciones no gubernamentales en todo lo relativo a la cuestión de la violencia 
contra la mujer.  
 
 
 
 
Artículo 6 
 
 
Nada de lo enunciado en la presente Declaración afectará a disposición alguna que pueda formar parte de 
la legislación de un Estado o de cualquier convención, tratado o instrumento internacional vigente en ese 
Estado y sea más conducente a la eliminación de la violencia contra la mujer.  
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ANEXO 7 
 
 
 
 
 

CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR,  SANCIONAR Y ERRADICAR 
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  "CONVENCION DE BELEM DO PARA"  

 LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,  

 RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado 
en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y 
regionales;  

 AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;  

 PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana 
y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres;  

 RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, 
adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana 
de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de 
la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, 
cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;  

 CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en 
todas las esferas de vida, y  

 CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y 
erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los 
Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de 
la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,  

 HAN CONVENIDO en lo siguiente:  

 CAPITULO I  

 DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION  

 Artículo 1  

 Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer 
cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.  

 Artículo 2  

 Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 
psicológica:  
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 a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que 
la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;  

 b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución 
forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  

 c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  

 CAPITULO II  

 DERECHOS PROTEGIDOS  

 Artículo 3  

 Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como 
en el privado.  

 Artículo 4  

 Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 
derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 
internacionales sobre derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros:  

 a. el derecho a que se respete su vida;  

 b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;  

 c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;  

 d. el derecho a no ser sometida a torturas;  

 e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su 
familia;  

 f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  

 g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos;  

 h. el derecho a libertad de asociación;  

 i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y  

 j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar 
en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.  

 Artículo 5  

 Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en 
los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Los Estados 
Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos 
derechos.  
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 Artículo 6  

 El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  

 a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  

 b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 
comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.  

 CAPITULO III  

 DEBERES DE LOS ESTADOS  

 Artículo 7  

 Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen 
en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  

 a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que 
las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 
conformidad con esta obligación;  

 b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 
la mujer;  

 c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las 
de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;  

 d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que 
atente contra su integridad o perjudique su propiedad;  

 e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para 
modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o 
consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 
mujer;  

 f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 
sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno 
y el acceso efectivo a tales procedimientos;  

 g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 
mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 
otros medios de compensación justos y eficaces, y  

 h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 
efectiva esta Convención.  

 Artículo 8  

 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, 
inclusive programas para:  
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 a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;  

 b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo 
el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los 
géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban la violencia contra la mujer;  

 c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, 
policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal 
a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la 
violencia contra la mujer;  

 d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la 
mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, 
inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y 
cuidado y custodia de los menores afectados;  

 e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado 
destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia 
contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda;  

 f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y 
capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;  

 g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 
contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el 
respeto a la dignidad de la mujer;  

 h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información 
pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, 
con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la 
violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y  

 i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la 
ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.  

 Artículo 9  

 Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes 
tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda 
sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, 
refugiada o desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de 
violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en 
situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o 
de privación de su libertad.  

 CAPITULO IV  

 MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION  

 Artículo 10  
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 Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los 
informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán 
incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia 
contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las 
dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a 
la violencia contra la mujer.  

 Artículo 11  

 Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán 
requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la 
interpretación de esta Convención.  

 Artículo 12  

 Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o 
quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la 
Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento 
para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.  

 CAPITULO V  

 DISPOSICIONES GENERALES  

 Artículo 13  

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción 
o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores 
protecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para 
prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.  

 Artículo 14  

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción 
o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones 
internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas 
con este tema.  

 Artículo 15  

 La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos.  

 Artículo 16  

 La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  

 Artículo 17  



 38 

 La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado.  Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos.  

 Artículo 18  

 Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de 
aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:  

 a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;  

 b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.  

 Artículo 19  

 Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la 
Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de emnienda a esta Convención.  

 Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 
en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de 
ratificación.  En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en 
que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.  

 Artículo 20  

 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos 
sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán 
declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se 
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.  

 Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante 
declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a 
las que se aplicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se 
transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas.  

 Artículo 21  

 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se 
haya depositado el segundo instrumento de ratificación.  Para cada Estado que ratifique o 
adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.  

 Artículo 22  

 El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención.  

 Artículo 23  

 El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un 
informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta 
Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, 
adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los Estados 
Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.  
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 Artículo 24  

 La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes 
podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos.  Un año después a partir de la 
fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para 
el Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.  

 Artículo 25  

 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, 
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto 
para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer 
"Convención de Belem do Pará".  

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de mil novecientos 
noventa y cuatro.  

ESTADO DE FIRMAS Y RATIFICACIONES   
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ANEXO 8 
 
 
 
 
 
 
Constitución Política del Perú 
  
Artículo 1.- La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado.  
 
Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 
 
1. A la vida, a su identidad, a su integridad mora, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar.  El 

concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece. 
 
24. A la libertad y a la seguridad personales.  En consecuencia: 
 
h) Nadie debe ser víctima de violencia mora, psíquica o física, ni sometido a tortura o  a tratos 

inhumanos o humillantes.  Cualquiera pude pedir de inmediato el examen médico de la persona 
agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad.  Carecen de valor las 
declaraciones obtenidas por la violencia.  Quien la emplea incurre en responsabilidad. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



Anexo Nº 9 



Establecen política del Estado y de la Sociedad frente a la violencia familiar

Ley N° 26260

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA POR CUANTO: 

El Congreso Constituyente Democrático ha dado la Ley siguiente:
CAPITULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o.- Por la presente Ley, se establece la política del Estado frente a la violencia familiar, así como las medidas 
de protección que correspondan.

Artículo 2o.- Constituyen manifestaciones de violencia familiar los actos de maltrato físico y psicológico, entre cónyuges, 
convivientes o personas, que hayan procreado hijos en común aunque no convivan y, de padres o tutores a menores 
de edad bajo su responsabilidad.

Artículo 3o.- Conceptuase como objetivo de la política estatal la desaparición de la violencia familiar, pudiendo 
desarrollarse con ese propósito las siguientes acciones:

a) Fortalecer en la formación escolar y extra escolar la enseñanza de valores éticos, el irrestricto respeto a la dignidad de 
la persona humana y de los derechos de la mujer y el menor, de conformidad con la Constitución Política del Estado y 
las Convenciones Internacionales ratificadas por el Perú.

b) Emprender campañas de difusión, con el propósito de sensibilizar a la sociedad sobre la problemática social antes 
señalada, difundir los alcances de la presente Ley y condenar los actos de violencia familiar.

c) Promover el estudio e investigación sobre las causas de violencia familiar y medidas a adoptarse para su corrección.

d) Establecer mecanismos legales eficaces para las víctimas de violencia familiar, mediante procedimientos 
caracterizados por el mínimo de formalismo y, la tendencia a brindar medidas cautelares.

e) Promover la participación activa de organizaciones, entidades públicas o privadas dedicadas a la protección de 
menores, mujeres y en general a los asuntos familiares, para el desarrollo de labores preventivas y de control sobre la 
ejecución de medidas cautelares, de apoyo y tratamiento de víctimas de violencia y agresores.

f) Instituir Comisarias de Mujeres en las localidades del país donde así se justifique y reforzar las actuales dependencias 
policiales con personal especializado en la atención de los casos de violencia familiar;

g) Promover el establecimiento de hogares temporales de refugio para víctimas de violencia y la creación y desarrollo de 
instituciones para el tratamiento de agresores, a nivel municipal.

h) Capacitar al personal policial y a fiscales y magistrados de la República, para que asuman un rol eficaz en la lucha 
contra la violencia familiar. Los Ministerios de Educación, Justicia y del Interior son los encargados de coordinar las 
acciones referidas en el presente artículo.

CAPITULO SEGUNDO
COMPETENCIA

Artículo 4o.- Corresponde intervenir frente a actos de violencia familiar a:

a) La Policía Nacional;
b) El Ministerio Público; y,
c) El Poder Judicial.



Artículo 5o.- La Policía Nacional, mediante las Comisarias de Mujeres o de Menores, y en todo caso a través de 
personal especializado, recibe preferentemente las denuncias y realiza las investigaciones preliminares 
correspondientes.

Artículo 6o.- Para tal efecto, el Ministerio del Interior expedirá los formularios tipo, para facilitar las denuncias y asimismo, 
cartillas informativas de difusión masiva. Asimismo dispondrá la capacitación de personal especializado en la Policía 
Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta ley.

DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO

Artículo 7o.- El Ministerio Público mediante el Fiscal Provincial Civil de turno, intervendrá procurando permanentemente 
la conciliación de las parejas y demás familiares en conflicto pudiendo tomar las medidas cautelares que correspondan.

Artículo 8o.- Corresponde además, al Ministerio Público en su función tuitiva visitar periódicamente las dependencias 
policiales para conocer sobre la existencia de denuncias sobre violencia familiar, e intervenir de oficio cuando 
corresponda conforme esta Ley.

DE LA INTERVENCION JUDICIAL
INTERVENCION DEL JUEZ CIVIL

Artículo 9o.- Corresponde indistintamente al Juez Civil de Turno del lugar de residencia del peticionario, o del agresor, o 
del último domicilio de la pareja, o del lugar de la agresión, el conocimiento de los procesos.

Los procesos que correspondan conforme a esta Ley tienen tramitación sumarísima, estando facultado el Juez para 
dictar las providencias más convenientes para la pacificación y erradicación definitiva de toda clase de violencia 
pudiendo ordenar, llegado el caso, la suspensión temporal de la co-habitación y hasta de toda clase de visitas a la 
persona agraviada.

Artículo 10o.- Están legitimados para solicitar protección a favor de la víctima de violencia familiar:

a) La propia víctima;
b) Cualquiera de los padres del menor maltratado;
c) Parientes consanguíneos del afectado;
d) El Ministerio Público; y
e) Indistintamente, cualquier persona que conozca de tales actos de agresión.

INTERVENCION DEL JUEZ EN MATERIA PENAL

Artículo 11o.- Dictado el auto apertorio de instrucción por hechos tipificados como delitos y que se relacionan con la 
violencia familiar, corresponde al Juez dictar de oficio las medidas cautelares que señala la presente Ley, así como, 
según la naturaleza o gravedad de los hechos, o su reiteración, disponer la detención del encausado.

INTERVENCION DEL JUEZ DE MENORES

Artículo 12o.- La intervención del Juez de Menores se sujeta a lo dispuesto por el Código de los Niños y Adolescentes.

DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCESOS

Artículo 13o.- Los antecedentes y documentación correspondiente a los procesos se mantendrán en reserva, salvo para 
las partes, letrados y expertos intervinientes. Las actuaciones tenderán a ser privadas.

Artículo 14o.- Los Jueces pueden solicitar colaboración a todas las organizaciones o entidades públicas o privadas 
dedicadas a la protección de menores, mujeres y familia, a los efectos de que se brinde asistencia a las personas 
afectadas por los hechos denunciados y para que coadyuven en la aplicación y control de las medidas cautelares que 
contempla la Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 15o.- Derógase las disposiciones que se opongan a esta Ley.



Artículo 16o.- La presente Ley rige desde el día siguiente de su publicación en el diario oficial "El Peruano".

Comuníquese al Presidente de la República para su promulgación.

en Lima, a los ocho del mes de Diciembre de mil novecientos noventa y tres.

JAIME YOSHIYAMA
Presidente del Congreso Constituyente Democrático

CARLOS TORRES Y TORRES LARA
Primer Vicepresidente del Congreso Constituyente Democrático

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA
POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidos días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y tres.

ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI
Presidente Constitucional de la República

ALFONSO BUSTAMANTE Y BUSTAMENTE
Presidente del Consejo de Ministros y
Ministro de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales

FERNANDO VEGA SANTA GADEA
Ministro de Justicia



Anexo Nº 10 



Modifican la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar

Ley N° 26763

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA POR CUANTO: 
El Congreso de la República ha dado la Ley siguiente:
Artículo Unico.- Modifícanse los artículos 2o., 3o. literales a), d), f) y h); 4o., 5o., 7o., 9o., 10o., 12o. y 14o. de la Ley No. 
26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, en los siguientes términos:

"Artículo 2o.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá por violencia familiar cualquier acción u omisión que cause 
daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o coacción graves, que se produzcan entre:

a. Cónyuges;
b. Convivientes;
c. Ascendientes;
d. Descendientes;
e. Parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; o
f. Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien relaciones contractuales o laborales.

Artículo 3o.- Es política permanente del Estado la lucha contra toda forma de violencia familiar, debiendo desarrollarse 
con este propósito las siguientes acciones:

a) Fortalecer en todos los niveles educativos, la enseñanza de los valores éticos, el irrestricto respecto a la dignidad de 
la persona humana y de los derechos de la mujer, del niño y adolescente y de la familia, de conformidad con la 
Constitución Política del Estado y los Instrumentos Internacionales ratificados por el Perú.

d) Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de violencia familiar, caracterizados por el mínimo de 
formalismo y la tendencia a brindar medidas cautelares y resarcimiento por los daños y perjuicios causados, así como, 
para facilitar la atención gratuita en los reconocimientos médicos requeridos por la Policía, Ministerio Público o Poder 
Judicial.

f) Reforzar las actuales delegaciones policiales con unidades especializadas dotándolas de personal capacitado en la 
atención de los casos de violencia familiar.
La Policía Nacional garantizará que, la formación policial incluya en la currícula y en el ejercicio de la carrera, 
capacitación integral sobre la violencia familiar y su adecuada atención.

h) Capacitar al personal policial, fiscales, jueces, médicos legistas, agentes de salud, agentes de educación y personal 
de las Defensorías Municipales, para que asuman un rol eficaz en la lucha contra la violencia familiar.
Las acciones dispuestas en el presente artículo serán coordinadas por el Ministerio de Promoción de la Mujer y del 
Desarrollo Humano.

Artículo 4o.- Las Defensorías Municipales del Niño y el Adolescente, podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar 
adelante audiencias de conciliación destinadas a resolver conflictos originados por violencia familiar.

Artículo 5o.- La Policía Nacional en todas las delegaciones policiales, recibirá las denuncias por violencia familiar y 
realizará las investigaciones preliminares correspondientes.
Las denuncias podrán ser presentadas en forma verbal o escrita.

La investigación policial se sigue de oficio, independientemente del impulso del denunciante y concluye con un parte o 
atestado que contiene los resultados de la investigación. Durante la misma, pueden solicitarse los informes necesarios 
para el esclarecimiento de los hechos. La Policía Nacional, a solicitud de la víctima brindará las garantías necesarias en 
resguardo de su integridad.

En caso de flagrante delito o de muy grave peligro de su perpetración, la Policía Nacional está facultada para allanar el 
domicilio del agresor. Podrá detener a este en caso de flagrante delito y realizar la investigación en un plazo máximo de 
24 horas, poniendo el atestado en conocimiento de la fiscalía provincial penal que corresponda.

De igual manera, podrá conducir de grado o fuerza al denunciado renuente a concurrir a la delegación policial.



El atestado policial será remitido al Juez de Paz o Fiscal Provincial en lo Penal, según corresponda, y al Fiscal de 
Familia, para ejercer las atribuciones que le señala la presente ley.
La parte interesada podrá igualmente pedir copia del atestado para los efectos que considere pertinente o solicitar su 
remisión al juzgado que conociere de un proceso sobre la materia o vinculado a ésta.

Artículo 7o.- El Fiscal Provincial de Familia que corresponda, dará trámite a las peticiones que se formulen verbalmente 
o por escrito en forma directa por la víctima de violencia, sus familiares, cualquiera de los mencionados en el artículo 
2o.- de esta ley o tratándose de menores cualquier persona que conozca de los hechos, o por remisión del atestado de 
las delegaciones policiales. También podrá actuar de oficio ante el conocimiento directo de los hechos.

A. MEDIDAS DE PROTECCION INMEDIATAS

Recibida la petición o apreciados de oficio los hechos, el Fiscal pueda dictar las medidas de protección inmediatas que 
la situación exija. Para el ejercicio de su función, el Fiscal gozará de la potestad de libre acceso al lugar donde se haya 
perpetrado la violencia. Si la seguridad de la víctima o de su familia requiriera de una decisión jurisdiccional, solicitará las 
medidas cautelares pertinentes al Juez Especializado de Familia, las que se tramitarán como Medidas Anticipadas fuera 
de proceso, de conformidad con lo dispuesto por los Artículos 635o.- y siguientes del Código Procesal Civil. Es 
especialmente procedente la solicitud de una asignación anticipada de alimentos. Las medidas cautelares se 
concederán sin el requisito de contracautela.

El Fiscal de Familia debe poner en conocimiento del Juez de Familia las medidas de protección adoptadas.
Las medidas de protección inmediatas que pueden ser adoptadas a solicitud de la víctima incluyen, sin que la 
enumeración sea limitativa, el retiro del agresor del domicilio, impedimento de acoso a la víctima, suspensión temporal 
de visitas, inventario sobre sus bienes y otras medidas de protección inmediata que garanticen su integridad física, 
psíquica y moral.

B. CONCILIACION

El Fiscal convocará a la víctima y al agresor a audiencia de conciliación, para buscar una solución que permita el cese 
de los actos de violencia. Son nulos los acuerdos que legitimen los actos de violencia y aquellos referentes a la renuncia 
de los derechos de la víctima. Para dicha conciliación, podrá requerirse del apoyo psicológico correspondiente.

El Fiscal está obligado a suspender la conciliación, cuando la víctima experimente temor ante coacción presente o 
eventual y se sienta en una situación de inseguridad o se desista de participar en ella. El proceso sólo se reinicia 
tomándose las medidas necesarias para garantizar la seguridad e integridad de la víctima.

La citación al agresor se efectuará bajo apercibimiento de ser denunciado por delito de resistencia o desobediencia a la 
autoridad en caso de inconcurrencia a que se refiere el artículo 368o. del Código Penal. El acta de conciliación, tendrá 
los efectos previstos en el Artículo 328o. del Código Procesal Civil.

El incumplimiento de la conciliación concede al Fiscal el derecho de recurrir al Juez de Familia, para exigir judicialmente 
su ejecución.

C. LEGITIMIDAD PROCESAL

No habiéndose alcanzado la conciliación o por frustración de la misma, el Fiscal interpondrá demanda ante el Juez de 
Familia, la que se tramitará con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9o. de la presente ley.

Artículo 9o.- Corresponde el conocimiento de los procesos al Juez Especializado de Familia del lugar donde domicilia la 
víctima o del lugar de la agresi•n, indistintamente.

A. LEGITIMIDAD PROCESAL

El proceso se inicia por demanda:
a) De la víctima de violencia o su representante.
b) Del Fiscal de Familia.

B. PROCEDIMIENTO

Las pretensiones sobre Violencia Familiar se tramitan como Proceso Unico, conforme a las disposiciones del Código de 
los Niños y Adolescentes, con las modificaciones que en esta ley se detallan.



C. EFECTOS DE LA SENTENCIA

La resolución judicial que pone fín al proceso determinará si ha existido o no violencia familiar y establecerá:

a) Las medidas de protección en favor de la víctima pudiendo ordenar entre otras, la suspensión temporal de la 
cohabitación, la salida temporal del agresor del domicilio, la prohibición temporal de toda clase de visitas por parte del 
agresor, además de cualquier otra forma de acoso para la víctima, entre otras, conforme lo prescribe el último párrafo 
del literal a) del artículo 7o. de esta Ley.

b) El tratamiento que debe recibir la víctima, su familia y el agresor, si se estima conveniente.

c) La reparación del daño.

d) El establecimiento de una pensión de alimentos para la víctima, cuando corresponda legalmente, si a criterio del 
juzgado ello es necesario para su subsistencia.

En atención a la función tuitiva de este proceso, el Juez puede agregar a su decisión los mandatos que aseguren la 
eficacia de las pretensiones exigidas y los derechos esenciales de la víctima.

D. EJECUCION FORZOSA

En caso de incumplimiento de las medidas decretadas, el Juez ejercerá las facultades coercitivas, contempladas en los 
Artículos 53o. del Código Procesal Civil y 205o. del Código de los Niños y Adolescentes, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales, a que hubieran lugar.

E. MEDIDAS CAUTELARES Y CONCILIACION

El Juez podrá adoptar medidas cautelares anticipadas sobre el fondo, desde la iniciación del proceso y durante su 
tramitación, sujetándose en tal caso, a lo previsto por el Código Procesal Civil. Podrá ejercer igualmente la facultad de 
conciliación, en los términos previstos por el literal b) del Artículo 7o. de la presente Ley.

Artículo 10o.- Si el Juez Penal adopta en el proceso respectivo medidas cautelares de protección a la víctima, no 
procederá solicitarlas en la vía civil.

Las medidas de protección civil, pueden sin embargo, solicitarse antes de la iniciación del proceso, como medidas 
cautelares fuera de proceso.

Artículo 12o.- Cuando el Juez en lo Penal o el de Paz Letrado, conozcan de delitos o faltas cuyo origen sean hechos de 
violencia familiar, están facultados para adoptar todas las medidas de protección que señala la presente ley.

Las medidas referidas en el párrafo anterior, podrán adoptarse desde la iniciación del proceso, durante su tramitación y 
al dictar sentencia, aplicando en lo que fuere pertinente, lo dispuesto por el Código Procesal Civil.
Podrán imponerse igualmente como restricciones de conducta, al momento de ordenar la comparecencia del inculpado 
y al dictar sentencia bajo apercibimiento de ordenar detención en caso de incumplimiento.

Artículo 14o.- La Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial pueden solicitar la colaboración a todas las 
instituciones públicas o privadas para la evaluación física y psicológica de las víctimas de violencia,
agresores y de su entorno familiar; para la asistencia de víctimas de violencia y su familia; y, para la aplicación y control 
de las medidas que contempla la presente ley.

Los certificados que expidan los Establecimientos de Salud del Estado tienen pleno valor probatorio en los procesos 
sobre Violencia Familiar, la expedición de dichos certificados es gratuita.

También lo tendrán los certificados que expidan instituciones privadas, con las que el Ministerio Público y el Poder 
Judicial celebren Convenios, para la realización de determinadas pericias."

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA.- Excepcionalmente y cuando la carga procesal o la realidad del distrito lo justifiquen, el Poder Judicial o el 
Ministerio Público, a través de sus órganos de gobierno, podrá asignar competencia para conocer las demandas que se 
plantean al amparo de lo dispuesto sobre la ley de violencia familiar, a los juzgados de paz letrados.



SEGUNDA.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que mediante Decreto Supremo se dicte el Texto Unico Ordenado de 
la Ley No. 26260, que incluya las normas contenidas en la presente ley, a cuyo efecto podrá efectuarse el 
reordenamiento de sus artículos, Disposiciones Transitorias y Finales.

TERCERA.- Deróganse las disposiciones que se opongan a la presente ley.

Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los once días del mes de marzo de mil novecientos noventa y seis.

VICTOR JOY WAY ROJAS
Presidente del Congreso de la República

CARLOS TORRES Y TORRES LARA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA
POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticuatro días del mes de marzo de mil novecientos noventa y siete.

ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI
Presidente Constitucional de la República

CARLOS HERMOZA MOYA
Ministro de Justicia

MIRIAM SCHENONE ORDINOLA
Ministra de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano
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Modifican el Código Penal

Ley N° 26788

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA POR CUANTO: El Congreso de la República ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

Artículo 1o.- Incorpórase al Capítulo III del Título I del Código Penal, los artículos siguientes:

"Artículo 121-A.- En los casos previstos en la primera parte del artículo anterior, cuando la víctima sea menor de catorce 
años y el agente sea el padre, madre, tutor, guardador o responsable de aquel, la pena será privativa de libertad no 
menor de cinco ni mayor de diez años, suspensión de la patria potestad según el literal b) del Artículo 83o del Código de 
los Niños y Adolescentes e inhabilitación a que se refiere el Artículo 36o inciso 5.

Igual pena se aplicará cuando el agente sea el cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente natural o adoptivo, o 
pariente colateral de la víctima.

Cuando la víctima muera a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado, la pena será no menor de 
seis ni mayor de quince años.

Artículo 122-A.- En el caso previsto en la primera parte del artículo anterior, cuando la víctima sea menor de catorce 
años y el agente sea el padre, madre, tutor, guardador o resposable de aquel, la pena será privativa de libertad no 
menor de tres ni mayor de seis años, suspensión de la patria potestad según el literal b) del Artículo 83o del Código de 
los Niños y Adolescentes e inhabilitación a que se refiere el Artículo 36o inciso 5.

Igual penal se aplicará cuando el agente sea el cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente natural o adoptivo, o 
pariente colateral de la víctima.

Cuando la víctima muera a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado, la pena será no menor de 
cuatro ni mayor de ocho años." 

Artículo 2o.- Adiciónase como segundo párrafo del Artículo 441o del Código Penal el texto siguiente:

"Se considera circunstancia agravante, cuando la víctima es menor de catorce años y el agente sea el padre, madre, 
tutor, guardador o responsable de aquel, y a criterio del juez, cuando sean los sujetos a que se refiere el Artículo 2o de 
la Ley No. 26260.

Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los once días del mes de marzo de mil novecientos noventa y siete.

VICTOR JOY WAY ROJAS
Presidente del Congreso de la República

CARLOS TORRES Y TORRES LARA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

POR TANTO:

No habiendo sido promulgada oportunamente por el señor Presidente de la República, en observancia de lo dispuesto 
por el Artículo 108o de la Constitución Política del Perú, mando se comunique al Ministerio de Justicia para su 
publicación y cumplimiento.



En Lima, a los treinta días del mes de abril de mil novecientos noventa y siete.

VICTOR JOY WAY ROJAS
Presidente del Congreso de la República

CARLOS TORRES Y TORRES LARA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República

Lima, 15 de mayo de 1997.

Cúmplase, comuníquese, regístrese, publíquese y archívese.

CARLOS E. HERMOZA MOYA
Ministro de Justicia
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Anexo 13 
 

25/06/97.- D.S. No 006-97-JUS.- Aprueba el Texto Unico 
Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de protección frente a la 
Violencia Familiar. (27/06/97) 

 
DECRETO SUPREMO No 006-97-JUS 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Ley No 26260 [T.211,§141], se promulgó la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar; y mediante Ley No 
26763 [T.250,§164] se promulgó su Ley modificatoria; 
 
Que, la Segunda Disposición Final de la Ley No 26763 
autoriza al Poder Ejecutivo, para que mediante Decreto 
Supremo se dicte el Texto Unico Ordenado de la Ley No 
26260, incluyendo las normas contenidas en su texto, a cuyo  
efecto podrá efectuar el reordenamiento de sus artículos,  
 
Disposiciones Transitorias y Finales; 
 
En uso de las facultades conferidas por el inciso 8) del Artículo 
118o de la Constitución Política del Perú [T.211,§213]; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1o.- Apruébase el Texto Unico Ordenado de la Ley 
No 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, y 
su modificatoria Ley No 26763, la misma que consta de cinco 
(5) Títulos, tres (3) Capítulos, dos (2) Subcapítulos, treinta (30) 
Artículos y dos (2) Disposiciones Finales. 
 
Artículo 2o.- El presente Decreto Supremo, que será 
refrendado por los Ministros de Justicia y de Promoción de la 
Mujer y del Desarrollo Humano; y entrará en vigencia a partir 
del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial El 
Peruano. 
 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días 
del mes de junio de mil novecientos noventa y siete. 
 
ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente Constitucional de 
la República.  
 
CARLOS E. HERMOZA MOYA, Ministro de Justicia.  
 
MIRIAM SCHENONE ORDINOLA, Ministra de Promoción de 
la Mujer y del Desarrollo Humano. 
 

LEY DE PROTECCION FRENTE A LA VIOLENCIA FAMILIAR 
 
 
 
 



 
 
 

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
 
Alcance de la ley 
Artículo 1o.- Por la presente Ley, se establece la política del 
Estado y de la sociedad frente a la violencia familiar, así como 
las medidas de protección que correspondan. 
 
Definición de violencia familiar 
Artículo 2o.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá 
por violencia familiar cualquier acción u omisión que cause 
daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la 
amenaza o coacción graves, que se produzcan entre: 
a. Cónyuges; 
b. Convivientes; 
c. Ascendientes; 
d. Descendientes; 
e. Parientes colaterales hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad; o, 
f. Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien 
relaciones contractuales o laborales. 
 
Política y acciones del Estado 
Artículo 3o.- Es política permanente del Estado la lucha 
contra toda forma de violencia familiar, debiendo desarrollarse 
con este propósito las siguientes acciones: 
 
a) Fortalecer en todos los niveles educativos, la enseñanza de 
valores éticos, el irrestricto respeto a la dignidad de la persona 
humana y de los derechos de la mujer, del niño y adolescente 
y de la familia, de conformidad con la Constitución Política del 
Estado y los Instrumentos Internacionales ratificados por el 
Perú. 
b) Emprender campañas de difusión, con el propósito de 
sensibilizar a la sociedad sobre la problemática social antes  
señalada, difundir los alcances de la presente Ley y condenar 
los actos de violencia familiar. 
c) Promover el estudio e investigación sobre las causas de 
violencia familiar y medidas a adoptarse para su corrección. 
d) Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de 
violencia familiar, caracterizados por el mínimo de formalismo 
y la tendencia a brindar medidas cautelares y resarcimiento 
por los daños y perjuicios causados, así como, para facilitar la 
atención gratuita en los reconocimientos médicos requeridos 
por la Policía, Ministerio Público o Poder Judicial. 
e) Promover la participación activa de organizaciones, 
entidades públicas o privadas dedicadas a la protección de 
menores, mujeres y en general a los asuntos familiares, para 
el desarrollo de labores preventivas y de control sobre la 
ejecución de medidas cautelares, de apoyo y tratamiento de 
víctimas de violencia y agresores. 
f) Reforzar las actuales delegaciones policiales con unidades 
especializadas dotándolas de personal capacitado en la 
atención de los casos de violencia familiar. 
La Policía Nacional garantizará que, la formación policial 
incluya en la currícula y en el ejercicio de la carrera, 



capacitación integral sobre la violencia familiar y su adecuada 
atención. 
g) Promover el establecimiento de hogares temporales de 
refugio para víctimas de violencia y la creación y desarrollo de 
instituciones para el tratamiento de agresores, a nivel 
municipal. 
h) Capacitar al personal policial, fiscales, jueces, médicos 
legistas, agentes de salud, agentes de educación y personal 
de las Defensorías Municipales, para que asuman un rol eficaz 
en la lucha contra la violencia familiar. 
Las acciones dispuestas en el presente artículo serán 
coordinadas por el Ministerio de Promoción de la Mujer y del 
Desarrollo Humano. 
 

TITULO SEGUNDO 
COMPETENCIA 

 
CAPITULO PRIMERO 

DE LA INTERVENCION DE LA POLICIA NACIONAL 
 

De la denuncia policial 
Artículo 4o.- La Policía Nacional en todas las delegaciones 
policiales, recibirá las denuncias por violencia familiar y 
realizará las investigaciones preliminares correspondientes. 
Las denuncias podrán ser presentadas en forma verbal o 
escrita. 
 
De los formularios tipo y de la capacitación policial 
Artículo 5o.- Para tal efecto, el Ministerio del Interior expedirá 
formularios tipo, para facilitar las denuncias y asimismo, 
cartillas informativas de difusión masiva. Asimismo dispondrá 
la capacitación de personal especializado en la Policía 
Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta Ley. 
 
De la investigación policial 
Artículo 6o.- La investigación policial se sigue de oficio, 
independientemente del impulso del denunciante y concluye 
con una parte o atestado que contiene los resultados de la 
investigación. Durante la misma, pueden solicitarse los 
informes necesarios para el esclarecimiento de los hechos. La 
Policía Nacional, a solicitud de la víctima brindará las 
garantías necesarias en resguardo de su integridad. 
 
De las atribuciones específicas de la Policía 
Artículo 7o.- En caso de flagrante delito o de muy grave 
peligro de su perpetración, la Policía Nacional está facultada 
para allanar el domicilio del agresor. Podrá detener a éste en 
caso de flagrante delito y realizar la investigación en un plazo 
máximo de 24 horas, poniendo el atestado en conocimiento de 
la fiscalía provincial penal que corresponda. 
De igual manera, podrá conducir de grado o fuerza al 
denunciado renuente a concurrir a la delegación policial. 
 
Del Atestado Policial 
Artículo 8o.- El atestado policial será remitido al Juez de Paz 
o Fiscal Provincial en lo Penal, según corresponda, y al Fiscal 
de Familia, para ejercer las atribuciones que le señala la 
presente ley. 



La parte interesada podrá igualmente pedir copia del atestado 
para los efectos que considere pertinente o solicitar su 
remisión al juzgado que conociere de un proceso sobre la 
materia o vinculado a ésta. 
 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 

 
Del conocimiento y acciones iniciales del Fiscal Provincial 
Artículo 9o.- El Fiscal Provincial de Familia que corresponda, 
dará trámite a las peticiones que se formulen verbalmente o 
por escrito en forma directa por la víctima de violencia, sus 
familiares, cualquiera de los mencionados en el Artículo 2o de 
esta ley o tratándose de menores cualquier persona que 
conozca de los hechos, o por remisión del atestado de las 
delegaciones policiales. También podrá actuar de oficio ante el 
conocimiento directo de los hechos. 
 
De las medidas de protección inmediatas 
Artículo 10o.- Recibida la petición o apreciados de oficio los 
hechos, el Fiscal puede dictar las medidas de protección 
inmediatas que la situación exija. 
Las medidas de protección inmediatas que pueden ser 
adoptadas a solicitud de la víctima incluyen, sin que la 
enumeración sea limitativa, el retiro del agresor del domicilio, 
impedimento de acoso a la víctima, suspensión temporal de 
visitas, inventarios sobre sus bienes y otras medidas de 
protección inmediata que garanticen su integridad física, 
psíquica y moral. 
El Fiscal de Familia debe poner en conocimiento del Juez de 
Familia las medidas de protección adoptadas. 
 
De la solicitud de medidas cautelares 
Artículo 11o.- Si la seguridad de la víctima o de su familia 
requiriera de una decisión jurisdiccional, solicitará las medidas 
cautelares pertinentes al Juez Especializado de Familia, las 
que se tramitarán como Medidas Anticipadas fuera de 
proceso, de conformidad con lo dispuesto por los Artículos 
635o y siguientes del Código Procesal Civil. Es especialmente 
procedente la solicitud de una asignación anticipada de 
alimentos. Las medidas cautelares se concederán sin el 
requisito de contracautela. 
 
De la potestad especial del Fiscal Provincial 
Artículo 12o.- Para el ejercicio de su función, el Fiscal gozará 
de la potestad de libre acceso al lugar donde se haya 
perpetrado la violencia. 
 
De la conciliación ante el Fiscal Provincial 
Artículo 13o.- El Fiscal convocará a la víctima y al agresor a 
audiencia de conciliación, para buscar una solución que 
permita el cese de los actos de violencia. Son nulos los 
acuerdos que legitimen los actos de violencia y aquellos 
referentes a la renuncia de los derechos de la víctima. Para 
dicha conciliación, podrá requerirse del apoyo psicológico 
correspondiente. 
El Fiscal está obligado a suspender la conciliación, cuando la 
víctima experimente temor ante coacción presente o eventual 
y se sienta en una situación de inseguridad o se desista de 



participar en ella. El proceso sólo se reinicia tomándose las 
medidas necesarias para garantizar la seguridad e integridad 
de la víctima. 
 
De las facultades del Fiscal Provincial en la conciliación 
Artículo 14o.- La citación al agresor se efectuará bajo 
apercibimiento de ser denunciado por delito de resistencia o 
desobediencia a la autoridad en caso de inconcurrencia a que 
se refiere el Artículo 368o del Código Penal. 
 
De los efectos de la conciliación 
Artículo 15o.- El acta de conciliación, tendrá los efectos 
previstos en el Artículo 328o del Código Procesal Civil. 
El incumplimiento de la conciliación concede al Fiscal el 
derecho de recurrir al Juez de Familia, para exigir 
judicialmente su ejecución. 
 
De la legitimidad procesal 
Artículo 16o.- No habiéndose alcanzado la conciliación o por 
frustración de la misma, el Fiscal interpondrá demanda ante el 
Juez de Familia, la que se tramitará con arreglo a lo dispuesto 
en el Artículo 18o de la presente Ley. 
 
De las otras funciones del Fiscal Provincial 
Artículo 17o.- Corresponde además, al Ministerio Público en 
su función tuitiva visitar periódicamente las dependencias 
policiales para conocer sobre la existencia de denuncias sobre 
violencia familiar, e intervenir de oficio cuando corresponda 
conforme esta Ley. 
 

CAPITULO TERCERO 
DE LA INTERVENCION JUDICIAL 

 
SUBCAPITULO PRIMERO 

DE LA INTERVENCION DEL JUEZ ESPECIALIZADO DE 
FAMILIA 

 
De la competencia del Juez Especializado de Familia 
Artículo 18o.- Corresponde el conocimiento de los procesos 
al Juez Especializado de Familia del lugar donde domicilia la 
víctima o del lugar de la agresión, indistintamente. 
 
De la legitimidad procesal 
Artículo 19o.- El proceso se inicia por demanda: 
a) De la víctima de violencia o su representante. 
b) Del Fiscal de Familia. 
 
Del procedimiento 
Artículo 20o.- Las pretensiones sobre Violencia Familiar se 
tramitan como Proceso Unico, conforme a las disposiciones 
del Código de los Niños y Adolescentes, con las 
modificaciones que en esta ley se detallan. 
 
De la sentencia 
Artículo 21o.- La resolución judicial que pone fin al proceso 
determinará si ha existido o no violencia familiar y establecerá: 
a) Las medidas de protección en favor de la víctima pudiendo 
ordenar entre otras, la suspensión temporal de la cohabitación, 



la salida temporal del agresor del domicilio, la prohibición 
temporal de toda clase de visitas por parte del agresor, 
además de cualquier otra forma de acoso para la víctima, 
entre otras, conforme lo prescribe el segundo párrafo del 
Artículo 10o de esta Ley. 
b) El tratamiento que debe recibir la víctima, su familia y el 
agresor, si se estima conveniente. 
c) La reparación del daño. 
d) El establecimiento de una pensión de alimentos para la 
víctima, cuando corresponda legalmente, si a criterio del 
juzgado ello es necesario para su subsistencia. 
En atención a la función tuitiva de este proceso, el Juez puede 
agregar a su decisión los mandatos que aseguren la eficacia 
de las pretensiones exigidas y los derechos esenciales de la 
víctima. 
 
De la ejecución forzosa 
Artículo 22o.- En caso de incumplimiento de las medidas 
decretadas, el Juez ejercerá las facultades coercitivas, 
contempladas en los Artículos 53o del Código Procesal Civil y 
205o del Código de los Niños y Adolescentes, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales, a que hubieran lugar. 
 
De las medidas cautelares y conciliación ante el Juez de 
Familia 
Artículo 23o.- El Juez podrá adoptar medidas cautelares 
anticipadas sobre el fondo, desde la iniciación del proceso y 
durante su tramitación, sujetándose en tal caso, a lo previsto 
por el Código Procesal Civil. Podrá ejercer igualmente la 
facultad de conciliación, en los términos previstos por el 
Artículo 13o de la presente Ley, 
 
De las medidas de protección 
Artículo 24o.- Si el Juez Penal adopta en el proceso 
respectivo medidas cautelares de protección a la víctima, no 
procederá solicitarlas en la vía civil. 
Las medidas de protección civil, pueden sin embargo, 
solicitarse antes de la iniciación del proceso, como medidas 
cautelares fuera de proceso. 
 

SUBCAPITULO SEGUNDO 
INTERVENCION DEL JUEZ ESPECIALIZADO EN LO PENAL 

 
De las medidas cautelares 
Artículo 25o.- Dictado el auto apertorio de instrucción por 
hechos tipificados como delitos y que se relacionan con la 
violencia familiar, corresponde al Juez dictar de oficio las 
medidas cautelares que señala la presente Ley, así como, 
según la naturaleza o gravedad de los hechos, o su 
reiteración, disponer la detención del encausado. 
 
De las medidas de protección 
Artículo 26o.- Cuando el Juez en lo Penal o el de Paz 
Letrado, conozcan de delitos o faltas cuyo origen sean hechos 
de violencia familiar, están facultados para adoptar todas las 
medidas de protección que señala la presente Ley. 
Las medidas referidas en el párrafo anterior, podrán adoptarse 
desde la iniciación del proceso, durante su tramitación y al 



dictar sentencia, aplicando en lo que fuere pertinente, lo 
dispuesto por el Código Procesal Civil. Podrán imponerse 
igualmente como restricciones de conducta, al momento de 
ordenar la comparecencia del inculpado y al dictar sentencia 
bajo apercibimiento de ordenar detención en caso de 
incumplimiento. 
 

TITULO TERCERO 
DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCESOS 

 
De la reserva de las actuaciones 
Artículo 27o.- Los antecedentes y documentación 
correspondientes a los procesos se mantendrán en reserva, 
salvo para las partes, letrados y expertos intervinientes. Las 
actuaciones tenderán a ser privadas. 
 
Del deber de colaboración 
Artículo 28o.- La Policía Nacional, el Ministerio Público y el 
Poder Judicial pueden solicitar la colaboración a todas las 
instituciones públicas o privadas para la evaluación física y 
psicológica de las víctimas de violencia, agresores y de su 
entorno familiar; para la asistencia de víctimas de violencia y 
su familia; y, para la aplicación y control de las medidas que 
contempla la presente ley. 
 
Del valor de los certificados médicos y pericias 
Artículo 29o.- Los certificados que expidan los 
Establecimientos de Salud del Estado tiene pleno valor 
probatorio en los procesos sobre Violencia Familiar, la 
expedición de dichos certificados es gratuita. 
También lo tendrán los certificados que expidan instituciones 
privadas, con las que el Ministerio Público y el Poder Judicial 
celebren Convenios, para la realización de determinadas 
pericias. 
 

TITULO CUARTO 
DE LA INTERVENCION DE LAS DEFENSORIAS 

MUNICIPALES DEL NIÑO Y DEL ADOLESCENTE 
 

De la conciliación ante el Defensor Municipal del Niño y 
del Adolescente 
Artículo 30o.- Las Defensorías Municipales del Niño y del 
Adolescente, podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar 
adelante audiencias de conciliación destinadas a resolver 
conflictos originados por violencia familiar. 
 

TITULO QUINTO 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Primera.- Excepcionalmente y cuando la carga procesal o la 
realidad del distrito lo justifiquen, el Poder Judicial o el 
Ministerio Público, a través de sus órganos de gobierno, podrá 
asignar competencia para conocer las demandas que se 
plantean al amparo de lo dispuesto sobre la ley de violencia 
familiar, a los juzgados de paz letrados. 
Segunda.- Deróganse las disposiciones que se opongan a la 
presente ley. 
 

******************** 
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Anexo 14 
 
24/02/98.- D.S.  No  002-98-JUS.-  Aprueba  Reglamento  del  Texto  Unico 
Ordenado   (TUO) de  la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. 
(25/02/98) 
 

DECRETO SUPREMO No 002-98-JUS 
 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, mediante  Decreto Supremo No 006-97-JUS [T.253,§226], de fecha 25 de 
junio de  1997, se aprobó el Texto Unico Ordenado de la Ley de Protección 
frente a la Violencia Familiar, promulgado por Ley No 26260 [T.211,§141]; 
 
Que es necesario aprobar las normas reglamentarias que precisen el ámbito 
de aplicación de la norma y la extensión de las funciones de las diversas 
entidades dedicadas  a la prevención y atención de problemas relacionados 
con la violencia familiar. 
 
De conformidad  con el  Artículo  118o,  inciso  8)  de  la  Constitución 
Política del Perú [T.211,§213]; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1o.-  Apruébase el Reglamento del Texto Unico Ordenado de la Ley 
de Protección  frente a  la  Violencia  Familiar,  aprobado  por  Decreto 
Supremo No  006-97-JUS, el  mismo que consta de dos (2) Títulos, tres (3) 
Capítulos, veintiún (21) Artículos y dos (2) Disposiciones Transitorias. 
 
Artículo 2o.-  El  presente  Decreto  Supremo  será  refrendado  por  los 
Ministros de Justicia y de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano. 
Dado en  la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticuatro días del mes de 
febrero de mil novecientos noventa y ocho. 
 
ALBERTO FUJIMORI  FUJIMORI, Presidente  Constitucional de  la  República. 
ALFREDO QUISPE  CORREA, Ministro  de Justicia.  MIRIAM SCHENONE ORDINOLA, 
 
Ministra de Promoción de la Mujer y Desarrollo Humano. 
 

REGLAMENTO DE LA LEY DE PROTECCION FRENTE A LA VIOLENCIA 
FAMILIAR 

 
TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
LEY REGLAMENTADA. 
Artículo 1o.-  Se entiende por "Ley" al Texto Unico Ordenado de la Ley No 
26260, aprobado mediante Decreto Supremo No 006-97-JUS. 
 
OBJETO 
Artículo 2o.-  El presente  Reglamento tiene  como objeto  establecer las 
normas y  procedimientos para  la mejor  aplicación de  la  política  del 
Estado y  de la  Sociedad frente  a la  violencia familiar, así como para 
ejecutar efectivamente  las medidas de protección a las víctimas de tales 
actos. 



ENTIDADES RESPONSABLES DEL CUMPLIMIENTO 
Artículo 3o.-  Las disposiciones  contenidas en  el  presente  Reglamento 
alcanzan a  los funcionarios  y autoridades  públicas,  así  como  a  los 
integrantes de las Defensorías Municipales del Niño y del Adolescente que 
deban intervenir  para prevenir  los actos  de violencia  familiar o  con 
motivo de la comisión de los mismos. 
 
HABITANTES DEL HOGAR FAMILIAR 
Artículo 4o.-  Para los  efectos del inciso f) del Artículo 2o de la Ley, 
se entiende  como habitantes  del hogar  familiar, entre  otros, a los ex 
cónyuges o  ex convivientes  que habitan temporalmente en el predio donde 
reside la  víctima de  los actos  de violencia  familiar, conforme  a  lo 
dispuesto en  el citado artículo, durante el momento en que se produjeron 
dichos hechos. 
 

TITULO SEGUNDO 
COMPETENCIA 

 
CAPITULO PRIMERO 

DE LA INTERVENCION DE LA POLICIA NACIONAL 
 
DEPENDENCIA ESPECIALIZADA  EN LA  ATENCION Y  PREVENCION DE  LA 
VIOLENCIA 
FAMILIAR 
Artículo 5o.-  En todas  las Delegaciones de la Policía Nacional existirá 
una dependencia  encargada exclusivamente  de recibir  las denuncias  por 
violencia familiar,  la que  estará a cargo, preferentemente, de personal 
policial capacitado  en la  materia,  el  cual,  además  de  recibir  las 
denuncias de  las víctimas  de tales  actos de  violencia y practicar las 
investigaciones y  diligencias preliminares correspondientes, informará a 
los denunciantes  de sus  derechos, brindando  las garantías necesarias a 
las víctimas,  en caso  de que éstas lo soliciten o cuando dichas medidas 
fueran necesarias. 
 
COMUNICACION AL FISCAL PROVINCIAL DE FAMILIA 
Artículo 6o.- Interpuesta la denuncia por actos de violencia familiar, el 
responsable de la dependencia policial dará cuenta de inmediato al Fiscal 
Provincial de  Familia, a  efectos de  que éste  ejercite las acciones de 
protección respectivas. 
En caso  se determine  que los  actos de  violencia constituyen delito el 
Fiscal Provincial  de Familia  comunicará lo actuado al Fiscal Provincial 
en lo  Penal, a  fin de  que proceda  con arreglo a sus atribuciones y al 
Juez de Paz de la localidad, tratándose de faltas. 
 
DECLARACION DEL DENUNCIADO 
Artículo 7o.-  Iniciada la investigación preliminar, la Policía citará al 
denunciado a  efectos de  recibir sus  declaración, con  conocimiento del 
Representante del  Ministerio Público.  En  caso  que  el  denunciado  no 
concurra será  nuevamente citado, bajo apercibimiento de ser conducido de 
grado fuerza. De insistir el denunciado en su inasistencia injustificada, 
el  encargado   de  la  investigación  policial  dará  cuenta  al  Fiscal 
Provincial, quien  haciendo efectivo  el  apercibimiento  antes  indicado 
dispondrá su  conducción compulsiva por parte de los efectivos policiales 
a cargo de la investigación preliminar. 
 
ALLANAMIENTO DEL DOMICILIO DEL AGRESOR 
Artículo 8o.-  En caso  de flagrante  delito o  de grave  peligro  de  su 
perpetración,  la   Policía  Nacional  está  facultada  para  allanar  el 



domicilio del  agresor, si  los hechos  se producen  en su  interior, y/o 
detenerlo, dando  cuenta en  esté último  caso al Fiscal Provincial en lo 
Penal. 
Producida la  detención del  agresor, la  Policía, con  conocimiento  del 
Representante  del   Ministerio  Público   procederá  a   practicar   las 
investigaciones preliminares correspondientes en el plazo de veinticuatro 
horas, dentro  del cual  pondrá al  detenido  a  disposición  del  Fiscal 
Provincial junto con los actuados correspondientes. 
 
SOLICITUD DE INFORMES A ENTIDADES PUBLICAS Y PRIVADAS 
Artículo 9o.- En el curso de la investigación preliminar la Policía podrá 
solicitar, con conocimiento del Representante del Ministerio Público, los 
informes, que  resulten necesarios para el esclarecimiento de los hechos, 
a  las  entidades  públicas  o  privadas.  Las  solicitudes  de  informes 
dirigidas a  entidades privadas  deberán solicitarse  a través del Fiscal 
Provincial. 
 
REMISION DE LOS ACTUADOS AL FISCAL 
Artículo  10o.-  Concluida  la  investigación  policial  preliminar,  los 
actuados serán  remitidos al  Fiscal Provincial  de Familia  y al  Fiscal 
Provincial en  lo Penal,  en caso  de delito,  a fin  de que procedan con 
arreglo a  sus  atribuciones.  Los  interesados  podrán  solicitar  copia 
certificada de la investigación preliminar policial. 
 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 

 
MEDIDAS DE PROTECCION DICTADAS POR EL FISCAL 
Artículo 11o.-  El Fiscal  Provincial de Familia está autorizado a dictar 
las medidas  de protección  inmediatas previstas en el Artículo 10o de la 
Ley, siempre  que exista  peligro por la demora y resulten indispensables 
para evitar  mayores  perjuicios  a  la  víctima  o  para  garantizar  su 
integridad física,  psíquica y  moral. Efectuada  la  medida,  solicitará 
inmediatamente  al  Juez  la  resolución  confirmatoria  correspondiente, 
mediante pedido  fundamentado acompañando  los recaudos  pertinentes.  La 
autoridad judicial expedirá la resolución a la solicitud del Fiscal en el 
día de su presentación, bajo responsabilidad. 
Similares medidas  pueden ser solicitadas con posterioridad al inicio del 
proceso judicial. 
 
LIBRE ACCESO DEL FISCAL AL LUGAR DONDE SE PERPETRO LA VIOLENCIA 
Artículo 12o.-  El Fiscal  Provincial de  Familia, en  el ejercicio de su 
función, está  facultado para  acceder libremente al lugar donde se halla 
perpetrado la  violencia, siempre  que se  trate  de  establecimientos  o 
lugares de  reunión o  de recreo,  abiertos al  público y  que  no  estén 
destinados a habitación particular. 
Fuera de  estos supuestos,  y siempre que existan motivos razonables para 
ello,  deberá  solicitar  al  Juez  Especializado  de  Familia,  mediante 
petición fundamentada  con indicación  de la  finalidad específica  de la 
medida y acompañando los recaudos pertinentes, el allanamiento y registro 
del inmueble o de cualquier otro lugar cerrado. 
Emitida la orden judicial, que contendrá el nombre del Fiscal autorizado, 
la finalidad  específica del  allanamiento, la  designación  precisa  del 
inmueble o lugar cerrado que será allanado y registrado, el tiempo máximo 
de duración  de la  diligencia y el apercibimiento de ley para el caso de 
resistencia al  mandato, el  Fiscal dispondrá  las medidas  necesarias  e 
impartirá las  órdenes pertinentes para la ejecución de la diligencia, de 
la que se sentará un acta. 



 
NOTIFICACION DE LA CITACION A LA AUDIENCIA DE CONCILIACION 
Artículo 13o.-  Para los  efectos  de  la  citación  a  la  audiencia  de 
conciliación, a  que se  refiere el Artículo 13o de la Ley, el denunciado 
deberá ser  notificado por  cédula en su domicilio real, con arreglo a lo 
dispuesto en los Artículos 160o y 161o  del Código Procesal Civil. 
Se hará efectivo el apercibimiento de denuncia penal contra el emplazado, 
siempre que injustificadamente no asista a la audiencia de conciliación. 
 
SOLICITUD DE IMPOSICION DE MEDIDAS DE PROTECCION Y COERCITIVAS 
PRESENTADA EN EL TRANSCURSO DEL PROCESO PENAL 
Artículo 14o.-  El Fiscal Provincial en lo Penal, en el curso del proceso 
penal, está autorizado a solicitar que se tomen las medidas de protección 
previstas en  el Artículo  10o de  la Ley,  así como  las coercitivas  de 
allanamiento y  registro. Asimismo,  está facultado a pedir al Juez Penal 
la imposición de medidas de protección como reglas de conducta propias de 
la comparecencia restrictiva. 
 
NO OBLIGATORIEDAD DE LA INTERPOSICION DE DEMANDA POR EL FISCAL 
Artículo 15o.-  El Fiscal  Provincial  de  Familia  no  está  obligado  a 
interponer demanda  cuando considere  que la  pretensión de la víctima no 
tiene amparo  legal. En tal caso deberá emitir una resolución debidamente 
motivada. 
Tampoco es  obligatoria la  interposición de  una demanda  por parte  del 
Fiscal cuando  la víctima  o su representante le comunique por escrito su 
intención de interponer la demanda por su cuenta. 
 
INTERPOSICION DE  LA DEMANDA  POR LA  VICTIMA DEBIDO A LA INACTIVIDAD 
DEL FISCAL 
Artículo 16o.-  La resolución  del Fiscal a la que se refiere el artículo 
anterior, no  impide que la víctima o su representante interpongan por su 
cuenta demanda  ante el  Poder Judicial.  Una vez  admitida a  trámite la 
demanda, el  Juez deberá  solicitar a  la Fiscalía  que remita lo actuado 
ante su Despacho. 
 

CAPITULO TERCERO 
DE LA INTERVENCION DEL JUEZ 

 
EXONERACION DE LA PRESENTACION DE COPIAS POR AUXILIO JUDICIAL 
Artículo 17o.-  En caso  que se conceda auxilio judicial al demandate, el 
Juez no  exigirá la presentación de copias de la demanda ni de sus anexos 
para efectos de admitirla a trámite. 
En este  caso se  notificará al  demandado el  auto  de  admisión  de  la 
demanda, dándole  un plazo  de 3  días hábiles para que concurra al local 
del Juzgado  a fin  de que tome conocimiento de la demanda y sus anexos y 
solicite la expedición de copias simples de dichos documentos, teniéndose 
en cuenta  el término  de la  distancia  en  caso  que  el  demandado  no 
domicilie en  el lugar  en donde se lleve a cabo el proceso. El demandado 
se considerará  notificado con  la demanda en la fecha en que concurra al 
Juzgado o en la fecha en que venza el plazo establecido para este efecto, 
lo que ocurra primero. 
El demandado  deberá identificarse  con  su  documento  de  identidad  al 
concurrir al  Juzgado con  la finalidad  que  se  le  otorgue  acceso  al 
expediente. 
El Secretario  del Juzgado  levantará un  acta en  la que  se acredite la 
concurrencia del  demandando. Las  copias de  la  demanda  y  sus  anexos 
deberán ser  entregadas por  el Auxiliar  Jurisdiccional,  inmediatamente 
después que  el demandado presente los comprobantes que acrediten el pago 



de la  tasa por  concepto de  copia simple  que ascender a 0.10% de la 
Unidad de Referencia Procesal. 
 
INTERVENCION DE  LA VICTIMA  EN EL CASO DE LA INTERPOSICION DE LA 
DEMANDA POR PARTE DEL FISCAL 
Artículo 18o.-  El Juez  notificará el  auto admisorio  de la  demanda al 
agraviado, en  el caso  que la misma haya sido interpuesta por el Fiscal. 
Además, le facilitará acceso al expediente y le notificará la sentencia. 
En cualquier  momento del  proceso, la  víctima o su representante podrán 
apersonarse al Juzgado y comunicar por escrito su deseo de intervenir por 
su cuenta  en el  proceso. A  partir de la fecha de presentación de dicho 
escrito, la víctima actuará como parte demandante en el proceso, pudiendo 
realizar toda  la actividad  procesal que requiera para la defensa de sus 
intereses. 
La comunicación de la intervención en el proceso por parte de la víctima, 
puede realizarse  en el  mismo escrito  mediante el  cual ésta interponga 
recurso de  apelación o casación, contra las sentencias que resuelvan las 
respectivas instancias. 
El Fiscal  dejará de  ser parte en el proceso a partir de la fecha en que 
se le  notifique la decisión del agraviado de intervenir por su cuenta en 
el mismo, actuando como coadyuvante. 
 
EXONERACION DE DICTAMEN FISCAL 
Artículo 19o.-  En el  caso que  la demanda  haya sido interpuesta por el 
Fiscal, no se requerirá la emisión del dictamen fiscal, con posterioridad 
a que  las partes  expongan sus  alegatos al amparo del Artículo 197o del 
Código de  los Niños  y Adolescentes  ni después  de la  recepción de los 
autos por parte de la Sala de Familia de la Corte Superior. 
Si la  víctima solicitó  intervenir como parte en el proceso, el Dictamen 
Fiscal deberá  ser realizado  por un  Fiscal distinto al que interpuso la 
demanda. 
 
ELEVACION EN CONSULTA DE LA SENTENCIA 
Artículo 20o.-  La sentencia  que desestime la demanda interpuesta por el 
Fiscal, deberá ser elevada en consulta del superior jerárquico. 
 
INTERVENCION SUPLETORIA DEL JUEZ DE PAZ 
Artículo 21o.-  En los  lugares en  donde no  exista Juez de Paz Letrado, 
asumirá sus funciones el Juez de Paz. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
Primera.- Las  Delegaciones de  la Policía  Nacional que todavía no hayan 
implementado dependencias  especializadas en  la atención y prevención de 
la violencia  familiar, están  obligadas a  recibir e  investigar  dichas 
denuncias que se interpongan sobre dicha materia. 
 
Segunda.- En  un plazo  de 30  días contados  a partir  de la  entrada en 
vigencia  del  presente  reglamento,  la  Comisión  Ejecutiva  del  Poder 
Judicial deberá  aprobar  los  comprobantes  de  pago  que  acrediten  la 
cancelación de la tasa por concepto de la expedición de copias simples. 
 

******************** 



25/06/97.- D.S. No 006-97-JUS.- Aprueba el Texto Unico 
Ordenado de la Ley Nº 26260, Ley de protección frente a la 
Violencia Familiar. (27/06/97) 

 
DECRETO SUPREMO No 006-97-JUS 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Ley No 26260 [T.211,§141], se promulgó la Ley de 
Protección frente a la Violencia Familiar; y mediante Ley No 
26763 [T.250,§164] se promulgó su Ley modificatoria; 
 
Que, la Segunda Disposición Final de la Ley No 26763 autoriza 
al Poder Ejecutivo, para que mediante Decreto Supremo se 
dicte el Texto Unico Ordenado de la Ley No 26260, incluyendo 
las normas contenidas en su texto, a cuyo  
efecto podrá efectuar el reordenamiento de sus artículos,  
 
Disposiciones Transitorias y Finales; 
 
En uso de las facultades conferidas por el inciso 8) del Artículo 
118o de la Constitución Política del Perú [T.211,§213]; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1o.- Apruébase el Texto Unico Ordenado de la Ley 
No 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, y su 
modificatoria Ley No 26763, la misma que consta de cinco (5) 
Títulos, tres (3) Capítulos, dos (2) Subcapítulos, treinta (30) 
Artículos y dos (2) Disposiciones Finales. 
 
Artículo 2o.- El presente Decreto Supremo, que será 
refrendado por los Ministros de Justicia y de Promoción de la 
Mujer y del Desarrollo Humano; y entrará en vigencia a partir 
del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial El 
Peruano. 
 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días 
del mes de junio de mil novecientos noventa y siete. 
 
ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente Constitucional de la 
República.  
 
CARLOS E. HERMOZA MOYA, Ministro de Justicia.  
 
MIRIAM SCHENONE ORDINOLA, Ministra de Promoción de la 
Mujer y del Desarrollo Humano. 
 
 
 
 
 
 



LEY DE PROTECCION FRENTE A LA VIOLENCIA FAMILIAR 
 
 

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
 
Alcance de la ley 
Artículo 1o.- Por la presente Ley, se establece la política del 
Estado y de la sociedad frente a la violencia familiar, así como 
las medidas de protección que correspondan. 
 
Definición de violencia familiar 
Artículo 2o.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá 
por violencia familiar cualquier acción u omisión que cause 
daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la 
amenaza o coacción graves, que se produzcan entre: 
a. Cónyuges; 
b. Convivientes; 
c. Ascendientes; 
d. Descendientes; 
e. Parientes colaterales hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad; o, 
f. Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien 
relaciones contractuales o laborales. 
 
Política y acciones del Estado 
Artículo 3o.- Es política permanente del Estado la lucha 
contra toda forma de violencia familiar, debiendo desarrollarse 
con este propósito las siguientes acciones: 
 
a) Fortalecer en todos los niveles educativos, la enseñanza de 
valores éticos, el irrestricto respeto a la dignidad de la persona 
humana y de los derechos de la mujer, del niño y adolescente 
y de la familia, de conformidad con la Constitución Política del 
Estado y los Instrumentos Internacionales ratificados por el 
Perú. 
b) Emprender campañas de difusión, con el propósito de 
sensibilizar a la sociedad sobre la problemática social antes  
señalada, difundir los alcances de la presente Ley y condenar 
los actos de violencia familiar. 
c) Promover el estudio e investigación sobre las causas de 
violencia familiar y medidas a adoptarse para su corrección. 
d) Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de 
violencia familiar, caracterizados por el mínimo de formalismo 
y la tendencia a brindar medidas cautelares y resarcimiento 
por los daños y perjuicios causados, así como, para facilitar la 
atención gratuita en los reconocimientos médicos requeridos 
por la Policía, Ministerio Público o Poder Judicial. 
e) Promover la participación activa de organizaciones, 
entidades públicas o privadas dedicadas a la protección de 
menores, mujeres y en general a los asuntos familiares, para 
el desarrollo de labores preventivas y de control sobre la 
ejecución de medidas cautelares, de apoyo y tratamiento de 
víctimas de violencia y agresores. 



f) Reforzar las actuales delegaciones policiales con unidades 
especializadas dotándolas de personal capacitado en la 
atención de los casos de violencia familiar. 
La Policía Nacional garantizará que, la formación policial 
incluya en la currícula y en el ejercicio de la carrera, 
capacitación integral sobre la violencia familiar y su adecuada 
atención. 
g) Promover el establecimiento de hogares temporales de 
refugio para víctimas de violencia y la creación y desarrollo de 
instituciones para el tratamiento de agresores, a nivel 
municipal. 
h) Capacitar al personal policial, fiscales, jueces, médicos 
legistas, agentes de salud, agentes de educación y personal de 
las Defensorías Municipales, para que asuman un rol eficaz en 
la lucha contra la violencia familiar. 
Las acciones dispuestas en el presente artículo serán 
coordinadas por el Ministerio de Promoción de la Mujer y del 
Desarrollo Humano. 
 

TITULO SEGUNDO 
COMPETENCIA 

 
CAPITULO PRIMERO 

DE LA INTERVENCION DE LA POLICIA NACIONAL 
 

De la denuncia policial 
Artículo 4o.- La Policía Nacional en todas las delegaciones 
policiales, recibirá las denuncias por violencia familiar y 
realizará las investigaciones preliminares correspondientes. 
Las denuncias podrán ser presentadas en forma verbal o 
escrita. 
 
De los formularios tipo y de la capacitación policial 
Artículo 5o.- Para tal efecto, el Ministerio del Interior 
expedirá formularios tipo, para facilitar las denuncias y 
asimismo, cartillas informativas de difusión masiva. Asimismo 
dispondrá la capacitación de personal especializado en la 
Policía Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta Ley. 
 
De la investigación policial 
Artículo 6o.- La investigación policial se sigue de oficio, 
independientemente del impulso del denunciante y concluye 
con una parte o atestado que contiene los resultados de la 
investigación. Durante la misma, pueden solicitarse los 
informes necesarios para el esclarecimiento de los hechos. La 
Policía Nacional, a solicitud de la víctima brindará las garantías 
necesarias en resguardo de su integridad. 
 
De las atribuciones específicas de la Policía 
Artículo 7o.- En caso de flagrante delito o de muy grave 
peligro de su perpetración, la Policía Nacional está facultada 
para allanar el domicilio del agresor. Podrá detener a éste en 
caso de flagrante delito y realizar la investigación en un plazo 
máximo de 24 horas, poniendo el atestado en conocimiento de 
la fiscalía provincial penal que corresponda. 
De igual manera, podrá conducir de grado o fuerza al 
denunciado renuente a concurrir a la delegación policial. 



 
Del Atestado Policial 
Artículo 8o.- El atestado policial será remitido al Juez de Paz 
o Fiscal Provincial en lo Penal, según corresponda, y al Fiscal 
de Familia, para ejercer las atribuciones que le señala la 
presente ley. 
La parte interesada podrá igualmente pedir copia del atestado 
para los efectos que considere pertinente o solicitar su 
remisión al juzgado que conociere de un proceso sobre la 
materia o vinculado a ésta. 
 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 

 
Del conocimiento y acciones iniciales del Fiscal 
Provincial 
Artículo 9o.- El Fiscal Provincial de Familia que corresponda, 
dará trámite a las peticiones que se formulen verbalmente o 
por escrito en forma directa por la víctima de violencia, sus 
familiares, cualquiera de los mencionados en el Artículo 2o de 
esta ley o tratándose de menores cualquier persona que 
conozca de los hechos, o por remisión del atestado de las 
delegaciones policiales. También podrá actuar de oficio ante el 
conocimiento directo de los hechos. 
 
De las medidas de protección inmediatas 
Artículo 10o.- Recibida la petición o apreciados de oficio los 
hechos, el Fiscal puede dictar las medidas de protección 
inmediatas que la situación exija. 
Las medidas de protección inmediatas que pueden ser 
adoptadas a solicitud de la víctima incluyen, sin que la 
enumeración sea limitativa, el retiro del agresor del domicilio, 
impedimento de acoso a la víctima, suspensión temporal de 
visitas, inventarios sobre sus bienes y otras medidas de 
protección inmediata que garanticen su integridad física, 
psíquica y moral. 
El Fiscal de Familia debe poner en conocimiento del Juez de 
Familia las medidas de protección adoptadas. 
 
De la solicitud de medidas cautelares 
Artículo 11o.- Si la seguridad de la víctima o de su familia 
requiriera de una decisión jurisdiccional, solicitará las medidas 
cautelares pertinentes al Juez Especializado de Familia, las que 
se tramitarán como Medidas Anticipadas fuera de proceso, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 635o y 
siguientes del Código Procesal Civil. Es especialmente 
procedente la solicitud de una asignación anticipada de 
alimentos. Las medidas cautelares se concederán sin el 
requisito de contracautela. 
 
De la potestad especial del Fiscal Provincial 
Artículo 12o.- Para el ejercicio de su función, el Fiscal gozará 
de la potestad de libre acceso al lugar donde se haya 
perpetrado la violencia. 
 
 



De la conciliación ante el Fiscal Provincial 
Artículo 13o.- El Fiscal convocará a la víctima y al agresor a 
audiencia de conciliación, para buscar una solución que 
permita el cese de los actos de violencia. Son nulos los 
acuerdos que legitimen los actos de violencia y aquellos 
referentes a la renuncia de los derechos de la víctima. Para 
dicha conciliación, podrá requerirse del apoyo psicológico 
correspondiente. 
El Fiscal está obligado a suspender la conciliación, cuando la 
víctima experimente temor ante coacción presente o eventual 
y se sienta en una situación de inseguridad o se desista de 
participar en ella. El proceso sólo se reinicia tomándose las 
medidas necesarias para garantizar la seguridad e integridad 
de la víctima. 
 
De las facultades del Fiscal Provincial en la conciliación 
Artículo 14o.- La citación al agresor se efectuará bajo 
apercibimiento de ser denunciado por delito de resistencia o 
desobediencia a la autoridad en caso de inconcurrencia a que 
se refiere el Artículo 368o del Código Penal. 
 
De los efectos de la conciliación 
Artículo 15o.- El acta de conciliación, tendrá los efectos 
previstos en el Artículo 328o del Código Procesal Civil. 
El incumplimiento de la conciliación concede al Fiscal el 
derecho de recurrir al Juez de Familia, para exigir 
judicialmente su ejecución. 
 
De la legitimidad procesal 
Artículo 16o.- No habiéndose alcanzado la conciliación o por 
frustración de la misma, el Fiscal interpondrá demanda ante el 
Juez de Familia, la que se tramitará con arreglo a lo dispuesto 
en el Artículo 18o de la presente Ley. 
 
De las otras funciones del Fiscal Provincial 
Artículo 17o.- Corresponde además, al Ministerio Público en 
su función tuitiva visitar periódicamente las dependencias 
policiales para conocer sobre la existencia de denuncias sobre 
violencia familiar, e intervenir de oficio cuando corresponda 
conforme esta Ley. 
 

CAPITULO TERCERO 
DE LA INTERVENCION JUDICIAL 

 
SUBCAPITULO PRIMERO 

DE LA INTERVENCION DEL JUEZ ESPECIALIZADO DE 
FAMILIA 

 
De la competencia del Juez Especializado de Familia 
Artículo 18o.- Corresponde el conocimiento de los procesos 
al Juez Especializado de Familia del lugar donde domicilia la 
víctima o del lugar de la agresión, indistintamente. 
 
De la legitimidad procesal 
Artículo 19o.- El proceso se inicia por demanda: 



a) De la víctima de violencia o su representante. 
b) Del Fiscal de Familia. 
 
Del procedimiento 
Artículo 20o.- Las pretensiones sobre Violencia Familiar se 
tramitan como Proceso Unico, conforme a las disposiciones del 
Código de los Niños y Adolescentes, con las modificaciones que 
en esta ley se detallan. 
 
De la sentencia 
Artículo 21o.- La resolución judicial que pone fin al proceso 
determinará si ha existido o no violencia familiar y establecerá: 
a) Las medidas de protección en favor de la víctima pudiendo 
ordenar entre otras, la suspensión temporal de la cohabitación, 
la salida temporal del agresor del domicilio, la prohibición 
temporal de toda clase de visitas por parte del agresor, 
además de cualquier otra forma de acoso para la víctima, 
entre otras, conforme lo prescribe el segundo párrafo del 
Artículo 10o de esta Ley. 
b) El tratamiento que debe recibir la víctima, su familia y el 
agresor, si se estima conveniente. 
c) La reparación del daño. 
d) El establecimiento de una pensión de alimentos para la 
víctima, cuando corresponda legalmente, si a criterio del 
juzgado ello es necesario para su subsistencia. 
En atención a la función tuitiva de este proceso, el Juez puede 
agregar a su decisión los mandatos que aseguren la eficacia de 
las pretensiones exigidas y los derechos esenciales de la 
víctima. 
 
De la ejecución forzosa 
Artículo 22o.- En caso de incumplimiento de las medidas 
decretadas, el Juez ejercerá las facultades coercitivas, 
contempladas en los Artículos 53o del Código Procesal Civil y 
205o del Código de los Niños y Adolescentes, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales, a que hubieran lugar. 
 
De las medidas cautelares y conciliación ante el Juez de 
Familia 
Artículo 23o.- El Juez podrá adoptar medidas cautelares 
anticipadas sobre el fondo, desde la iniciación del proceso y 
durante su tramitación, sujetándose en tal caso, a lo previsto 
por el Código Procesal Civil. Podrá ejercer igualmente la 
facultad de conciliación, en los términos previstos por el 
Artículo 13o de la presente Ley, 
 
De las medidas de protección 
Artículo 24o.- Si el Juez Penal adopta en el proceso 
respectivo medidas cautelares de protección a la víctima, no 
procederá solicitarlas en la vía civil. 
Las medidas de protección civil, pueden sin embargo, 
solicitarse antes de la iniciación del proceso, como medidas 
cautelares fuera de proceso. 
 
 



 
SUBCAPITULO SEGUNDO 

INTERVENCION DEL JUEZ ESPECIALIZADO EN LO PENAL 
 

De las medidas cautelares 
Artículo 25o.- Dictado el auto apertorio de instrucción por 
hechos tipificados como delitos y que se relacionan con la 
violencia familiar, corresponde al Juez dictar de oficio las 
medidas cautelares que señala la presente Ley, así como, 
según la naturaleza o gravedad de los hechos, o su reiteración, 
disponer la detención del encausado. 
 
De las medidas de protección 
Artículo 26o.- Cuando el Juez en lo Penal o el de Paz 
Letrado, conozcan de delitos o faltas cuyo origen sean hechos 
de violencia familiar, están facultados para adoptar todas las 
medidas de protección que señala la presente Ley. 
Las medidas referidas en el párrafo anterior, podrán adoptarse 
desde la iniciación del proceso, durante su tramitación y al 
dictar sentencia, aplicando en lo que fuere pertinente, lo 
dispuesto por el Código Procesal Civil. Podrán imponerse 
igualmente como restricciones de conducta, al momento de 
ordenar la comparecencia del inculpado y al dictar sentencia 
bajo apercibimiento de ordenar detención en caso de 
incumplimiento. 
 

TITULO TERCERO 
DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCESOS 

 
De la reserva de las actuaciones 
Artículo 27o.- Los antecedentes y documentación 
correspondientes a los procesos se mantendrán en reserva, 
salvo para las partes, letrados y expertos intervinientes. Las 
actuaciones tenderán a ser privadas. 
 
Del deber de colaboración 
Artículo 28o.- La Policía Nacional, el Ministerio Público y el 
Poder Judicial pueden solicitar la colaboración a todas las 
instituciones públicas o privadas para la evaluación física y 
psicológica de las víctimas de violencia, agresores y de su 
entorno familiar; para la asistencia de víctimas de violencia y 
su familia; y, para la aplicación y control de las medidas que 
contempla la presente ley. 
 
Del valor de los certificados médicos y pericias 
Artículo 29o.- Los certificados que expidan los 
Establecimientos de Salud del Estado tiene pleno valor 
probatorio en los procesos sobre Violencia Familiar, la 
expedición de dichos certificados es gratuita. 
También lo tendrán los certificados que expidan instituciones 
privadas, con las que el Ministerio Público y el Poder Judicial 
celebren Convenios, para la realización de determinadas 
pericias. 
 
 
 



TITULO CUARTO 
DE LA INTERVENCION DE LAS DEFENSORIAS 

MUNICIPALES DEL NIÑO Y DEL ADOLESCENTE 
 

De la conciliación ante el Defensor Municipal del Niño y 
del Adolescente 
Artículo 30o.- Las Defensorías Municipales del Niño y del 
Adolescente, podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar 
adelante audiencias de conciliación destinadas a resolver 
conflictos originados por violencia familiar. 
 

TITULO QUINTO 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Primera.- Excepcionalmente y cuando la carga procesal o la 
realidad del distrito lo justifiquen, el Poder Judicial o el 
Ministerio Público, a través de sus órganos de gobierno, podrá 
asignar competencia para conocer las demandas que se 
plantean al amparo de lo dispuesto sobre la ley de violencia 
familiar, a los juzgados de paz letrados. 
Segunda.- Deróganse las disposiciones que se opongan a la 
presente ley. 
 

******************** 



22/12/93.- Ley No. 26260.- Establece política del Estado 
y de la Sociedad frente a la violencia familiar. (24/12/93) 
 
POR CUANTO: 
El Congreso Constituyente Democrático; 
Ha dado la Ley siguiente: 
 

 
DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 1o.- Por la presente Ley, se establece la política 
del Estado y de la sociedad frente a la violencia familiar, 
así como las medidas de protección que corresponden. 
 
Artículo 2o.- Constituyen manifestaciones de violencia 
familiar los actos de maltrato físico y psicológico, entre 
cónyuges, convivientes o personas, que hayan procreado 
hijos en común aunque no convivan y, de padres o 
tutores a menores de edad bajo su responsabilidad. 
 
Artículo 3o.- Conceptúase como objetivo de la política 
estatal la desaparición de la violencia familiar, pudiendo 
desarrollarse con ese propósito las siguientes acciones: 
 
a) Fortalecer en la formación escolar y extraescolar la 

enseñanza de valores éticos, el irrestricto respeto la 
dignidad de la persona humana y de los derechos de 
la mujer y el menor, de conformidad con la 
Constitución Política del Estado y las Convenciones 
Internacionales ratificadas por el Perú. 

 
b) Emprender campañas de difusión, con el propósito de 

sensibilizar a la sociedad sobre la problemática social 
antes señalada, difundir los alcances de la presente 
Ley y condenar los actos de violencia familiar; 

 
 
c) Promover el estudio e investigación sobre las causas 

de violencia familiar y medidas a adoptarse para su 
corrección. 

 
d) Establecer mecanismos legales eficaces para las 

víctimas de violencia familiar, mediante 
procedimientos caracterizados por el mínimo de 
formalismo y, la tendencia a brindar medidas 
cautelares. 

 
 
e) Promover la participación activa de organizaciones, 

entidades públicas o privadas dedicadas a la 
protección de menores, mujeres y en general a los 
asuntos familiares, para el desarrollo de labores 
preventivas y de control sobre la ejecución de 
medidas cautelares, de apoyo y tratamiento de 
víctimas de violencia y agresores. 

 
f) Instituir Comisarías de Mujeres en las localidades del 

país donde así se justifique y reforzar las actuales 



dependencias policiales con personal especializado en 
la atención de los casos de violencia familiar. 

 
 
g) Promover el establecimiento de hogares temporales 

de refugio para víctimas de violencia y la creación y 
desarrollo de instituciones para el tratamiento de 
agresores, a nivel municipal. 

 
h) Capacitar al personal policial y a fiscales y 

magistrados de la República, para que asuman un rol 
eficaz en la lucha contra la violencia familiar. 
Los Ministerios de Educación, Justicia y del Interior 
son los encargados de coordinar las acciones referidas 
en el presente artículo. 

 
 
 

CAPITULO SEGUNDO 
COMPETENCIA 
 

Artículo 4o.- Corresponde intervenir frente a actos de 
violencia familiar a: 
a) La Policía Nacional; 
b) El Ministerio Público; y, 
c) El Poder Judicial 
 
Artículo 5o.- La Policía Nacional, mediante las 
Comisarías de Mujeres o de Menores, y en todo caso a 
través de personal especializado, recibe preferentemente 
las denuncias y realiza las investigaciones preliminares 
correspondientes. 
 
Artículo 6o.- Para tal efecto, el Ministerio del Interior 
expedirá formularios tipo, para facilitar las denuncias y 
asimismo, cartillas informativas de difusión masiva. 
Asimismo dispondrá la capacitación de personal 
especializado en la Policía Nacional, para la atención en lo 
dispuesto en esta Ley. 
 

DE LA INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO 
 

Artículo 7o.- El Ministerio Público mediante el Fiscal 
Provincial Civil de turno, intervendrá procurando 
permanentemente la conciliación de las parejas y demás 
familiares en conflicto pudiendo tomar las medidas 
cautelares que correspondan. 
 
Artículo 8o.- Corresponde además al Ministerio Público 
en su función tuitiva visitar periódicamente las 
dependencias policiales para conocer sobre la existencia 
de denuncias sobre violencia familiar, e intervenir de 
oficio cuando corresponda conforme esta Ley. 
 

DE LA INTERVENCION JUDICIAL 
INTERVENCION DEL JUEZ CIVIL 
 



Artículo 9o.- Corresponde indistintamente al Juez Civil 
de Turno del lugar de residencia del peticionario, o del 
agresor, o del último domicilio de la pareja, o del lugar de 
la agresión, el conocimiento de los procesos. 
 
Los procesos que correspondan conforme a esta Ley 
tienen tramitación sumarísima, estando facultado el Juez 
para dictar las providencias más convenientes para la 
pacificación y erradicación definitiva de toda clase de 
violencia pudiendo ordenar, llegado el caso, la suspensión 
temporal de la cohabitación y hasta de toda clase de 
visitas a la persona agraviada. 
 
Artículo 10o.- Están legitimados para solicitar protección 
a favor de la víctima de violencia familiar: 
a) La propia víctima; 
b) Cualquiera de los padres del menor maltratado; 
c) Parientes consanguíneos del afectado; 
d) El Ministerio Público; y, 
e) Indistintamente, cualquier persona que conozca de 
tales actos de agresión. 
 

INTERVENCION DEL JUEZ EN MATERIA PENAL 
 

Artículo 11o.- Dictado el auto apertorio de instrucción 
por hechos tipificados como delitos y que se relacionan 
con la violencia familiar, corresponde al Juez dictar de 
oficio las medidas cautelares que señala la presente Ley, 
así como, según la naturaleza o gravedad de los hechos, 
o su reiteración, disponer la detención del encausado. 
 

INTERVENCION DEL JUEZ DE MENORES 
 

Artículo 12o.- La intervención del Juez de Menores se 
sujeta a lo dispuesto por el Código de los Niños y 
Adolescentes. 
 

DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS PROCESOS 
 

Artículo 13o.- Los antecedentes y documentación 
correspondiente a los procesos se mantendrán en 
reserva, salvo para las partes, letrados y expertos 
intervinientes. Las actuaciones tenderán a ser privadas. 
Artículo 14o.- Los Jueces pueden solicitar colaboración 
a todas las organizaciones o entidades públicas o privadas 
dedicadas a la protección de menores, mujeres y familia, 
a los efectos de que se brinde asistencia a las personas 
afectadas por los hechos denunciados y para que 
coadyuven en la aplicación y control de las medidas 
cautelares que contempla la Ley. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 

Artículo 15o.- Derógase las disposiciones que se 
opongan a esta Ley. 
 



Artículo 16o.- La presente Ley rige desde el día 
siguiente de su publicación en el diario oficial ``El 
Peruano''. 
 
Comuníquese al Presidente de la República para su 
promulgación. 
POR TANTO: 
 
Mando se publique y cumpla. 
 
ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI. ALFONSO BUSTAMANTE 
Y BUSTAMANTE, Presidente del Consejo de Ministros y 
Ministro de Industria, Turismo, Integración y 
Negociaciones Comerciales Internacionales. FERNANDO 
VEGA SANTA GADEA, Ministro de Justicia. 
 

******************** 
 



24/03/97.- Ley No 26763.- Modifica la Ley de Protección frente 
a la Violencia Familiar.(25/03/97) 

 
LEY No 26763 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República ha dado la Ley siguiente: 
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA; 
Ha dado la ley siguiente: 
 
Artículo Unico.- Modifícanse los Artículos 2o, 3o literales a), d), 
f) y h); 4o, 5o, 7o, 9o, 10o, 12o y 14o de la Ley No 26260 
[T.211,§141], Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, 
en los siguientes términos: 
 
"Artículo 2o.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá por 
violencia familiar cualquier acción u omisión que cause daño físico 
o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o coacción 
graves, que se produzcan entre: 
 
a. Cónyuges; 
b. Convivientes; 
c. Ascendientes; 
d. Descendientes; 
e. Parientes colaterales hasta el cuarta grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad; o 
f. Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien 
relaciones contractuales o laborales. 
 
Artículo 3o.- Es política permanente del Estado la lucha contra 
toda forma de violencia familiar, debiendo desarrollarse con este 
propósito las siguientes acciones: 
 
a) Fortalecer en todos los niveles educativos, la enseñanza de los 
valores éticos, el irrestricto respeto a la dignidad de la persona 
humana y de los derechos de la mujer, del niño y adolescente y 
de la familia, de conformidad con la Constitución Política del 
Estado y los Instrumentos Internacionales ratificados por el Perú. 
 
d) Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de 
violencia familiar, caracterizados por el mínimo de formalismo y la 
tendencia a brindar medidas cautelares y resarcimiento por los 
daños y perjuicios causados, así como, para facilitar la atención 
gratuita en los reconocimientos médicos requeridos por la Policía, 
Ministerio Público o Poder Judicial. 
 
f) Reforzar las actuales delegaciones policiales con unidades 
especializadas dotándolas de personal capacitado en la atención 
de los casos de violencia familiar. 
La Policía Nacional garantizará que, la formación policial incluya 
en la currícula y en el ejercicio de la carrera, capacitación integral 
sobre la violencia familiar y su adecuada atención. 
 
h) Capacitar al personal policial, fiscales, jueces, médicos legistas, 
agentes de salud, agentes de educación y personal de las 



Defensorías Municipales, para que asuman un rol eficaz en la 
lucha contra la violencia familiar. Las acciones dispuestas en el 
presente artículo serán coordinadas por el Ministerio de 
Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano. 
 
Artículo 4o.- Las Defensorías Municipales del Niño y el 
Adolescente, podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar 
adelante audiencias de conciliación destinadas a resolver 
conflictos originados por violencia familiar. 
 
Artículo 5o.- La Policía Nacional en todas las delegaciones 
policiales, recibirá las denuncias por violencia familiar y realizará 
las investigaciones preliminares correspondientes. 
Las denuncias podrán ser presentadas en forma verbal o escrita. 
 
La investigación policial se sigue de oficio, independientemente 
del impulso del denunciante y concluye con un parte o atestado 
que contiene los resultados de la investigación. Durante la misma, 
pueden solicitarse los informes necesarios para el esclarecimiento 
de los hechos. La Policía Nacional, a solicitud de la víctima 
brindará las garantías necesarias en resguardo de su integridad. 
 
En caso de flagrante delito o de muy grave peligro de su 
perpetración, la Policía Nacional está facultada para allanar el 
domicilio del agresor. Podrá detener a éste en caso de flagrante 
delito y realizar la investigación en un plazo máximo de 24 horas, 
poniendo el atestado en conocimiento de la fiscalía provincial 
penal que corresponda. 
 
De igual manera, podrá conducir de grado o fuerza al denunciado 
renuente a concurrir a la delegación policial. 
 
El atestado policial será remitido al Juez de Paz o Fiscal Provincial 
en lo Penal, según corresponda, y al Fiscal de Familia, para 
ejercer las atribuciones que le señala la presente ley. 
La parte interesada podrá igualmente pedir copia del atestado 
para los efectos que considere pertinente o solicitar su remisión al 
juzgado que conociere de un proceso sobre la materia o vinculado 
a ésta. 
 
Artículo 7o.- El Fiscal Provincial de Familia que corresponda, dará 
trámite a las peticiones que se formulen verbalmente o por 
escrito en forma directa por la víctima de violencia, sus familiares, 
cualesquiera de los mencionados en el Artículo 2o de esta ley o 
tratándose de menores cualquier persona que conozca de los 
hechos, o por remisión del atestado de las delegaciones policiales. 
También podrá actuar de oficio ante el conocimiento directo de 
los hechos. 
 
A. MEDIDAS DE PROTECCION INMEDIATAS 
 
Recibida la petición o apreciados de oficio los hechos, el Fiscal 
pueda dictar las medidas de protección inmediatas que la 
situación exija. Para el ejercicio de su función, el Fiscal gozará de 
la potestad de libre acceso al lugar donde se haya perpetrado la 
violencia. Si la seguridad de la víctima o de su familia requiriera 
de una decisión jurisdiccional, solicitará las medidas cautelares 



pertinentes al Juez Especializado de Familia, las que se tramitarán 
como Medidas Anticipadas fuera de proceso, de conformidad con 
lo dispuesto por los Artículos 635o y siguientes del Código 
Procesal Civil. Es especialmente procedente la solicitud de una 
asignación anticipada de alimentos. Las medidas cautelares se 
concederán sin el requisito de contracautela. 
El Fiscal de Familia debe poner en conocimiento del Juez de 
Familia las medidas de protección adoptadas. 
Las medidas de protección inmediatas que pueden ser adoptadas 
a solicitud de la víctima incluyen, sin que la enumeración sea 
limitativa, el retiro del agresor del domicilio, impedimento de 
acoso a la víctima, suspensión temporal de visitas, inventario 
sobre sus bienes y otras medidas de protección inmediata que 
garanticen su integridad física, psíquica y moral. 
 
B. CONCILIACION 
 
El Fiscal convocará a la víctima y al agresor a audiencia de 
conciliación, para buscar una solución que permita el cese de los 
actos de violencia. Son nulos los acuerdos que legitimen los actos 
de violencia y aquellos referentes a la renuncia de los derechos 
de la víctima. Para dicha conciliación, podrá requerirse del apoyo 
psicológico correspondiente. 
 
El Fiscal está obligado a suspender la conciliación, cuando la 
víctima experimente temor ante coacción presente o eventual y 
se sienta en una situación de inseguridad o se desista de 
participar en ella. El proceso sólo se reinicia tomándose las 
medidas necesarias para garantizar la seguridad e integridad de 
la víctima. 
 
La citación al agresor se efectuará bajo apercibimiento de ser 
denunciado por delito de resistencia o desobediencia a la 
autoridad en caso de inconcurrencia a que se refiere el Artículo 
368o del Código Penal. 
El acta de conciliación, tendrá los efectos previstos en el Artículo 
328o del Código Procesal Civil. 
 
El incumplimiento de la conciliación concede al Fiscal el derecho 
de recurrir al Juez de Familia, para exigir judicialmente su 
ejecución. 
 
C. LEGITIMIDAD PROCESAL 
 
No habiéndose alcanzado la conciliación o por frustración de la 
misma, el Fiscal interpondrá demanda ante el Juez de Familia, la 
que se tramitará con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 9o de la 
presente ley. 
 
Artículo 9o.- Corresponde el conocimiento de los procesos al Juez 
Especializado de Familia del lugar donde domicilia la víctima o del 
lugar de la agresión, indistintamente. 
 
A. LEGITIMIDAD PROCESAL 
 
El proceso se inicia por demanda: 



a) De la víctima de violencia o su representante. 
b) Del Fiscal de Familia. 
 
B. PROCEDIMIENTO 
 
Las pretensiones sobre Violencia Familiar se tramitan como 
Proceso Unico, conforme a las disposiciones del Código de los 
Niños y Adolescentes, con las modificaciones que en esta ley se 
detallan. 
 
C. EFECTOS DE LA SENTENCIA 
 
La resolución judicial que pone fin al proceso determinará si ha 
existido o no violencia familiar y establecerá: 
 
a) Las medidas de protección en favor de la víctima pudiendo 
ordenar entre otras, la suspensión temporal de la cohabitación, la 
salida temporal del agresor del domicilio, la prohibición temporal 
de toda clase de visitas por parte del agresor, además de 
cualquier otra forma de acoso para la víctima, entre otras, 
conforme lo prescribe el último párrafo del literal a) del Artículo 
7o de esta Ley. 
 
b) El tratamiento que debe recibir la víctima, su familia y el 
agresor, si se estima conveniente. 
 
c) La reparación del daño. 
 
d) El establecimiento de una pensión de alimentos para la 
víctima, cuando corresponda legalmente, si a criterio del juzgado 
ello es necesario para su subsistencia. 
 
En atención a la función tuitiva de este proceso, el Juez puede 
agregar a su decisión los mandatos que aseguren la eficacia de 
las pretensiones exigidas y los derechos esenciales de la víctima. 
 
D. EJECUCION FORZOSA 
 
En caso de incumplimiento de las medidas decretadas, el Juez 
ejercerá las facultades coercitivas, contempladas en los Artículos 
53o del Código Procesal Civil y 205o del Código de los Niños y 
Adolescentes, sin perjuicio de las responsabilidades penales, a 
que hubieran lugar. 
 
E. MEDIDAS CAUTELARES Y CONCILIACION 
 
El Juez podrá adoptar medidas cautelares anticipadas sobre el 
fondo, desde la iniciación del proceso y durante su tramitación, 
sujetándose en tal caso, a lo previsto por el Código Procesal Civil. 
Podrá ejercer igualmente la facultad de conciliación, en los 
términos previstos por el literal b) del Artículo 7o de la presente 
Ley. 
 
Artículo 10o.- Si el Juez Penal adopta en el proceso respectivo 
medidas cautelares de protección a la víctima, no procederá 
solicitarlas en la vía civil. 
 



Las medidas de protección civil, pueden sin embargo, solicitarse 
antes de la iniciación del proceso, como medidas cautelares fuera 
de proceso. 
 
Artículo 12o.- Cuando el Juez en lo Penal o el de Paz Letrado, 
conozcan de delitos o faltas cuyo origen sean hechos de violencia 
familiar, están facultados para adoptar todas las medidas de 
protección que señala la presente ley. 
 
Las medidas referidas en el párrafo anterior, podrán adoptarse 
desde la iniciación del proceso, durante su tramitación y al dictar 
sentencia, aplicando en lo que fuere pertinente, lo dispuesto por 
el Código Procesal Civil. Podrán imponerse igualmente como 
restricciones de conducta, al momento de ordenar la 
comparecencia del inculpado y al dictar sentencia bajo 
apercibimiento de ordenar detención en caso de incumplimiento. 
 
Artículo 14o.- La Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder 
Judicial pueden solicitar la colaboración a todas las Instituciones 
públicas o privadas para la evaluación física y psicológica de las 
víctimas de violencia, agresores y de su entorno familiar; para la 
asistencia de víctimas de violencia y su familia; y, para la 
aplicación y control de las medidas que contempla la presente ley. 
 
Los certificados que expidan los Establecimientos de Salud del 
Estado tienen pleno valor probatorio en los procesos sobre 
Violencia Familiar, la expedición de dichos certificados es gratuita. 
 
También lo tendrán los certificados que expidan instituciones 
privadas, con las que el Ministerio Público y el Poder Judicial 
celebren Convenios, para la realización de determinadas pericias". 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Primera.- Excepcionalmente y cuando la carga procesal o la 
realidad del distrito lo justifiquen, el Poder Judicial o el Ministerio 
Público, a través de sus órganos de gobierno, podrá asignar 
competencia para conocer las demandas que se plantean al 
amparo de lo dispuesto sobre la ley de violencia familiar, a los 
juzgados de paz letrados. 
 
Segunda.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que mediante 
Decreto Supremo se dicte el Texto Unico Ordenado de la Ley No 
26260, que incluya las normas contenidas en la presente ley, a 
cuyo efecto podrá efectuarse el reordenamiento de sus artículos, 
Disposiciones Transitorias y Finales. 
 
Tercera.- Deróganse las disposiciones que se opongan a la 
presente ley. 
 
Comuníquese al señor Presidente de la República para su 
promulgación. 
 
En Lima, a los once días del mes de marzo de mil novecientos 
noventa y siete. 
 



VICTOR JOY WAY ROJAS, Presidente del Congreso de la 
República. CARLOS TORRES Y TORRES LARA, Primer 
Vicepresidente del Congreso de la República. 
 
AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA. 
 
POR TANTO: 
 
Mando se publique y cumpla. 
 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticuatro días del 
mes de marzo de mil novecientos noventa y siete. 
ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente Constitucional de la 
República. CARLOS HERMOZA MOYA, Ministro de Justicia. 
MIRIAM SCHENONE ORDINOLA, Ministra de Promoción de la 
Mujer y del Desarrollo Humano. 
 

******************** 
 
 
 



 
 
 
15/05/97.- Ley No 26788.- Modifica el Código Penal. (16/05/97) 

 
LEY No 26788 

 
VICTOR JOY WAY ROJAS 
Presidente del Congreso de la República 
 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República ha dado la Ley siguiente: 
 
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA; 
 
Ha dado la ley siguiente: 
 
Artículo 1o.- Incorpórase al Capítulo III del Título I del Código Penal, los artículos 
siguientes: 
 
"Artículo 121o A.- En los casos previstos en la primera parte del artículo anterior, cuando la 
víctima sea menor de catorce años y el agente sea el padre, madre, tutor, guardador o 
responsable de aquél, la pena será privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de diez 
años, suspensión de la patria potestad según el literal b) del Artículo 83o del Código de los 
Niños y Adolescentes e inhabilitación a que se refiere el Artículo 36o inciso 5. 
 
Igual pena se aplicará cuando el agente sea el cónyuge, conviviente, ascendiente, 
descendiente natural o adoptivo o pariente colateral de la víctima. 
 
Cuando la víctima muera a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado, 
la pena será no menor de seis ni mayor de quince años. 
 
Artículo 122o A.- En el caso previsto en la primera parte del artículo anterior, cuanto la 
víctima sea menor de catorce años y el agente sea el padre, madre, tutor, guardador o 
responsable de aquél, la pena será privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis 
años, suspensión de la patria potestad según el literal b) del Artículo 83o del Código de los 
Niños y Adolescentes e inhabilitación a que se refiere el Artículo 36o inciso 5. 
 
Igual pena se aplicará cuando el agente sea el cónyuge, conviviente, ascendiente, 
descendiente natural o adoptivo, o pariente colateral de la víctima. 
 
Cuando la víctima muera a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado, 
la pena será no menor de cuatro ni mayor de ocho años". 
 
Artículo 2o.- Adiciónase como segundo párrafo del Artículo 441o del Código Penal el texto 
siguiente: 
 
"Se considera circunstancia agravante, cuando la víctima es menor de catorce años y el 
agente sea el padre, madre, tutor, guardador o responsable de aquél, y a criterio del juez, 
cuando sean los sujetos a que se refiere el Artículo 2o de la Ley No 26260 [T.211,§141]". 
 
Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación. 
 
En Lima, a los once días del mes de marzo de mil novecientos noventa y siete. 
 



VICTOR JOY WAY ROJAS, Presidente del Congreso de la República. CARLOS TORRES Y 
TORRES LARA, Primer Vicepresidente del Congreso de la República. 
 
AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA. 
 
POR TANTO: 
 
No habiendo sido promulgada oportunamente por el señor Presidente de la República, en 
observancia de lo dispuesto por el Artículo 108o de la Constitución Política del Perú 
[T.211,§213], mando se comunique al Ministerio de Justicia para su publicación y 
cumplimiento. 
 
En Lima, a los treinta días del mes de abril de mil novecientos noventa y siete. 
 
VICTOR JOY WAY ROJAS, Presidente del Congreso de la República. CARLOS TORRES Y 
TORRES LARA, Primer Vicepresidente del Congreso de la República. 
 
Lima, 15 de mayo de 1997. 
Cúmplase, comuníquese, regístrese, publíquese y archívese. 
CARLOS E. HERMOZA MOYA, Ministro de Justicia. 
 

******************** 



14/07/2000.- Ley Nº 27306.- Ley que modifica el Texto Unico Ordenado de 
la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. (15/07/2000) 

 
LEY Nº 27306 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
 
POR CUANTO: 
El Congreso de la República 
ha dado la Ley siguiente: 
 
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA; 
Ha dado la Ley siguiente: 
 

LEY QUE MODIFICA EL TEXTO UNICO ORDENADO DE LA LEY DE 
PROTECCION FRENTE A LA VIOLENCIA FAMILIAR 

 
Artículo 1º.- Objeto de la ley 
Modifícanse los Artículos 2º, 3º, 4º, 7º, 9º, 10º, 12º, 24º y 29º del Texto Unico 
Ordenado de la Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar, Ley Nº  26260 
[T.211,§141], aprobado por Decreto Supremo Nº  006-97-JUS [T.253,§226], 
con el siguiente texto: 
 
"Artículo 2º.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá por violencia 
familiar, cualquier acción u omisión que cause daño físico o psicológico, maltrato 
sin lesión, inclusive la amenaza o coacción graves y/o reiteradas, así como la 
violencia sexual, que se produzcan entre: 
 
a) Cónyuge.. 
b) Ex cónyuges. 
c) Convivientes. 
d) Ex convivientes. 
e) Ascendientes. 
f) Descendientes. 
g) Parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad. 
h) Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien relaciones 
contractuales o laborales. 
i) Quienes hayan procreado hijos en común, independientemente que convivan o 
no, al momento de producirse la violencia. 
Concordancia: 
Cons.: Art. 2o inc. 24) lit. h) 
D.S. No 02-98-JUS: Art. 4o 
 
Articulo 3º.-Es política permanente del Estado la lucha contra toda forma de 
violencia familiar, debiendo desarrollarse con este propósito las siguientes 
acciones: 
 
a) Fortalecer en todos los niveles educativos la enseñanza de valores éticos, el 
irrestricto respeto a la dignidad de la persona y de los derechos de la mujer, del 
niño, adolescente y de la familia, de conformidad con la Constitución Política del 
Estado y los instrumentos internacionales ratificados por el Perú. 
b) Emprender campañas de difusión, con el propósito de sensibilizar a la sociedad 
sobre la problemática social antes señalada, difundir los alcances de la presente 
Ley y condenar los actos de violencia familiar. 
c) Promover el estudio e investigación sobre las causas de violencia familiar y 
medidas a adoptarse para su corrección. 



d) Establecer procesos legales eficaces para las víctimas de violencia familiar, 
caracterizados por el mínimo de formalismo y la tendencia a brindar medidas 
cautelares y resarcimiento por los daños y perjuicios causados, así como facilitar la 
atención gratuita en los reconocimiento. médicos requeridos por la Policía, 
Ministerio Público o Poder Judicial. 
e) Promover la participación activa de organizaciones, entidades públicas del nivel 
central, regional y local e instituciones privadas dedicadas a la protección de niños 
y adolescentes, adultos mayores, mujeres y en general a los asuntos familiares, 
para el desarrollo de labores preventivas y de control sobre la ejecución de 
medidas cautelares, así como para el apoyo y tratamiento de la violencia y 
rehabilitación de los agresores. 
f) Promover a nivel municipal políticas, programas y servicios de prevención, 
atención y rehabilitación, como Defensorías de la Mujer, hogares temporales de 
refugio, servicios de consejería, grupos de ayuda mutua, Defensorías Municipales 
del Niño y del Adolescente y servicios de rehabilitación para agresores, entre otros. 
g) Capacitar a fiscales, jueces, médicos legistas, agentes de salud, agentes de 
educación, así como al personal de la Policía Nacional, las Defensorías del Niño y 
del Adolescente y servicios municipales para que asuman una función eficaz en la 
lucha contra la violencia familiar. Las acciones dispuestas en el presente artículo 
serán coordinadas por el Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo 
Humano. 
h) Establecer las medidas necesarias a fin de implementar acciones de prevención 
y atención de la violencia familiar en las zonas rurales del país. 
Concordancia: 
Cons.: Arts. 1o, 2o inc. 24) lit. h) 
C.N.A.: Art. 38o 
 
Artículo 4º.- La Policía Nacional, en todas las delegaciones policiales, recibirá las 
denuncias por violencia familiar, realizará las investigaciones preliminares y 
practicará las notificaciones correspondientes. 
Las denuncias podrán ser formuladas por la víctima o cualquier persona que 
conozca de estos hechos y podrán ser presentadas en forma verbal o escrita. 
Concordancia: 
Cons.: Art. 2o inc. 20) 
D.S. No 02-98-JUS: Art. 5o 
 
Artículo 7º.- En caso de flagrante delito o de muy grave peligro de su 
perpetración, la Policía Nacional está facultada para allanar el domicilio del agresor. 
Deberá detener a éste en caso de flagrante delito y realizará la investigación en un 
plazo máximo de 24 (veinticuatro) horas, poniendo el atestado en conocimiento de 
la fiscalía provincial que corresponda en un plazo máximo de 15 (quince) días. 
De igual manera podrá conducir de grado o fuerza al denunciado renuente a la 
delegación policial para el esclarecimiento de los hechos denunciados. 
Concordancia: 
Cons.: Art. 2o inc. 9) 
D.S. No 02-98-JUS: Arts. 6o, 8o, 9o 
 
Artículo 9º.- El Fiscal Provincial de Familia que corresponda dará trámite a las 
peticiones que se formulen verbalmente o por escrito en forma directa por la 
víctima de violencia, sus familiares, cualquiera de los mencionados en el Artículo 2º 
de esta Ley. o cualquier persona que conozca de los hechos, o por emisión del 
atestado de las delegaciones policiales. También podrá actuar de oficio ante el 
conocimiento de los hechos. 
Concordancia: 
Cons.: Art. 2o inc. 20) 
D.S. No 02-98-JUS: Arts. 6o, 9o, 10o 



 
Artículo 10º.- Recibida la petición o apreciados de oficio los hechos, el Fiscal 
deberá dictar las medidas de protección inmediatas que la situación exija. 
Las medidas de protección inmediatas que se adopten a solicitud de la víctima o 
por orden del Fiscal incluyen sin que la enumeración sea limitativa, el retiro del 
agresor del domicilio, impedimento de acoso a la víctima, suspensión temporal de 
visitas, inventarios sobre sus bienes y otras medidas de protección inmediata que 
garanticen su integridad física, psíquica y moral. 
El Fiscal de Familia debe poner en conocimiento del Juez de Familia las medidas de 
protección adoptadas, en caso de formalizar la demanda. 
Concordancia: 
D.S. No 02-98-JUS: Arts. 11o, 12o 
 
Artículo 12º.- Para el ejercicio de su función, el Fiscal gozará de la potestad de 
libre acceso a los lugares públicos o privados donde exista peligro de perpetración 
de violencia o ésta se haya producido. 
Concordancia: 
D.S. No 02-98-JUS: Art. 12o 
 
Artículo 24º.- Si el Juez Penal adopta medidas cautelares necesarias para 
salvaguardar la integridad de la víctima, no procederá ninguna solicitud en la vía 
civil. 
Las medidas de protección civil pueden, sin embargo, solicitarse antes de la 
iniciación del proceso, como medidas cautelares fuera de proceso. 
Concordancia: 
D.S. No 02-98-JUS: Art. 14o 
D.S. No 06-97-JUS: Arts. 25o, 26o 
 
Artículo 29º.- Los certificados de salud física y mental que expidan los médicos 
de los establecimientos de salud del Estado, como el Ministerio de Salud, el Seguro 
Social de Salud (ESSALUD), el Instituto de Medicina Legal del Ministerio Público y 
las dependencias especializadas de las municipalidades provinciales y distritales, 
tienen valor probatorio del estado de salud física y mental en los procesos sobre 
violencia familiar. Los certificados médicos contendrán información detallada de los 
resultados de las evaluaciones físicas y psicológicas a las que se haya sometido a la 
víctima. La expedición de los certificados y la consulta médica que los origina son 
gratuitos. Los exámenes o pruebas complementarias para emitir diagnósticos serán 
gratuitos siempre que lo justifique la situación económica de la víctima. 
Igual valor tienen los certificados expedidos por los médicos de los centros 
parroquiales, cuyo funcionamiento se encuentre autorizado por el Ministerio de 
Salud y se encuentren registrados en el Ministerio Público. 
Asimismo, tendrán valor probatorio del estado de salud física y mental en los 
procesos por violencia familiar, los certificados que expidan los médicos de las 
instituciones privadas con las cuales el Ministerio Público y el Poder Judicial 
celebren convenios para la realización de determinadas pericias." 
Concordancia: 
Ley No 26842: Arts. XIV del T.P., 11o, 12o, 13o 
D. Leg. No 584: Art. 3o inc. a) 
 
Artículo 2º.- Aplicación de medidas de protección cuando se produzcan 
delitos contra la libertad sexual 
 
Cuando los agentes y las víctimas de los delitos previstos en el Libro Segundo, 
Título IV, Capítulo IX, Violación de la Libertad Sexual, del Código Penal, sean los 
sujetos a los que se refiere el Artículo 2º del Texto Unico Ordenado de la Ley de 



Protección Frente a la Violencia Familiar, serán de aplicación las medidas de 
protección establecidas en la citada Ley desde el inicio del proceso respectivo. 
Concordancia: 
Cons.: Art. 2o inc. 1), 24) lit. h) 
C.P.: Arts. 170o 
C.N.A.: Art. 38º 
 
Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación. 
 
En Lima, a los veintiséis días del mes de junio del dos mil. 
 
MARTHA HILDEBRANDT PÉREZ TREVIÑO, Presidenta del Congreso de la República. 
LUIS DELGADO APARICIO, Segundo Vicepresidente del Congreso de la República. 
 
AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA. 
 
POR TANTO: 
 
Mando se publique y cumpla. 
 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los catorce días del mes de julio del año 
dos mil. 
 
ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente Constitucional de la República. 
ALBERTO BUSTAMANTE BELAUNDE, Presidente del Consejo de Ministros y Ministro 
de Justicia. LUISA MARIA CUCULIZA TORRE, Ministra de Promoción de la Mujer y 
del Desarrollo Humano. 
 

******************** 
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